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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José

--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Larraín Peña, Carlos

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Muñoz Aburto, Pedro

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedan, Eugenio

--Uriarte Herrera, Gonzalo

--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau; de Justicia, señora Patricia Pérez Goldberg, y el Ministro Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, señor Luciano Cruz-Coke Carvallo. Asimismo, se encontraba presente el Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton Palma.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:21, en presencia de 15 señores Senadores.

El señor ESCALONA (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ESCALONA (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 100ª, ordinaria, en 5 de marzo; 101ª, especial, y 102ª, ordinaria, ambas en 6 de marzo, todas del año en curso, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las actas aprobadas).

IV. CUENTA

El señor ESCALONA (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



De Su Excelencia el Presidente de la República, con el que retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, al proyecto de ley que crea la Intendencia de Seguridad y Salud en el Trabajo, fortalece el rol de la Superintendencia de Seguridad Social y actualiza sus atribuciones y funciones (boletín N° 7.829-13). 



--Se tiene presente la calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios



Dos de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero informa que prestó su aprobación al proyecto que modifica la ley N° 20.502, que crea el Ministerio del Interior y Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol, facultando a los municipios a constituir Consejos Comunales de Seguridad Pública (boletín N° 8.517-25) (Véase en los Anexos, documento 1). 



--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



Con el segundo comunica que dio aprobación a las modificaciones propuestas por esta Corporación al proyecto de ley que regula el contrato de seguro (boletín N° 5.185-03).



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto a sus antecedentes.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Remite copia de resoluciones dictadas en el requerimiento de inconstitucionalidad presentado por un grupo de señores Senadores respecto de los incisos segundo y tercero del nuevo artículo 112 B, introducidos por el proyecto, en primer trámite constitucional en la Cámara de Diputados, que modifica la ley N° 19.039, de Propiedad Industrial, para fortalecer la protección de principios activos de medicamentos (boletín N° 8.183-03).



--Se toma conocimiento.



De los señores Ministros de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional:



Remiten, en cumplimiento de lo dispuesto por el artículo 13 de la ley N° 20.297, el informe correspondiente al primer semestre de 2012 respecto de tropas nacionales que participan en operaciones de paz fuera del territorio de la República. 



--Pasa a las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas.



Del señor Contralor General de la República:



Atiende petición, cursada en nombre del Senador señor Kuschel, relativa a la realización de auditorías en las Municipalidades de Llanquihue, Fresia, Frutillar, Maullín, Puqueldón y Queilen.



Del señor Ministro de Vivienda y Urbanismo:



Responde solicitud de información, enviada en nombre del Senador señor Navarro, sobre factibilidad sanitaria del proyecto Fuerte Viejo en la comuna de Lota.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes



Nuevo segundo informe de las Comisiones de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y de Transportes y Telecomunicaciones, unidas, recaído en los incisos cuarto y quinto del artículo 13, contemplado en el numeral 9 del artículo 1º propuesto en el segundo informe del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que permite la introducción de la televisión digital terrestre (boletín N° 6.190-19) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 2).


--Se manda agregar a sus antecedentes.



De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce mejoras en el régimen del personal del Servicio Médico Legal (boletín Nº 8.129-07) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Véase en los Anexos, documento 3).


De la Comisión de Agricultura, recaído en el proyecto que modifica la ley N° 18.450, con el fin de fomentar la inversión privada en obras de riego o drenaje comprendidas en proyectos integrales y de uso múltiple cuyo costo supere las 30 mil unidades de fomento (boletín Nº 8.771-01) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 4).


De las Comisiones de Defensa Nacional y de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que establece nuevo mecanismo de cálculo del sueldo base para el personal a jornal de las Fuerzas Armadas (boletín Nº 8.613-02) (Véanse en los Anexos, documentos 5 y 6).


--Quedan para tabla.

Declaración de inadmisibilidad



Moción de los Senadores señor Hernán Larraín y señora Alvear, con la que proponen un proyecto de ley que introduce el voto programático en la elección del Presidente de la República, de senadores y diputados y de alcaldes, y establece la obligación de rendir cuenta anual del cumplimiento de sus respectivos compromisos programáticos.



--Se declara inadmisible por contener materias de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, conforme lo dispone el número 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política. 

Proyecto de acuerdo



De los Senadores señor Navarro, señora Allende y señores Gómez, Lagos, Muñoz Aburto y Rossi, con el que solicitan a Su Excelencia el Presidente de la República el reintegro de los trabajadores del Instituto de Fomento Pesquero y el fortalecimiento integral de su institucionalidad (boletín N° S 1.558-12) (Véase en los Anexos, documento 7).


--Queda para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

Comunicaciones



De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, con la que informa que, en sesión del día de hoy, ha elegido como su Presidente al Senador señor Pedro Muñoz Aburto.



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, con la que expone que, en sesión del día de hoy, eligió como su Presidente al Senador señor Patricio Walker Prieto.



--Se toma conocimiento.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- En este momento ha llegado a la Mesa una comunicación del Comité Partido Socialista, con la que informa que ha elegido como sus representantes a los Senadores señora Allende y señor Rossi.

El señor ESCALONA (Presidente).- Se toma conocimiento.



Terminada la Cuenta.



Tiene la palabra el señor Secretario General.

PROYECTO DE ACUERDO SOBRE DISOLUCIÓN DE EDITORIAL JURÍDICA DE CHILE Y OTORGAMIENTO DE FACULTAD A BIBLIOTECA DEL CONGRESO NACIONAL

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señoras y señores Senadores, la Comisión de Régimen Interior, en sesión del día de hoy, ha resuelto proponer a la Sala la aprobación del siguiente proyecto de acuerdo:



“Solicitar a S.E. el Presidente de la República tenga a bien disponer de todas las medidas necesarias para proceder a la disolución de la Editorial Jurídica de Chile y, en su oportunidad, presentar un proyecto de ley a fin de:



“1. Aprobar la disolución de la Editorial Jurídica de Chile, establecer una comisión liquidadora encargada del proceso de liquidación y cierre de la Editorial, regular el destino de los bienes sobrantes, una vez pagados sus acreedores, así como todos los efectos legales que procedan;



“2. Conferir a la Biblioteca del Congreso Nacional la función, con carácter exclusiva, de editar y publicar en formato digital los textos oficiales de los códigos de la República, manteniendo los procesos actualmente vigentes para esa edición. Los textos oficiales que publique la BCN en formato digital se pondrán a disposición de los usuarios de manera gratuita en la base de datos Ley Chile, facilitando el acceso de todos los habitantes de la nación a las fuentes legales oficiales.”.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará.



--Se aprueba, por unanimidad, el proyecto de acuerdo.

)----------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, quiero pedirle que recabe la unanimidad de la Sala para tratar en Fácil Despacho el proyecto que figura en el número 5 del Orden del Día -siempre está en la tabla, pero se coloca muy abajo en la lista y no se alcanza a analizar-, que declara feriado el 7 de junio para la Región de Arica y Parinacota.



Con el Senador Orpis conversamos el asunto. Y la verdad es que estamos dispuestos a que se vote sin discusión.

El señor ESCALONA (Presidente).- ¿Habría acuerdo?



No lo hay.

El señor ROSSI.- ¿No?

El señor ESCALONA (Presidente).- Un señor Senador se opone.

)----------(

El señor ESCALONA (Presidente).- A petición del Ejecutivo, solicito que se trate en el primer punto del Orden del Día, después de Fácil Despacho, el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley sobre Donaciones con Fines Culturales.



¿Hay acuerdo para ello?



--Así se acuerda.

)----------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, deseo insistir en la solicitud de incluir en Fácil Despacho el proyecto que establece feriado legal el 7 de junio para la Región de Arica y Parinacota.



Entiendo que ahora sí habría acuerdo. 



Dicha iniciativa es muy importante. Fue despachada en la Cámara de Diputados por unanimidad, y espero que ocurra lo mismo acá.



Que se vote sin discusión.

El señor ESCALONA (Presidente).- ¿Usted quiere incluir ese proyecto como punto 3 en la tabla de Fácil Despacho?

El señor NAVARRO.- Sí, señor Presidente. 

El señor ESCALONA (Presidente).- Pero sin debate.

El señor NAVARRO.- Sin debate.

El señor ESCALONA (Presidente).- Lógicamente, no se puede impedir el fundamento de voto, en caso de que algún señor Senador lo solicite, porque ello escapa a la facultad de la Mesa.



¿Habría acuerdo para acceder a lo pedido en los términos señalados?



--Así se acuerda.

V. FÁCIL DESPACHO

RENOVACIÓN Y ENMIENDA DE PROCEDIMIENTO DE REGULARIZACIÓN DE AMPLIACIONES DE VIVIENDAS SOCIALES

El señor ESCALONA (Presidente).- Conforme a lo acordado por los Comités, corresponde discutir en particular el proyecto, en segundo trámite constitucional, que renueva y modifica el procedimiento de regularización de ampliaciones de viviendas sociales contemplado en la ley N° 20.251, con segundo informe de la Comisión de Vivienda y Urbanismo.



--Los antecedentes sobre el proyecto (7818-14) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 51ª, en 2 de octubre de 2012.


Informes de Comisión:


Vivienda y Urbanismo: sesión 60ª, en 7 de noviembre de 2012.


Vivienda y Urbanismo (segundo): sesión 97ª, en 22 de enero de 2013.


Discusión:



Sesión 89ª, en 19 de diciembre de 2012 (se aprueba en general).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La iniciativa fue aprobada en general en sesión del 19 de diciembre de 2012.



La Comisión deja constancia de que el artículo 2º no fue objeto de indicaciones ni de modificaciones, por lo que conserva el mismo texto aprobado en general. En consecuencia, debe darse por aprobado, salvo que algún señor Senador, contando con la unanimidad de los presentes, solicite su discusión y votación. En todo caso, el número 1) de la referida disposición reviste rango orgánico constitucional, razón por la cual necesita 21 votos para su aprobación.



Asimismo, la Comisión hace presente que todas las indicaciones presentadas fueron retiradas; por tanto, corresponde dar por aprobada la iniciativa en particular en los mismos términos en que fue despachada en general por la Sala.



No obstante, cabe consignar que los incisos segundo y tercero del artículo 1º tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, por lo que requieren, para su aprobación, el voto conforme de 21 señores Senadores.



Sus Señorías tienen a su disposición un boletín comparado en el que se consigna el texto aprobado en general por el Senado, el cual no fue objeto de modificaciones en el segundo informe. 



De consiguiente, dado que el proyecto contiene normas de quórum especial y otras que no lo son, la Secretaría sugiere efectuar una sola votación para todas las materias.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se abrirá la votación.



Acordado.



En votación el articulado de la iniciativa.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto en particular (25 votos favorables), dejándose constancia de que se reunió el quórum constitucional exigido, y queda despachada la iniciativa en este trámite.


Votaron las señoras Allende y Pérez (doña Lily) y los señores Bianchi, Chahuán, Escalona, Espina, García, García-Huidobro, Gómez, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, solicito que se agregue mi voto afirmativo.

El señor ESCALONA (Presidente).- Se deja constancia en la Versión Oficial de la intención de voto favorable del Senador señor Girardi.

MEJORAMIENTOS A RÉGIMEN DE PERSONAL DE SERVICIO MÉDICO LEGAL

El señor ESCALONA (Presidente).- Corresponde tratar el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce mejoras en el régimen del personal del Servicio Médico Legal, con informes de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Hacienda, y urgencia calificada de “discusión inmediata”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (8129-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 57ª, en 30 de octubre de 2012.


Informes de Comisión:


Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 1ª, en 12 de marzo de 2013.


Hacienda: sesión 2ª, en 13 de marzo de 2013.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es extender algunos beneficios con los que ya cuenta el personal directivo del sector salud adscrito al Sistema de Alta Dirección Pública a los funcionarios que ocupen cargos equivalentes en el Servicio Médico Legal, con el fin de fomentar la postulación de interesados a los cargos de subdirector médico y de directores regionales del mencionado servicio forense.



La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento discutió el proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros, Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín (don Carlos), Larraín (don Hernán) y Walker (don Patricio).



Asimismo, el referido órgano técnico deja constancia de su opinión en cuanto a que la Sala del Senado debería discutir tanto en general cuanto en particular esta iniciativa con el fin de darle una pronta tramitación.



La Comisión de Hacienda, por su parte, informa que la iniciativa legal no contiene normas de su competencia, por cuanto ella no incide en materia presupuestaria y financiera del Estado, de conformidad con el artículo 17 de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional. Ello, porque en el primer trámite constitucional, en la Honorable Cámara de Diputados, se suprimió el artículo 1º del mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, que establecía una bonificación que sí incidía en materia presupuestaria del Estado.



La Comisión adoptó dicho acuerdo por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores García, Lagos, Novoa y Zaldívar.



El texto que se propone a la Sala para su aprobación se transcribe en el informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.

El señor ESCALONA (Presidente).- En discusión general y particular la iniciativa.



Si le parece a la Sala, se abrirá la votación.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Deseo hacer una precisión previa, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, efectivamente analizamos este proyecto en la Comisión de Hacienda hoy día en la mañana, aun cuando no requería informe de nuestro órgano técnico. 



Uno de los temas que hice presente -y hablé con la Ministra de Justicia al respecto- fue que el artículo transitorio propuesto es absolutamente contradictorio en su redacción. Dice: “La aplicación de las disposiciones de esta ley será de cargo del presupuesto del Servicio Médico Legal y no irrogará un mayor gasto fiscal.”.



Esta disposición debe ser eliminada: o irroga gasto fiscal desde el momento en que se reconoce que la aplicación de sus normas será de cargo del presupuesto del Servicio, o no irroga. Como sea, no es aceptable que el Parlamento aparezca despachando una iniciativa de ley, que el día de mañana será publicada en el Diario Oficial, con una disposición contradictoria en su contenido.



Por eso pedí a la Comisión hacer presente este aspecto durante la discusión en la Sala, con la finalidad de rechazar el artículo transitorio, de manera que, en el tercer trámite constitucional, la Cámara Baja pueda incorporar dicha corrección.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se acogerá el planteamiento del Senador señor Zaldívar.



--Por unanimidad, se aprueba la eliminación del artículo transitorio.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Patricio Walker.

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, seré muy breve.



El proyecto en análisis apunta a introducir mejoras en el régimen del personal del Servicio Médico Legal de una manera muy simple: extender algunos beneficios que ya tiene el personal directivo del sector salud adscrito al Sistema de Alta Dirección Pública a los funcionarios del Servicio Médico Legal que ocupan puestos equivalentes, con el fin de fomentar la postulación de profesionales calificados a los cargos de subdirector médico y de directores regionales de dicho organismo forense.



Para lograr tal objetivo, la iniciativa hace extensivos a los cargos de subdirector médico y de directores regionales del Servicio Médico Legal algunos beneficios con que ya cuentan otros profesionales que se desempeñan en el sector salud, como la posibilidad de destinar hasta un máximo de doce horas semanales de su jornada laboral a actividades clínicas o asistenciales y la de retener, sin goce de remuneración, la propiedad del empleo que hubieren desempeñado, en caso de ser nombrados en un puesto incompatible, por el periodo que indica.



Para el estudio de este proyecto, la Comisión de Constitución, que presido a partir de hoy, tuvo presente que el Servicio Médico Legal efectúa de manera permanente y muy destacada las labores de asesoría científica y técnica en materias médico-legales a los órganos jurisdiccionales y de investigación.



No obstante, la señora Ministra de Justicia hizo constar en la Comisión que existen dificultades en los procesos de postulación a ciertos cargos contemplados en la planta del personal del Servicio.



Agregó que lo anterior ha llevado a que algunos concursos para proveer los cargos de directores regionales han tenido que declararse desiertos por no reunir las respectivas nóminas al menos tres candidatos idóneos, tal como exige el Sistema de Alta Dirección Pública.



Para subsanar este problema, el proyecto, en su actual redacción, propone homologar, en determinados beneficios, a los altos directivos del Servicio Médico Legal con sus pares del sector salud.



Al explicar esta proposición, el Ejecutivo hizo presente que los funcionarios públicos pueden desarrollar actividades docentes durante su jornada laboral hasta por un máximo de doce horas semanales, conforme a lo que establece el artículo 8º de la ley Nº 19.863, sobre remuneraciones de autoridades de gobierno y cargos críticos de la administración pública y gastos reservados.



Añadió que la presente normativa tiene una excepción: los más altos cargos en hospitales y servicios de salud, seleccionados por el Sistema de Alta Dirección Pública, pueden destinar el máximo de doce horas ya indicado al desarrollo de actividades clínicas o asistenciales, en sustitución de dichas labores docentes.



Ese beneficio, establecido en el artículo 4° de la ley N° 20.261, no puede ser impetrado para los más altos cargos del Servicio Médico Legal.



Además, hay otro beneficio que no alcanza a los funcionarios del Servicio Médico Legal: la retención de la propiedad del empleo establecida en el inciso cuarto del artículo en la ley N° 15.076 no puede ser invocada por quienes desempeñan altas funciones en él.



Para subsanar esta disparidad, el proyecto propone extender al Subdirector Médico, al Director Regional Metropolitano y a los Directores Regionales del Servicio Médico Legal, seleccionados por la Alta Dirección Pública, los beneficios de la utilización de las horas docentes para fines clínicos y asistenciales y la retención del cargo de que ya gozan sus pares en el sector salud.



Señor Presidente, a la luz de estos antecedentes, la Comisión, por la unanimidad de sus integrantes, aprobó esta iniciativa y recomienda a la Sala  proceder de la misma manera.



Tal es el informe que puedo entregar en mi calidad de Presidente de la Comisión de Constitución. 



Y aprovecho esta oportunidad para hacer un reconocimiento al Presidente saliente de la Comisión, Senador señor Hernán Larraín, por la brillante labor que llevó a cabo durante un año, por su ecuanimidad y por su inteligencia. 

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, como señaló el Senador señor Patricio Walker, este proyecto busca resolver un problema práctico del Servicio Médico Legal, el que ha enfrentado enormes dificultades para poder nombrar, con el visto bueno de la Alta Dirección Pública, a los Directores Regionales, precisamente, porque tenían condiciones muy distintas a las de otros profesionales de la salud en los hospitales y otros servicios.



Por eso, aprobamos este texto. 



Por mandato de la Sala, correspondió a la Comisión de Hacienda determinar si había normas relacionadas con el Presupuesto o con administración financiera del Estado. Nosotros hemos concluido esta mañana que no hay tales disposiciones. Por eso, quiero sumarme a la solicitud hecha por el Senador señor Zaldívar en el sentido de eliminar el artículo transitorio, que señala: “La aplicación de las disposiciones de esta ley será de cargo del presupuesto del Servicio Médico Legal y no irrogará un mayor gasto fiscal”.



En primer lugar, porque no hay nuevo gasto y, obviamente, siendo así, no puede afectarse el presupuesto del Servicio Médico Legal. Y, al mantenerse la norma, pudiera darse lugar a interpretaciones equívocas.



Por tales razones,  recomendamos a la Sala aprobar el proyecto de ley y rechazar el artículo transitorio.

El señor ESCALONA (Presidente).- Entiendo que hay consenso para aprobar la iniciativa en la forma propuesta.



La Comisión de Constitución la acogió por unanimidad, de manera que, salvo que hubiera alguna objeción, podemos darla por aprobada, con excepción del artículo transitorio, según solicitó el Senador señor Zaldívar en representación de la Comisión de Hacienda.

El señor PROKURICA.- ¿Me permite, señor Presidente? Deseo fundamentar el voto.

El señor ESCALONA (Presidente).- Entonces, en votación.



--(Durante la votación).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, está de más explicar la importancia de esta repartición estatal, a la que, como todos sabemos, se recurre en momentos muy difíciles. 



Por eso, si uno analiza la situación de sus profesionales, advierte que tienen sueldos y regímenes de trabajo totalmente distintos. Este proyecto de ley lo que hace es justamente avanzar en mejorar sus condiciones de trabajo y terminar con ciertas incompatibilidades que los afectan para ejercer sus cargos.



Estoy seguro de que los Senadores que representan a las Regiones, y especialmente a la ruralidad, conocen el drama de muchas comunas en donde, frente al fallecimiento de un familiar en un día festivo o en fin de semana, no hay médico para hacer la autopsia y, por lo tanto, los deudos deben esperar viernes, sábado y domingo para recibir el cuerpo del occiso, con el tremendo dolor por haber perdido, primero, a un familiar y por comprobar, después, que no les entregan el cadáver para proceder a darle cristiana sepultura.



Por lo tanto, voy a apoyar este proyecto de ley porque, si bien es cierto que no resuelve todos los problemas del Servicio Médico Legal, va en la línea correcta de generar condiciones para que haya más postulantes y, en especial, para que aquellos que en este minuto se desempeñan como profesionales en él puedan tener un régimen que les permita evitar su fuga.

El señor ESCALONA (Presidente).- Como muchos señores Senadores se están inscribiendo para fundamentar el voto y la Mesa no puede prohibir que lo hagan, les rogaría que...

El señor ORPIS.- Bórreme, señor Presidente.

El señor TUMA.- A mí también.


La señora ALLENDE.- Y a mí.

El señor SABAG.- Tampoco intervendré.

El señor ESCALONA (Presidente).- Muchas gracias.



Entonces, si le parece a la Sala, se aprobará en general y en particular el proyecto, sin el artículo transitorio.



--Por unanimidad, se aprueba en general el proyecto; por no haberse presentado indicaciones, se aprueba también en particular, y queda despachado en este trámite. 

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra la señora Ministra.

La señora PÉREZ (Ministra de Justicia).- Señor Presidente, deseo agradecer la votación favorable al proyecto, cuyo fundamento es avanzar en igualdad; corregir la situación de mayor complejidad en la cual se encuentran hoy día los directivos del Servicio Médico Legal y, además, considerar el importante avance que ha implicado la modernización en términos de Alta Dirección Pública.



Hoy día, como se expresaba anteriormente, el Servicio Médico Legal tiene el porcentaje más alto de concursos desiertos debido a las dificultades que enfrentan los facultativos para postular a los cargos.



Muchas gracias, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- A usted, señora Ministra.

SALUDO DEL SENADO A PAPA FRANCISCO, RECIENTEMENTE ELECTO

El señor ESCALONA (Presidente).- Deseo  proponer que la Sala del Senado acuerde enviar un saludo al papa recientemente electo, Francisco, haciéndole llegar, naturalmente, los parabienes de la Corporación.



--Así se acuerda. 

DECLARACIÓN DE 7 DE JUNIO COMO FERIADO PARA REGIÓN DE ARICA Y PARINACOTA

El señor ESCALONA (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que declara feriado el día 7 de junio para la Región de Arica y Parinacota, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



--Los antecedentes sobre el proyecto (6967-06) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 52ª, en 3 de octubre de 2012.



Informe de Comisión:



Gobierno, Descentralización y Regionalización: sesión 92ª, en 8 de enero de 2013.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo de la iniciativa es declarar feriado en dicha Región el 7 de junio de cada año, en conmemoración de la Toma del Morro, ocurrida en tal día de 1880.



La Comisión discutió el proyecto en general y en particular, por tratarse de aquellos de artículo único y le dio aprobación por la unanimidad de sus miembros, Senadores señores Bianchi, Orpis, Rossi, Sabag y Zaldívar, en los mismos términos en que fue despachado por la Honorable Cámara de Diputados.

El señor ESCALONA (Presidente).- Recuerdo a la Sala que se acordó tratar la iniciativa sin debate, de manera que voy a abrir la votación de inmediato.



En votación general y particular el proyecto.



--(Durante la votación).

El señor ESCALONA (Presidente).- Para fundamentar el voto, tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, me voy a tomar más de cinco minutos, porque creo importante que el Parlamento conozca la historia en toda su dimensión.



El 7 de junio es una fecha trascendental para Chile, y especialmente para Arica.



Los ariqueños, año tras año, vibran con el recuerdo glorioso de la mayor gesta de la Infantería del Ejército, que en 55 minutos logró tomar, con su empuje, el bastión más artillado del Perú en la Guerra del Pacífico, gracias al ingenio de Pedro Lagos Marchant.



Pero no siempre coinciden en la historia las victorias militares con las posteriores negociaciones políticas.



En el caso de Arica, afortunadamente se dio, pero no de manera inmediata. No fue un 7 de junio de 1880, como todo el mundo supone. En verdad, la soberanía plena sobre el Departamento de Arica tiene una historia bastante más compleja. Debieron pasar 49 años para alcanzar la plena soberanía sobre el departamento de Arica. Se trata del último territorio anexado a nuestro país. 



El Tratado de Ancón, celebrado en 1883, entró en vigencia en 1884. Junto con poner fin a las hostilidades entre Chile y Perú, se incorporó la Región de Tarapacá al territorio nacional.



Sin embargo, la situación de Arica y Tacna quedó pendiente. El destino final de ambas ciudades quedó subordinado a un plebiscito que se celebró diez años después de la firma de ese convenio internacional; es decir, en 1894.



Para que operara el referéndum, el artículo III del mencionado Convenio, ambos países debían suscribir un protocolo especial que fijaría las condiciones del plebiscito. Este instrumento se consideraba parte integrante del Tratado. No obstante, solo en 1892 ambas naciones comienzan a negociar el protocolo especial.



Chile y Perú no logran ponerse de acuerdo y se solicita la mediación de Estados Unidos, para que actuara como árbitro y fijase las condiciones del plebiscito.



Estados Unidos hace un primer intento cuando nombra al General Pershing, con el objeto de lograr un acuerdo entre las Partes. No obstante, fracasa en dicho intento.



En forma posterior, se realiza un segundo intento, que tampoco se materializa.



El problema de Arica y Tacna solo viene a despejarse cuando Chile y Perú llegan al convencimiento de que es imposible practicar el plebiscito y, por tanto, la única salida es repartir el territorio mediante una negociación directa, dejando el departamento de Tacna para Perú y el de Arica para Chile.



Tal decisión fue fuertemente impulsada por el Ministro de Relaciones Exteriores de la época, don Conrado Díaz Gallardo. Y esta visión la asume con mucha fuerza el Presidente Ibáñez en su primer mandato, razón por la cual nombra en Lima al ex Presidente de la República Emiliano Figueroa, quien jugó un rol fundamental en las negociaciones del Tratado de 1929.



La pregunta que surge -y aquí viene lo central, señor Presidente, y ojalá la Sala tome mucha atención- es qué pasó con los territorios correspondientes a los departamentos de Tacna y Arica en esos 49 años; es decir, entre el Tratado de Ancón y el de 1929.



Chile estaba en posesión de esos territorios.



Y aquí aflora un asunto muy trascendente y que cada día cobra más vigencia. El tema boliviano siempre estuvo presente durante este período en que la posición chilena se movió de un extremo a otro.



Sin duda, el hecho histórico más relevante en esta materia ocurrió en 1895.



Se trató de una negociación muy amplia con Bolivia. Se celebraron tres acuerdos, los Tratados de mayo de 1895.



En ese marco, nuestro país estuvo dispuesto a entregar Arica y Tacna a Bolivia en la medida en que se ganara el plebiscito. Y, si este se perdía, según dicho Convenio, Chile estaba dispuesto a entregar caleta Vítor hasta Camarones.



El artículo 2 del Tratado especial de transferencia fronteriza, señala textual: “Si a consecuencia del plebiscito que haya de tener lugar, en conformidad al tratado de Ancón o en virtud de arreglos directos, adquiriese la República de Chile dominio y soberanía permanente sobre los territorios de Tacna y Arica, se obliga a transferirlos a la República de Bolivia”.



Y el artículo 4 del mencionado instrumento establece: “Si la República de Chile no pudiese obtener en el plebiscito o por arreglos directos la soberanía definitiva de la zona en que se hallan las ciudades de Tacna y Arica, se compromete a ceder a Bolivia la caleta Vítor hasta la Quebrada de Camarones u otra análoga”. 


El Tratado de Paz y Amistad celebrado el 18 de mayo de 1895 con Bolivia, confirma la soberanía de Chile sobre los territorios al sur del Loa y hasta el paralelo 23.



El tercer Tratado, celebrado con Bolivia el 18 de mayo, se refería a materias de carácter comercial.



Estos tres Convenios, no solamente fueron negociados por el entonces Ministro de Relaciones Exteriores Barros Borgoño, sino que fueron ratificados por el Parlamento chileno el 31 de diciembre de 1895.



El 25 de febrero de 1897, Bolivia aprobó los Tratados de mayo de 1895, con una reserva que era inaceptable para Chile, pues se establecía que si nuestro país entregaba Vítor u otra caleta similar para construir el puerto, correspondía al Poder Legislativo boliviano pronunciarse si el puerto y la zona que ofrecería Chile en sustitución de Tacna y Arica reunía o no las condiciones.



Esa limitación fue objetada inmediatamente por el recién asumido Presidente Federico Errázuriz Zañartu. Por lo tanto, el Congreso chileno no aprobó los protocolos complementarios, que eran parte esencial de esos instrumentos. A partir de ahí, cambia la posición chilena y, posteriormente, se estuvo dispuesto a entregar un corredor con soberanía. Luego, se celebró el Tratado de 1904, en que se excluye cualquiera de estas tesis.



En definitiva -es lo que quiero resaltar en esta oportunidad-, el 7 de junio trasciende meramente a un feriado, porque esto tiene que ver con la chilenidad, con la soberanía. Y en estos momentos, cuando los límites de la parte norte de nuestro país, sean de carácter marítimo o terrestre, son cuestionados por los países limítrofes, es fundamental revindicar esa fecha como el día en que Chile tomó posesión de esos territorios, aun cuando adquirió plena soberanía de ellos con el Tratado de 1929.



Por eso, el 7 de junio es para revindicar no solo esa gesta histórica, sino el compromiso de Chile de potenciar y desarrollar el territorio donde la soberanía no solo se realiza con acciones de carácter militar, sino con desarrollo y poblamiento.



Señor Presidente, concurriré a la aprobación de este importante proyecto de ley, que tuvo su origen en una moción.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Rossi.



¿Su Señoría hará una disertación como la del Senador señor Orpis?

El señor ROSSI.- Voy a realizar un esfuerzo de síntesis, señor Presidente, lo que le cuesta mucho al Senador señor Espina.



Me voy a saltar los elementos históricos a que hizo mención el Senador señor Orpis.



Efectivamente, uno podría decir que el 7 de junio es una fecha importante, más allá de lo que voy a señalar respecto de los elementos identificatorios de la cultura ariqueña, del Norte Grande. 



Desde el punto de vista militar, el 7 de junio se inicia el camino hacia el ejercicio de la soberanía plena por parte del Estado de Chile al anexar territorios que hoy día nos enorgullecemos de que sean parte de nuestro país. Y, de hecho, esto es particularmente importante si consideramos tanto la permanente demanda marítima boliviana -que indudablemente genera incertidumbre en nuestra Región y muchas veces ha afecta las inversiones-, como también el litigio que tiene a Chile y al Gobierno peruano enfrentados en la Corte de La Haya, dada la demanda terrestre-marítima de este último.



Pero más allá de esto, que tiene aspectos militares, aspectos de ejercicio de soberanía, aspectos de diplomacia -aquí se mencionaron varios tratados con Bolivia e igualmente los Tratados de Ancón y de 1929-, yo quiero reivindicar la importancia del día 7 de junio en lo que dice relación con las tradiciones más preciadas del pueblo ariqueño.



Porque la verdad es que parte de la identidad de Arica, de lo que refleja lo que son los ariqueños, es la pampa y el salitre; es la cultura aimara, que puebla principalmente la provincia de Parinacota, pero también, por cierto, Arica; es la Junta de Adelanto y la historia de desarrollo de la Región propiciada por un grupo de hombres con visión de futuro que tomaron la decisión de sacarla adelante y superar su estancamiento; es la cultura chinchorro, que hoy día sentimos el orgullo de estar exportando al mundo -hay una petición del Gobierno japonés para mostrar a su pueblo una momia de esa cultura, lo cual es tremendamente importante; aquí alguien me dice que hay que oponerse; al contrario, yo creo que Arica crece en la medida que se muestra al exterior en todas sus dimensiones, particularmente en el arte, en la cultura-; es la historia de su puerto, de la agricultura en el Valle de Azapa, de los afrodescendientes, en fin.



No soy partidario de establecer cada vez más feriados, como lamentablemente lo hemos hecho en los últimos tiempos. Muchos de estos no tienen una clara justificación. Los feriados que -entre comillas- se chutean para un viernes o un lunes, a fin de “hacer sándwich”, evidentemente no representan una fecha que se quiera conmemorar, que se quiera resaltar, que se quiera celebrar, que tenga importancia para el alma nacional o regional. Pero pienso que sí hay efemérides que para las Regiones son relevantes, por su historia, por su cultura, por sus valores, por sus tradiciones.



Desde ese punto de vista, se justifica plenamente establecer el 7 de junio como feriado regional. Así como el 16 de julio hoy es feriado nacional -partió con una moción del ex Diputado Pérez Opazo para declarar ese día como feriado regional, justificándolo en que tenía que ver con la identidad del Tamarugal, de la Región de Tarapacá-, para Arica es fundamental que el 7 de junio sea feriado a fin de que la gente pueda celebrar esa fecha como lo hace todos los años: primero, en la cima del Morro de Arica, y posteriormente, en todos los rincones de la ciudad.



Así que les agradecemos a los colegas que nos acompañan el que este proyecto se haya podido colocar en la tabla de Fácil Despacho y podamos aprobarlo esta tarde.



Sé que ello traerá mucha alegría al pueblo de Arica, por cuanto de alguna manera -como dije- significará el reconocimiento a una fecha de gran valor, desde el punto histórico y cultural, para cada uno de sus habitantes.



Muchas gracias.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Muñoz Aburto.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, voy a aprobar esta iniciativa porque, indudablemente, el conmemorar el 7 de junio es muy importante para Arica y Parinacota, ya que implica dar un merecido reconocimiento a todos aquellos héroes que, gracias a la gesta de ese día, permitieron que esa Región fuera próspera y alcanzara el desarrollo que vive actualmente.



Sin embargo, quiero aprovechar este momento para llamar la atención de la Comisión de Educación del Senado.



Así como hoy apruebo con alegría este feriado regional, espero que a futuro también se pueda declarar así el 21 de septiembre, que recuerda la toma de posesión del Estrecho de Magallanes. Se trata de un hecho relevante para la Duodécima Región, puesto que ese día la goleta Ancud, tripulada por chilotes, tomó posesión del Estrecho y, de ese modo, permitió que gran parte de esa zona se incorporara al territorio nacional e impidió que los franceses tomaran posesión de ella.



Fue un acontecimiento trascendental no solamente para Magallanes, sino también para Chile. Lamentablemente, no se nombra en ningún texto de historia, a pesar de las promesas de todos los ministros de Educación de los diversos Gobiernos que hemos tenido en nuestro país.



Creemos que celebrar el 21 de septiembre es importante y, por eso, reitero mi llamado a la Comisión de Educación para que le dé debido trámite a la iniciativa pertinente. Se trata de un hecho simbólico que debe ser de conocimiento de todos los estudiantes y de todas las chilenas y chilenos.



Gracias, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- Como Senador por la Región de Los Lagos, suscribo enteramente la petición del Honorable señor Muñoz Aburto.



Si les parece, el oficio al señor Ministro de Educación en lo relativo al rol cumplido por la goleta Ancud en la posesión del Estrecho de Magallanes será enviado en nombre del señor Senador y en el de la Sala.



Acordado.



Está inscrito a continuación el Honorable señor Bianchi, quien no se encuentra en el Hemiciclo en este momento.



Por tanto, tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, voy a votar a favor de la iniciativa.



Esta significa una gran señal de descentralización. Las Regiones deben tener identidad propia. Forma parte de su quehacer el destacar sus fechas importantes, a fin de vivirlas, regocijarse con ellas y, particularmente, celebrarlas.



Este proyecto tuvo su origen en una moción del Diputado Orlando Vargas y fue aprobado por la unanimidad de los integrantes de la Cámara Baja, lo cual es tremendamente positivo. Y en el Senado ha recibido la misma acogida.



Siento que esto forma parte de la deuda que se tiene con las zonas extremas, en especial con Arica, la cual comienza a saldarse con la voluntad positiva que se manifiesta ahora.



Pero eso no es todo. Hay situaciones que se deben retomar, principalmente la preocupación por la inversión pública en las zonas extremas.



En tal sentido, señor Presidente, el aprobar por unanimidad que Arica y Parinacota celebren el 7 de junio significa todo lo que aquí se ha dicho: una revisión histórica; una actualización de la demanda de las Regiones, pero, más que nada, implica una señal muy positiva del Senado de la República en orden a ratificar que a ellas les asiste el derecho a tener identidad propia.



Voto a favor.



¡Nueva Constitución ahora!



¡Patagonia sin represas!



¡No más AFP!

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, esta iniciativa, en segundo trámite constitucional, que declara feriado el día 7 de junio para la Región de Arica y Parinacota, efectivamente la analizamos en la Comisión de Gobierno.



Y quiero sumarme a lo ya manifestado por los señores Senadores que me antecedieron en el uso de la palabra y, fundamentalmente, a lo expresado por mi colega el Senador Muñoz Aburto, quien ha solicitado que también sea declarado feriado el día 21 de septiembre, fecha en que arribó la goleta Ancud a la Región de Magallanes. 



Pero esta petición no ha tenido el fin que hubiésemos deseado.



Siento que el tema de los feriados en nuestro país tendremos que analizarlo más temprano que tarde. Recuerdo haber conversado en su momento con el Ministro Secretario General de la Presidencia del anterior Gobierno y con el actual titular de esa Cartera, el señor Larroulet. Pienso que se hace absolutamente indispensable revisar esta materia, sobre todo en lo relativo a los feriados en Regiones.



Si bien es posible que no sea necesaria una declaración como feriado nacional, sí corresponde que se conmemore, por ejemplo, lo que nosotros logramos con mucho éxito hace dos años, cuando se declaró feriado el día en que una localidad tan importante como Puerto Natales, de la provincia de Última Esperanza, cumplía un siglo de vida. Y este Senado, cada uno de ustedes, me acompañó en esa oportunidad con su voto para que esa ciudad, que conmemoraba su centésimo aniversario, pudiera tener un día feriado.



Me correspondió estar en ese lugar y ver cómo toda la comunidad se volcaba a las calles, sin excepción alguna (los servicios públicos, el área privada), y cómo se vibraba y se vivía aquello con esa forma tan propia de las Regiones.



En tal sentido, no solo me sumo con mi voto favorable al proyecto que ahora nos ocupa, sino que pido revisar las distintas mociones existentes sobre la materia, para que, por la trascendencia de las fechas que en ellas se señala, cada una de las Regiones tenga su respectivo feriado. Al menos nosotros, como Región de Magallanes, insistiremos en solicitar que se apruebe el proyecto que declara el 21 de septiembre, si no como feriado nacional, al menos como feriado regional.



Esa es una materia que deberemos discutir.



Por eso, me pliego a la solicitud del Senador Muñoz Aburto en cuanto a que la Comisión especializada, en este caso la de Educación, le dé algún grado de prioridad a dicha iniciativa, para resaltar una fecha tan especial e importante para Chile entero como lo es el 21 de septiembre.



Mientras, hoy votaremos favorablemente el proyecto que declara feriado el 7 de junio para la Región de Arica y Parinacota.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESPINA.- El mío no quedó registrado.

El señor ESCALONA (Presidente).- Se agregará el voto del Senador señor Espina, que no quedó registrado.



Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (29 votos afirmativos) y, por no haberse presentado indicaciones, queda aprobado también en particular.



Votaron las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Bianchi, Chahuán, Escalona, Espina, García, García-Huidobro, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Sabag, Tuma, Uriarte y Zaldívar (don Andrés).

)------------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Rincón para un punto de reglamento.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, la bancada democratacristiana solicita cambiar el acuerdo que adoptaron ayer los Comités en orden a extender el Orden del Día de hoy hasta las 21 y levantar la sesión antes. Ello, por cuanto a las 19 se realizará una presentación de gala de la Banda Sinfónica de la Fuerza Aérea de Chile con motivo de la celebración de su Octogésimo Tercer Aniversario, que se llevará a efecto en el Salón de Honor del Congreso Nacional y a la cual estamos todos invitados.

El señor ESCALONA (Presidente).- No habría inconveniente, señora Senadora. Pero tendríamos que reemplazar ese acuerdo por una sesión especial para el próximo martes, de 12 a 14, con el objeto de recuperar el tiempo que perderemos al finalizar anticipadamente el Orden del Día de hoy.



¿Les parece a Sus Señorías?

El señor PROKURICA.- Pido la palabra.

El señor ESCALONA (Presidente).- La tiene, señor Senador.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, la solicitud que formulamos en el sentido de extender el Orden del Día de esta sesión hasta las 9 de la noche tenía por finalidad continuar tramitando el proyecto de ley que permite la introducción de la televisión digital terrestre.



Entiendo lo que se señala respecto a la celebración del nuevo aniversario de la Fuerza Aérea. Pero me gustaría que se mantuviera el acuerdo adoptado por los Comités en cuanto a que el martes y el miércoles de la próxima semana sesionáramos hasta las 21 para tratar de despachar dicha iniciativa. Si no, estaremos discutiendo el mismo proyecto todas las sesiones.

El señor ESCALONA (Presidente).- O sea, no citaríamos a sesión especial el martes 19, de 12 a 14, sino que alargaríamos hasta las 9 de la noche las sesiones ordinarias de la próxima semana.

El señor PROKURICA.- Así es.

El señor ESCALONA (Presidente).- Es más cansador. Pero está bien. ¡Si el ánimo está tan pletórico de vitalidad...!



Tiene la palabra el Honorable señor Hernán Larraín, 

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, ¿van a asistir al referido concierto los señores Senadores que quieren levantar antes la presente sesión?



Porque, en lo personal, si no se continúa hasta las 21, no iré...

El señor ESCALONA (Presidente).- Yo al menos sí concurriré.

El señor LARRAÍN.- Yo preferiría trabajar tal cual estaba programado.

El señor ESCALONA (Presidente).- Hay varios señores Senadores que tienen interés por participar en dicha actividad.



Tiene la palabra la Senadora señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, la petición la hice en nombre de mi bancada. Quiero ser tremendamente responsable con ello.



Ayer no estábamos todos presentes en la Sala para debatir el proyecto sobre televisión digital. Y ahora ocurrirá algo similar.



Simplemente, estoy previendo lo que pasará hoy con una actividad, además del Congreso, a la que al menos debieran concurrir el Presidente y el Vicepresidente de esta Alta Corporación.



Varios de los Senadores presentes asistiremos a ella, por respeto a la rama de las Fuerzas Armadas a la que homenajearemos.



La verdad es que fue penoso ver ayer cuántos parlamentarios estábamos en la Sala para discutir la referida iniciativa, que por cierto es bastante relevante.



Como hoy día hay una actividad que el Senado organiza, pedimos que se acorte la hora de término de esta sesión. Y, tal como lo señaló el colega Prokurica, podemos tomar las providencias del caso y extender las jornadas de la próxima semana para terminar la tramitación del proyecto sobre televisión digital terrestre.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Andrés Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, efectivamente, considero importante despachar con cierta premura la iniciativa que permite la introducción de la televisión digital terrestre, pues su tramitación ya lleva demasiado tiempo.



Por eso, yo mantendría la sesión especial de 12 a 14, sin perjuicio de prolongar las sesiones ordinarias de la próxima semana y así poder sacar adelante un proyecto de esta naturaleza, lo cual muchas veces...

El señor BIANCHI.- Habrá cambio de Mesa.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- También tendremos dificultades por el cambio de presidencia en las Comisiones. En fin.



Por consiguiente, sugiero mantener la sesión especial y prolongar las sesiones ordinarias del martes y el miércoles de la próxima semana hasta las 9 de la noche.

El señor ESCALONA (Presidente).- ¿Les parece a Sus Señorías?



--Así se acuerda.

)----------------------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Allende, para un asunto de reglamento.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, quiero pedir que se fije un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto sobre creación del Fondo de Desarrollo del Norte y de Comunas Mineras de Chile (FONDENOR). Ello, con el fin de que el Ejecutivo pueda enviar las suyas.



La verdad es que solicité antes que se ampliara dicho lapso, pero este venció y el Gobierno no envió sus indicaciones respecto a ese proyecto.



Por tal motivo, pido ampliar el plazo nuevamente, que puede ser hasta la próxima semana.

El señor ESCALONA (Presidente).- ¿Le parece a Su Señoría que lo fijemos hasta el próximo lunes, a las 12?

El señor PROKURICA.- Es muy poco, señor Presidente. Que sean dos semanas.

El señor ESCALONA (Presidente).- La semana subsiguiente es regional. De modo que el plazo tendría que establecerse hasta el lunes 1° de abril, a las 12.

La señora ALLENDE.- No, señor Presidente. La próxima semana habrá sesiones. Así que prefiero que el plazo sea hasta el martes que viene.

El señor ESCALONA (Presidente).- Entonces, se fijará plazo para presentar indicaciones a la referida iniciativa hasta el martes 19, a las 24, en la Secretaría de la Comisión de Minería y Energía.



¿Habría acuerdo?

La señora ALLENDE.- Sí, señor Presidente.



--Así se acuerda.

VI. ORDEN DEL DÍA

MODIFICACIÓN DE LEY SOBRE DONACIONES CON FINES CULTURALES

El señor ESCALONA (Presidente).- Conforme al acuerdo adoptado por la Sala, corresponde tratar en primer lugar el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley sobre Donaciones con Fines Culturales, contenida en el artículo 8° de la ley N° 18.985, con segundo informe de la Comisión de Hacienda y urgencia calificada de “suma”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (7761-24) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 19ª, en 22 de mayo de 2012.


Informes de Comisión:


Hacienda: sesión 34ª, en 11 de julio de 2012.


Hacienda (segundo): sesión 100ª, en 5 de marzo de 2013.


Discusión:



Sesión 36ª, en 18 de julio de 2012 (se aprueba en general).

El señor ESCALONA (Presidente).- En discusión particular el proyecto.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La iniciativa fue aprobada en general por el Senado en su sesión del 18 de julio de 2012.



La Comisión deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que los artículos 4°, 5°, 7°, 13, 15, 16, 17 y 18 permanentes y los artículos 1° y 2° transitorios, contenidos en el artículo único del proyecto, no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones, por lo que deberían darse por aprobados, salvo que alguna señora Senadora o algún señor Senador solicite, con el respaldo de la unanimidad de los presentes, su discusión o votación.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, hay una norma respecto de la cual existe un posible problema de constitucionalidad, que se encuentra en el artículo 1° del Título I, “Definiciones”.



Fue aprobada por mayoría de votos, así que tiene que votarse de todas maneras.

El señor ESCALONA (Presidente).- Entonces, se darán por aprobados los artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones.



--Quedan aprobados reglamentariamente.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La Comisión de Hacienda realizó diversas modificaciones al texto despachado en general, las cuales fueron aprobadas por unanimidad, con excepción de una de ellas, que será puesta en discusión y votación oportunamente.



Las enmiendas unánimes deben ser votadas sin debate, salvo que alguna señora Senadora o algún señor Senador manifieste su intención de impugnar la proposición o existan indicaciones renovadas.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, la modificación del párrafo primero del número 1) del artículo 1° efectivamente fue aprobada por unanimidad (4 votos afirmativos). Mediante ella se suprime en dicho párrafo la frase “y particulares reconocidos por el Estado”.



Yo pido votación separada de esta norma.

El señor ESCALONA (Presidente).- Se toma nota de la solicitud de votación separada planteada por Su Señoría. Y, si no hubiera objeción, se aprobarían las demás enmiendas unánimes.



--Se aprueban las modificaciones acordadas por unanimidad en la Comisión de Hacienda, excepto la recaída en el párrafo primero del N° 1) del artículo 1°.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Correspondería resolver primero, entonces, la norma para la cual el Senador señor Novoa ha pedido votación separada -página 1 del comparado- en el artículo 1º, número 1), párrafo primero, respecto de la modificación introducida que suprimió la frase “y particulares reconocidos por el Estado”, norma que figura en la legislación vigente y en el texto aprobado en general por la Comisión de Hacienda (primera y segunda columnas, respectivamente, del boletín comparado). 



Por lo tanto, en dicha disposición se entenderían por beneficiarios “a las universidades e institutos profesionales estatales, a las bibliotecas abiertas al público en general o a las entidades que las administran,”, etcétera. 

El señor ESCALONA (Presidente).- En discusión la supresión de la aludida frase. 



Tiene la palabra el señor Ministro, quien la había pedido con antelación. 

El señor CRUZ-COKE (Ministro Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes).- Gracias, señor Presidente. 



Efectivamente, el Ejecutivo respalda lo que ha señalado el Senador Novoa, por cuanto se estima inconstitucional que algunas universidades reciban determinado beneficio y otras no. Además, por ser ello parte de la legislación original -que tiene más de 20 años-, estimamos que debe reincorporarse a las entidades de educación superior que fueron excluidas en la Comisión de Hacienda. 

)----------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Si la Sala lo permite, quiero modificar la hora fijada recién para la presentación de indicaciones relativas al proyecto sobre el FONDENOR. Propongo que el plazo para tal efecto rija hasta el próximo martes, a las 12, de manera que la Secretaría de la Comisión las pueda procesar debidamente. 



¿Habría acuerdo? 



Acordado. 

)-----------(

El señor ESCALONA (Presidente).- A continuación, se encuentra inscrito el Honorable señor García para hacer uso de la palabra. 

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, el artículo 1º del proyecto que modifica la Ley sobre Donaciones con Fines Culturales, llamada también, con toda justicia, “Ley Valdés”, entrega las definiciones para los objetivos que persigue la normativa, siendo la primera la relativa a los beneficiarios, es decir, quiénes pueden recibir donaciones con fines culturales. 



El texto aprobado en general por la Comisión de Hacienda señala que son beneficiarios “las universidades e institutos profesionales estatales y particulares reconocidos por el Estado”. Mediante una indicación se eliminó la frase “y particulares reconocidos por el Estado”. Por lo tanto, se restringió la posibilidad de recibir donaciones con fines culturales solo a las universidades e institutos profesionales estatales, quedando fuera, por ejemplo, las Universidades Católica, de Concepción, Técnica Federico Santa María, Austral de Chile y varias otras que, en estricto rigor, no son estatales, aun cuando parte importante de su financiamiento lo obtienen a través de fondos públicos. 



En dicho órgano técnico estuve a favor de esa indicación, básicamente porque el argumento dado fue que las universidades tenían su propia ley de donaciones. Sin embargo, me parece que dejar a importantes instituciones de educación superior sin la posibilidad de recibir donaciones con fines culturales constituye una discriminación claramente arbitraria, puesto que lo que finalmente importa es que tales recursos se destinen a los proyectos culturales de mayor significación para la población, a cargo de entidades que, además, hayan demostrado a través del tiempo tener una agenda de actividades culturales intensa y meritoria, abriendo sus puertas y brindando posibilidades a todas las expresiones artísticas y a todos los artistas de nuestro país. 



Por eso, estimo que debiéramos rechazar lo propuesto en la referida indicación, aprobada por la Comisión de Hacienda, y dejar abierta la factibilidad de entregar donaciones culturales particularmente a ese tipo de universidades, de tal manera que la actividad cultural sea más amplia y diversa, porque es lo que finalmente enriquece el alma de nuestro país.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Sabag. 

El señor SABAG.- Señor Presidente, no cabe duda de que la legislación original, cuyo inspirador fue nuestro colega el Senador Gabriel Valdés, debe ser perfeccionada, y el Ejecutivo ha pretendido hacerlo en este proyecto a través de la incorporación de nuevos beneficiarios, como los proyectos destinados a restauración y conservación de nuestro patrimonio, lo que considero especialmente acertado; y las empresas de menor tamaño cuyo giro sea artístico o cultural. 



Adicionalmente, se precisan normas respecto de las retribuciones culturales que deben realizar los beneficiarios de las donaciones en favor de la comunidad, así como mayores puntualizaciones en cuanto a la supervisión del uso de los recursos. 



Por eso, yo también había pedido la palabra en el momento en que intervino el Honorable señor Novoa, porque coincido plenamente con él en cuanto a la indicación que eliminó a las universidades e institutos profesionales particulares del beneficio. Con ello, resulta evidente que se afecta a instituciones tan importantes como las Universidades de Concepción y Católica, y a muchos otros institutos, que prestan grandes servicios culturales. 



La Universidad de Concepción no es mucho lo que recibe por tal concepto, pero parte de esos aportes los destina especialmente a su orquesta sinfónica, que ofrece conciertos en todas las comunas rurales gracias a ellos. 



Por consiguiente, me parece que lo sugerido aparte de ser discriminatorio es absolutamente injusto y va a tener impacto en instituciones de educación superior que están prestando grandes servicios en sus respectivas zonas.



De ahí que coincido por completo en que el proyecto original enviado por el Ejecutivo es el que debemos aprobar. Por ello, en la votación separada que se ha pedido para la norma en cuestión, intentaremos restituir, por lo menos con mi voto, lo que venía en dicha iniciativa. 



Dentro de los cambios adoptados también por la Comisión se encuentra el reemplazo de los parlamentarios en ejercicio como representantes del Congreso ante el Comité Calificador de Donaciones Privadas por ex Senadores y ex Diputados, según corresponda. 



Sin embargo, se entrega a un reglamento la regulación de las distintas formas de retribución, lo que puede ser comprensible por cuanto se trataría de asuntos menores. Pero ello refleja una tendencia del último tiempo a reservar parte de la función legisladora al Ejecutivo, en desmedro, por supuesto, de nuestro Parlamento. Cuando se trata de materias técnicas menores, es una decisión incuestionable, sin embargo no puede constituirse en una práctica habitual. 



Por eso, señor Presidente, votaré favorablemente en particular este proyecto, y trataremos de restituir lo que se suprimió con la referida indicación, que impide la participación a prestigiosas universidades de nuestro país en temas culturales, como la Universidad de Concepción. 

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Novoa. 

El señor NOVOA.- Señor Presidente, los Senadores que me antecedieron en el uso de la palabra han expresado con claridad la razón por la cual solicité votación separada de la norma propuesta. 



A mi juicio, lo aprobado por la Comisión corresponde efectivamente a una discriminación arbitraria, por lo tanto, deberíamos rechazarlo. 

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier. 

El señor LETELIER.- Señor Presidente, como hay varios colegas en la Sala que son abogados, quizás podrían ayudar a que se usen los conceptos en forma adecuada. 



La ley permite discriminaciones. Cuando uno dice que hay una discriminación arbitraria tiene que ver con una calificación específica. Yo haría un llamado a eliminar ese concepto, porque el que se discrimine y se señale que solo las universidades estatales y no otras percibirán el beneficio, no es arbitrario. 



Puede que ello no se comparta. Pero, primero, debemos ser muy rigurosos en el uso del lenguaje. Aquí no hay una discriminación arbitraria a las universidades privadas, sino un juicio político, una decisión al respecto. Algunos de los colegas que usaron de la palabra quizás han encauzado mal este debate. 



Los problemas que existen son tres.



En primer lugar, la historia de las donaciones culturales del último tiempo nos muestra que el listado de los receptores -y aquí se halla presente el señor Ministro del ramo, quien puede desmentirnos en caso de que estemos equivocados- se encuentra altamente concentrado en unos pocos actores, que tienden a representar ciertos intereses y segmentos societales bastante acotados. Ellos concentran no solo el número de donaciones, sino, por sobre todo, la cantidad de recursos asignados. Un dato que nos tiene que hacer reflexionar acerca de cuál es el sentido más profundo de la ley en proyecto. 



Lo segundo que quiero indicar es que la iniciativa en análisis no corresponde a la única legislación referida a donaciones. Hay, a lo menos, tres instrumentos sobre el particular: la Ley sobre Donaciones a Universidades e Institutos Profesionales, la Ley sobre Aportes a Ciencia y Tecnología y la Ley sobre Donaciones con Fines Culturales. 



Por lo tanto, no tratemos de distorsionar el debate, porque en nuestro país existe un conjunto de normativas y una flexibilidad tremenda al respecto, que facilita que particulares puedan donar recursos a una universidad privada.



Aquí, bajo el argumento de los buenos, se ha hecho alusión a  las Universidades de Concepción; Federico Santa María, que más que donaciones culturales necesita aportes para hacer más ciencia, dado que es un plantel de excepción extraordinario en dicho ámbito, y otras, como la Pontificia Universidad Católica, pero no es el tema de discusión. 



Y el tercer problema radica en que al poner el concepto “y particulares reconocidos por el Estado” podríamos estar abriendo la puerta a establecimientos de educación superior como la Universidad del Mar, pues, como dijo y demostró el programa Esto no tiene nombre, a veces ha habido dueños de universidades que han originado escándalos dramáticos. Y no seré partícipe en la aprobación de un texto con un lenguaje de tal índole, más aún cuando no se aviene con el propósito principal del proyecto de ley en debate. El objetivo central de la iniciativa que nos han presentado acá dice relación con ampliar los aportes de las donaciones a los bienes tangibles e intangibles de desarrollo y valor patrimonial.



Aquí se nos está tratando de invitar a que abramos una ventana innecesaria en este momento, con un lenguaje del todo inadecuado, para que cualquier entidad particular de educación superior reconocida por el Estado pueda ser objeto de donaciones culturales. 



A mi juicio, lo prudente -y llamaría a mis colegas a la prudencia en esta materia: lo quiero decir con mucha responsabilidad- sería que primero terminemos la discusión que estamos realizando en el Congreso Nacional acerca del sistema de acreditación de las universidades; de cómo vamos a regular de mejor forma situaciones indeseadas de lucro en la educación superior, en circunstancias de que ello no debiera existir. Y una vez que despejemos esas cuestiones, podremos ir acotando una forma de, por cierto, incorporar a otras entidades, como las que se mencionan acá, pero que no pueden agruparse bajo la categoría de “todas las instituciones particulares reconocidas por el Estado”, porque eso podría generar en la educación superior un fenómeno muy negativo.



Y pediría que en esta materia tratáramos de evitar una discusión ideológica y que más bien hiciéramos un debate práctico. Porque no tengo ningún problema...

El señor ESCALONA (Presidente).- Ha terminado su tiempo, señor Senador.



Se le concederá un minuto adicional.

El señor LETELIER.- Muchas gracias.



Decía que no tengo inconveniente alguno en que Universidades como la de Concepción, Pontificia Universidad Católica, Federico Santa María, si correspondiera, reciban donaciones culturales. Pero aquí se incorporan cerca de tres docenas más de instituciones universitarias y para qué hablar de cuántos institutos. 



En verdad, estimo que aquí deberíamos hacer una reflexión más detenida.



Señor Presidente, considero que hay que mantener lo que se votó en la Comisión de Hacienda. Asimismo, hemos de hacernos cargo de los datos -no sé si el señor Ministro los habrá repartido durante el debate en la Comisión, pero el Senador Frei, quien por desgracia no nos acompaña hoy, dio ejemplos tremendos de cuán distorsionada se halla la situación- que validan el que la frase en comento la mantengamos fuera del texto que vayamos a aprobar.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, quiero llamar la atención sobre el particular, porque en definitiva lo que se pretende hacer es establecer un margen, un límite, una barrera de entrada. 



Sin embargo, el propio artículo 1° del proyecto de ley -en la última columna del comparado- menciona “a las corporaciones y fundaciones o entidades sin fines de lucro”. Yo estoy de acuerdo con que las universidades privadas no debieran estar incluidas, pero a renglón seguido me dicen que sí han de estar “las corporaciones y fundaciones o entidades sin fines de lucro”. Y las universidades, al menos en los hechos, sí persiguen el lucro. Pero en la ley se las define como entidades sin fines de lucro, lo que constituye una mentira del porte de un transatlántico.



Entonces, quiero preguntarle al señor Ministro y a los miembros de la Comisión de Hacienda, órgano que analizó la iniciativa, si en la definición “a las corporaciones y fundaciones o entidades sin fines de lucro” se va a considerar a las universidades, algunas de las cuales son -entre comillas- fundaciones sin fines de lucro.



¿Por qué voy a votar en contra de que tales universidades puedan tener acceso a donaciones con fines culturales? 



En 2009, las donaciones a la Universidad de Los Andes alcanzaron los 3 mil 732 millones de pesos, mientras que en 2010 sumaron 4 mil 551 millones. La siguió de cerca la Pontificia Universidad Católica con 3 mil 433 millones de pesos en 2009 y con 4 mil 374 millones en 2010. En el tercer y cuarto lugares se ubicaron la Universidad de Chile: 2 mil 529 millones de pesos el año 2009 y 2 mil 511 millones el 2010, y la Universidad del Desarrollo: 1.205 millones de pesos en 2009 y 1.214 millones en 2010.



De acuerdo con esta información, dentro de las cuatro universidades que reciben más aportes de privados solo hay una estatal: la Universidad de Chile, y cuatro de ellas representan proyectos conservadores en lo valórico y liberales en lo económico, ambos paradigmas de la Derecha gremialista.



Aquí, señor Presidente, no se trata de que uno dona de manera amplia, por el bien común nacional.



El año 2009 las donaciones sumaron un monto global de 14 mil 749 millones de pesos. Pero de esta cifra, más de 8 mil 370 millones se dividieron entre las Universidades de Los Andes, Católica y del Desarrollo. El año pasado, el total de las donaciones escaló a 16 mil 353 millones de pesos, de los cuales 10 mil 139 millones se repartieron en el mismo trío de planteles. O sea, aquí no estamos hablando de donaciones entregadas para el beneficio de la nación, sino de donaciones de particulares a universidades con las que tienen diversas relaciones económicas.



Lo único que quiero aclarar es que no vaya a quedar incorporado dentro de la definición que se halla en el número 1) del artículo 1°: “corporaciones y fundaciones o entidades sin fines de lucro”, porque estarían pasándonos gato por liebre. Es decir, claramente en el precepto están excluidas las universidades privadas.



En la última Ley de Presupuestos sostuvimos un gran debate por los 6 mil millones de pesos que se agregaban a las universidades privadas.



A mi entender, señor Presidente, este asunto lo vamos a debatir cuando tengamos claridad, como lo ha dicho el Senador Letelier, sobre cómo se van a acreditar las instituciones de educación superior, cómo vamos a financiar las universidades públicas, cómo se considerarán los aportes basales permanentes. Porque el papá Estado debiera ser demandado por pensión de alimentos respecto de la Universidad de Chile y de las demás universidades estatales, a las que tiene completamente abandonadas.



Entonces, señor Presidente, esta puertita de entrada, que significa un monto elevado de recursos, además es competencia desleal, absolutamente. 



Existen mecanismos para hacer más equitativas las donaciones, salvaguardando efectivamente el mérito, el valor social, la pluralidad, porque, en definitiva, es plata de todos los chilenos. 



Estoy de acuerdo con que la Universidad de Los Andes, si quiere, pueda hacer proselitismo sobre la base de un concepto de fe, pero que lo realice con su dinero. Porque si les van a dar recursos a la Universidad de Los Andes y a la del Desarrollo, también quiero que se los otorguen a la de Chile, a la Arturo Prat, a la de Valparaíso, a los planteles estatales en general, en igual condición y cantidad. Si no, tenemos un privilegio que, a estas alturas, después del comportamiento que han manifestado las universidades privadas, lejos de tenerlo, debieran ser objeto de fuertes sanciones. Porque el espectáculo que han dado o la trayectoria que han marcado no son de las mejores. Hay excepciones, por cierto. Y estimo un error meterlas a todas en un mismo saco o someterlas a igual evaluación.



No obstante, señor Presidente, también una incorporación como la que se pretende pasa por un debate más profundo.



Yo al menos no estoy disponible para aprobar un artículo que incluya a las universidades privadas si no contempla las condiciones que he señalado.



Por lo tanto, dado que el texto que estamos votando las excluye, me pronuncio a favor del artículo 1°.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, se ha iniciado un debate importante en la Sala respecto de quiénes pueden ser beneficiarios en el marco de la Ley sobre Donaciones con Fines Culturales.



Yo quiero plantear la posibilidad de que se perfeccione el número 1) del artículo 1º.



Entiendo que el Senador Lagos planteó el punto en la Comisión para eliminar a las universidades privadas de la posibilidad de recibir donaciones culturales. Y, tal como se redactó la indicación de Su Señoría, también quedan marginadas de recibir aquellas donaciones las nueve universidades tradicionales no estatales del Consejo de Rectores.



Ese es en realidad el tema acerca del cual estamos conversando; o sea, de las nueve universidades tradicionales no estatales que forman parte del CRUCH: Pontificia Universidad Católica de Chile, Universidad de Concepción, Pontificia Universidad Católica de Valparaíso, Universidad Técnica Federico Santa María, Universidad Austral de Chile, Universidad Católica del Norte, Universidad Católica de la Santísima Concepción, Universidad Católica del Maule y Universidad Católica de Temuco.



El argumento entregado es el de que las universidades ya tienen una normativa legal que les permite recibir donaciones: la ley Nº 18.681. Sin embargo, esta legislación no incluye donaciones para fines culturales. Y ahí reside el problema.



Por último, hay que decir que quedan como beneficiarias las universidades estatales, a las cuales también se les debiera aplicar el argumento anterior.



Entonces, no parece justo ni equitativo excluir de ese tipo de donaciones a las nueve universidades tradicionales antes nombradas.



Todos sabemos que dichos establecimientos tienen una reconocida vocación pública.



Por ejemplo, la Universidad Santa María, que es una fundación, lleva no sé cuántos años instalada en Valparaíso entregando educación con becas. Se orienta fundamentalmente a la enseñanza técnico-profesional, y nunca ha discriminado por razones económicas; al contrario. 



La Universidad de Concepción juega un papel bastante similar.



La Universidad Católica del Norte, sede Coquimbo, lleva adelante una actividad muy significativa en el desarrollo de la Cuarta Región, en áreas de las cuales pocas universidades se preocupan: las vinculadas al estudio y preservación de nuestros recursos marinos, a través de la Facultad de Ciencias del Mar.



Señor Presidente, lo que quiero destacar es que esas casas de estudios superiores tienen una vocación pública reconocida y entregan una contribución a toda la sociedad chilena en investigación, en posgrados, en extensión cultural, con una presencia muy relevante en la mayoría de las Regiones de nuestro país.



Me parece que eso no se puede asimilar a la realidad de las universidades privadas creadas con posterioridad a 1980.



En consecuencia, le pido derechamente a la Sala que vuelva el texto a la Comisión de Hacienda para establecer al menos que las universidades no estatales del Consejo de Rectores puedan acceder a las donaciones culturales.



A mí no me interesa que cuenten con esa posibilidad instituciones como la Universidad del Mar, la SEK u otras que, según sabemos, no cumplen ninguna función de orden público ni tienen tradición ni vocación, sino que lisa y llanamente buscan lucrar. Y eso es parte -entiendo- del objetivo que perseguía la indicación del Senador Lagos, quien, al eliminar la posibilidad de que se beneficiaran las particulares, dejó fuera a las nueve universidades tradicionales no estatales del CRUCH.



Reitero mi solicitud para que se recabe el pronunciamiento de la Sala a fin de que el texto regrese a la Comisión para dejar establecido que pueden ser beneficiarias todas las universidades no estatales del Consejo de Rectores.



De no accederse a ello, votaré en contra del artículo 1º, al objeto de retomar el artículo aprobado en general por la Comisión de Hacienda, con la corrección necesaria para establecer el beneficio...

El señor ESCALONA (Presidente).- Concluyó su tiempo, señor Senador.



Tiene un minuto más.

El señor PIZARRO.-... solo para las universidades que forman parte del Consejo de Rectores.



Es una forma positiva de reconocer el esfuerzo que esos establecimientos tradicionales han hecho durante décadas en pro de la educación superior de nuestro país.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- ¿Habría acuerdo de la Sala para que el proyecto volviera a la Comisión de Hacienda?

El señor LARRAÍN.- No. Que se vote la norma.

El señor ESCALONA (Presidente).- No existe acuerdo.



Entonces, seguimos con la lista de inscritos.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente...

El señor ESCALONA (Presidente).- Se puede someter a votación la solicitud del Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Pido que se vote.

El señor ESCALONA (Presidente).- Eso le quería consultar.



En consecuencia, ratificada la petición por Su Señoría, la someteré a votación luego de las intervenciones que restan.



Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, quiero señalar en primer término que sería bueno que el debate se hiciera sobre esta iniciativa y no sobre fantasías que sirven para distorsionarlo.



Por ejemplo, el Senador señor Navarro decía que una universidad privada había recibido cuantiosas cifras por concepto de donaciones.



Quiero precisar que ello no se refiere a esta ley de donaciones culturales. Tales conceptos dicen relación con donaciones educativas que no están en análisis en el proyecto que nos ocupa.



Aquí nos encontramos frente a la “Ley Valdés”, que se halla circunscrita, es extraordinariamente estricta y respecto de la cual no se conocen donaciones que hayan tenido mal uso.



Por consiguiente, si supiéramos de lo que estamos hablando nos evitaríamos parte del discurso demagógico, ideológico, donde se aprovechan estas cosas para “disparar con ventilador” en materias que no se hallan en cuestión.



En segundo lugar, aquí se excluye algo que ya existe. No se está agregando algo nuevo -contrariamente a lo que pareció sugerir alguien-, sino excluyéndose a un grupo de universidades e institutos profesionales reconocidos por el Estado de la posibilidad de recibir donaciones para fines culturales.



Con ello no solo se le causa un daño a la cultura -porque las referidas instituciones no podrán contribuir al desarrollo cultural del país, y eso constituye un daño objetivo al progreso en dicho ámbito-, sino que, además, se deja fuera arbitrariamente a algunos establecimientos y se otorgan beneficios que, por muchas razones, son contrarios a la Constitución.



Hay a lo menos tres razones que hacen que la supresión propuesta sea inconstitucional.



Primero, la incorporación o la supresión de la calidad de donante inciden directamente en la administración financiera o presupuestaria del Estado.



Y esa no es una interpretación personal de quien habla, sino la del Tribunal Constitucional.



Sobre la materia, dicho órgano ha sostenido que le corresponde al Presidente de la República “ejercer la administración económica de la nación”, lo que significa -especifica el Tribunal- que “son atribuciones suyas, entre otras, la de fijar la política tributaria, arancelaria, presupuestaria, de fijación de precios, de remuneraciones”, etcétera.



Sin lugar a dudas, proponer beneficios tributarios forma parte de una política tributaria. Ese concepto es propio de la administración financiera o presupuestaria del Estado, la que le corresponde en forma exclusiva al Primer Mandatario, al tenor del artículo 65, inciso tercero, de la Carta Fundamental.



Segundo, aunque sea de manera indirecta, se modifican las exenciones establecidas en la ley. Y ello provoca un efecto en la política tributaria. 



En tal sentido, el número 1º del artículo 65 expresa que le corresponde solo al Presidente de la República “Imponer, suprimir, reducir o condonar tributos de cualquier clase o naturaleza”.



Los beneficios tributarios son una forma de condonación tributaria. Y esa atribución se le entrega exclusivamente al Primer Mandatario.



En consecuencia, aunque parezca justificado o no desde un punto de vista de política impositiva, esa acción implica invadir el campo exclusivo del Presidente de la República en materia tributaria.



A ese respecto hay también fallos del Tribunal Constitucional. Podría citarlos, pero no quiero extenderme demasiado, por razones de tiempo.



Y el tercer motivo es el más obvio. Ya se refirió a él el Senador señor Novoa.



En el texto propuesto se establece una discriminación arbitraria al excluirse a instituciones que tienen aptitudes institucionales para llevar adelante actividades de carácter cultural.



En el artículo 19, número 2º, la Constitución asegura a todas las personas “La igualdad ante la ley”. Y agrega: “En Chile no hay persona ni grupo privilegiados.”. Pero al final establece que se pueden hacer distinciones en la medida que no sean arbitrarias.



¿Es arbitrario o no expresar que unas universidades pueden realizar actividades culturales con beneficios tributarios y otras no? Ciertamente, lo es.



Alguien manifiesta: “Es que se pueden hacer diferenciaciones cuando se trata de universidades estatales y de otras que no lo son”. Bueno, es factible realizar tales distinciones si la materia apunta directamente a la naturaleza institucional de que se trata. O sea, yo puedo exigir que en una universidad pública, por ejemplo,...

El señor ESCALONA (Presidente).- Concluyó su tiempo, señor Senador.



Su Señoría dispone de un minuto para terminar.

El señor LARRAÍN.-... el Presidente de la República tenga representación en la junta directiva. Pero en una privada, no.



Esa diferenciación apunta a la índole estrictamente estatal de algunas casas de estudios superiores, pero no le da derecho a intervenir en otras.



Tal discriminación no es arbitraria. 



Sin embargo, cuando se apunta al desarrollo de actividades culturales, el cual forma parte de la naturaleza de todas las universidades (las particulares, las del CRUCH, las que no pertenecen a este), se está discriminando en razón de la naturaleza de su función.



Por eso no se justifica tal diferenciación, ni siquiera con respecto a las universidades que no pertenecen al CRUCH, que no se hallan entre las ocho antiguas y que derivaron en muchas otras. Esas, a mi juicio, no son las únicas que quedarían discriminadas si se las marginara del beneficio en cuestión.



En virtud de todas esas consideraciones, señor Presidente -por razones de tiempo no puedo extenderme más-, mi posición es de rechazo, atendido lo inadmisible de la modificación que se plantea.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, nos encontramos en la discusión particular de un proyecto largamente tramitado, con muchos altos y bajos.



Voy a explicar el sentido de la indicación que presenté.



De las diez universidades que recibieron más donaciones de privados en 2010, una sola es estatal.



Las casas de estudios superiores que recibieron aportes por aquel concepto son conservadoras en lo valórico y liberales en lo económico y tienen una matrícula compuesta básicamente por alumnos de estrato alto.



Cuando uno dicta una ley de donaciones lo que hace es decirles a los chilenos, por ejemplo, que el fundador y dueño de la Universidad de Los Andes, el señor Fernández León, decidirá cómo gastar el 19 por ciento de impuesto que paga la señora Juanita cuando compra un litro de leche y que el Fisco deja de recaudar.



Eso ocurre cuando se otorga una franquicia tributaria. No se trata de dinero que no le pertenece a nadie.



Algunos siempre se llenan la boca y gustan mucho de preocuparse de la plata de los chilenos. Pero hay que tener presente que cuando uno dice “No le voy a cobrar impuesto si usted dona parte de su fortuna o de sus ingresos” le está señalando al Estado: “Usted va a tener menos recursos”. ¿Y quién va decidir cómo gastarlos? ¡El privado!



Lo que sucede hoy día en las universidades es que la amplia mayoría va a un estrato determinado.



No se dona en función de que haya matrícula constituida por alumnos de bajos ingresos. No. No es un requisito. 



¿Se dona en función de indicadores de excelencia académica, de investigación, de doctorado, de publicaciones? No. ¿Cómo se dona? Como lo desee quien pretenda descontar el impuesto. Y ese aporte, en parte, lo realizan todos los chilenos.



Ahí se apuntó con la indicación.



Me habría encantado tener otra posibilidad. Pero hoy día lo concreto es que las universidades que más reciben son aquellas que poseen un patrón determinado: están en la cota mil; en lo valórico, son extremadamente conservadoras; en general, son gremialistas, y sus alumnos pertenecen al estrato alto.



Entonces, yo pregunto por qué con la plata de todos los chilenos vamos a financiarle a la Universidad de Los Andes la mejor biblioteca de América Latina (porque eso se hizo, a un costo de mil millones de pesos). ¿Es legítimo? 



Alguien se puede escudar todo lo que quiera en el tema constitucional vinculado con la discriminación.



Al respecto, cuando legislamos, permanentemente establecemos muchas discriminaciones. 



En el sistema de educación pública les entregamos una subvención a las escuelas municipales y a las particulares subvencionadas con o sin fines de lucro.



Al aprobar en la última Ley de Presupuestos un fondo de contingencia para la educación pública discriminamos a la particular subvencionada. Esta podría haber alegado que se sentía discriminada porque les dábamos fondos adicionales a los colegios municipales y no a los particulares subvencionados.



Ahora bien, la única forma de evitar el problema sería disponer que no recibiera donaciones ninguna universidad.



Ante la posibilidad de que alguna se considere perjudicada, yo prefiero decir: “Entonces, voto en contra” (porque hay que hacer una crítica al sistema). De lo contrario, quedaría como rehén, producto del binominal, en el sentido de que nunca podría contar con una ley de donaciones como corresponde, ya que se van a escudar solo en el asunto de la no discriminación. 



Señor Presidente, considero que hay espacio para legislar de una forma que no sea decirle a una de las universidades donde van los más ricos de Chile: “Usted, más encima, con los impuestos de la señora Juanita, va a financiar una de las mejores bibliotecas del mundo”.



Aquello no me parece justo ni equitativo. Además, es impúdico. Porque eso está detrás de esta forma de legislar.



Entonces, no quedaría más que borrar la indicación.



El Senador Pizarro propone una fórmula que comparto ciento por ciento: que el proyecto vuelva a Comisión para que, si se quiere, discutamos de nuevo la materia.



Pero hay que decir derechamente lo que deseamos hacer: no compartimos la idea de que universidades privadas que cuentan con muchos recursos obtengan adicionalmente los aportes que realiza la gente más modesta de Chile cuando paga el IVA.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, me correspondió en su momento participar en el debate del proyecto que dio origen a la “Ley Valdés”, normativa que cambió la institucionalidad en materia de donaciones, pues, básicamente, se entendió que la cultura era parte de las actividades elegibles en que resultaba importante vincular al mundo de los privados.



Ese fue el raciocinio. Y si don Gabriel Valdés estuviera presente, habría quedado perplejo con la intervención que acabamos de oír. Porque, al parecer, el Senador Lagos (lamentablemente, Su Señoría acaba de salir; de lo contrario, se lo habría planteado en forma directa...

El señor PIZARRO.- ¡Fue al baño y vuelve...!

El señor COLOMA.- En realidad, señor Presidente, se intenta armar un escenario de confabulación a partir de la “Ley Valdés”, como si el entonces Senador, a quien todos respetamos, hubiera tenido la capacidad de generar una lógica de fraude respecto a una acción tan significativa y legítima como la de colaborar con la cultura.



Entonces, ¿cuál es el tema de fondo?



Aquí no estamos hablando de cómo se financian las universidades -eso es objeto de una discusión completamente distinta-, sino de si la cultura se halla dentro de aquellas actividades que requieren un esfuerzo adicional.



Algunos podrán decir: “Se trata de una responsabilidad del Estado, y punto”.



Existen países donde la cultura es de responsabilidad del Estado, quien la desarrolla con el sesgo del gobierno de turno o de acuerdo a las capacidades económicas del erario.



En Chile se creó una institucionalidad diferente, que, al igual como ocurrió con la educación en otra normativa o con el deporte en la ley que lo regula, pone de manifiesto la importancia de incentivar la formación cultural con la ayuda de todos.



Alguien, para legitimar alguna discriminación, podrá decir que la cultura que entregan las universidades privadas es de peor calidad que la proporcionada por otras instituciones, mas no hacer una especie de vinculación mágica que convierte la normativa pertinente en una especie de fraude al espíritu de la forma de financiamiento.



Como parlamentario de Regiones -estoy seguro de que a varios Senadores les ocurre lo mismo; porque, obviamente, uno está en terreno-, muchas veces observo que los gastos en los actos culturales más trascendentes (por lo menos en la zona que represento) son cubiertos con el aporte de universidades privadas. Y nunca he visto una descalificación moral por el hecho de que el financiamiento se realice de esa manera. Al contrario, unos y otros asistimos a las actividades pertinentes, porque lo importante no es a quién pertenece la institución que presta el servicio, sino que se trate de un espectáculo cultural relevante, formativo y progresista.



Varios de los actos culturales realizados en mi Región se financian de aquel modo. Quizá en otras Regiones, por tratarse de sumas cuantiosas -probablemente así ocurre en la Metropolitana-, se aplican mecanismos diferentes. 



Sin embargo, si a propósito de una norma que, con un mejoramiento de la capacidad de recibir, busca principalmente ampliar la forma de colaborar se pretende excluir a determinadas instituciones, generando una diferencia a mi juicio completamente arbitraria con respecto a la naturaleza jurídica de las universidades en un caso y otro, se incurre en un claro contrasentido. 



En una sana reflexión, no sé qué explicación puedo dar en cuanto a los motivos por los cuales se registra tal situación, salvo la de que existe un sesgo ideológico o antiemprendimiento privado que considero propio de otra época.



¿Sabe lo que me pasa, señor Presidente? Considero que la discusión exhibe esta última característica. Porque ya habíamos avanzado en consensos importantes, traducidos precisamente en la capacidad de colaboración de actividades privadas en materias de interés público. Entonces, a la pregunta de por qué entregar dineros al deporte, a la educación o a la actividad política -este último acuerdo también se logró en su momento-, cabe responder que existe una filosofía, en la que se había progresado positivamente, en el sentido de que el Estado podría recibir ayuda de privados para cumplir funciones públicas relevantes. Y como creo en un país con más cultura, sería un despropósito y un retroceso muy serio cambiar la naturaleza jurídica de quienes prestan esos servicios, encargados, mal que mal, por el Estado.



Por eso, señor Presidente, me parece que es preciso votar en contra de la enmienda y volver al espíritu original. Así contribuiremos a fortalecer la ley y no a aniquilarla.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.



Le hago presente que, como estamos en la discusión particular, restan cuatro minutos de los cinco que se le asignaron.

El señor CRUZ-COKE (Ministro Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes).- Señor Presidente, más allá de las consideraciones constitucionales del Senador señor Hernán Larraín, con las que por supuesto coincido, debo consignar que la frase de que se trata forma parte del cuerpo legal desde hace más de 20 años.



Y es preciso distinguir, porque existen distintos mecanismos legales de donación. Uno de ellos es de carácter social, por citar un caso. Otro dice relación con las universidades, mencionado justamente por los Honorables señores Navarro y Lagos, en tanto que la aplicación de la Ley de Donaciones Culturales o “Ley Valdés” ha sido ejemplar y muy bien administrada durante dos décadas. A lo anterior se suma el relacionado con el deporte.



Las enmiendas contenidas en el proyecto fueron tratadas con el propio Gabriel Valdés -tengo una carta firmada que lo verifica-, durante varias reuniones en su departamento de calle Burgos. Dificulto que pudiera hacerse un eventual cómplice de un mal uso de las mismas normas que promovió. Tendía a ir bastante más allá, incluso, en los beneficios.



Me parece que no corresponde, por lo tanto, sostener que la disposición podría distraer recursos públicos.



Hago presente que sí tiene lugar una discriminación arbitraria de algunas universidades, con respecto a otras.



En la ley que se modifica, a diferencia de otras sobre la materia, la donación se refiere a un proyecto presentado a un Comité con facultades fiscalizadoras, no a una institución. Esta última no es, en consecuencia, la que recibe per se y para siempre el crédito tributario de 50 por ciento, sino el primero, que requiere una evaluación y puede ser aprobado o rechazado.



Gracias.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Carlos Larraín.

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Señor Presidente, con ocasión del debate sobre un proyecto relativo a una ley cuyas finalidades prácticas son evidentes y que registra años de operación exitosa -patrocinada, en sus orígenes, por un Senador de la Democracia Cristiana ya desaparecido, por desgracia-, se ha desatado aquí una discusión con una tremenda carga ideológica. Se han formulado afirmaciones verdaderamente afiebradas sobre el alcance de la iniciativa, la cual, al fin y al cabo, tiene por objeto ayudar al Estado en el cumplimiento de sus fines.



Dado que se ha hecho una gran cuestión de algo relativamente simple y práctico, conviene aclarar algunas aseveraciones.



Desde luego, se trata de las donaciones que se hacen con fines culturales. El énfasis se encuentra en esta última palabra, ya que la cultura se funda en la libertad. Es el conjunto de nociones que alimentan la vida social: ideas, valores, afirmaciones de índole general. Y esa vida colectiva se nutre de muchas vertientes. Es decir, resulta del ejercicio de la libertad humana.



El propósito del cuerpo legal al cual se hace referencia es precisamente el de fomentar la cultura. El que crea que esta solo emana de organismos oficiales se encuentra del todo equivocado. Esa es la peor de las variantes y, en general, es propia de Estados colectivistas. Afortunadamente, en Chile no estamos en esa situación. Y esperamos que no se llegue a ello.



Dado que algunos de los beneficiarios son, por ejemplo, universidades no públicas, cabe tener en cuenta que se trata de instituciones que ayudan en la elaboración de la cultura -ya se dijo-, en la diseminación de la educación. Por algo obtienen un reconocimiento legal; por algo se hallan amparadas en el aparato institucional; por algo sus alumnos reciben subvenciones, al menos indirectas. O sea, las universidades particulares no operan de manera clandestina, como quien dijera: son entes aceptados en la vida nacional por más de un capítulo.



Muchas de ellas integran el Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas (CRUCh). Dos señores Senadores que me antecedieron en intervenir hicieron referencia a planteles de esa definición.



No me parece que la Universidad de Concepción, en lo que podríamos llamar “su predicamento cultural”, sea muy ajena a la mentalidad de algunos de los colegas que ya usaron de la palabra.



La Universidad Austral, en Valdivia, es una entidad privada, gestionada autónomamente hasta el día de hoy. Y ojalá siga así. Privarla de la posibilidad de recibir donaciones constituiría un tremendo error.



Se ha dicho, con caracteres de denuncia gravísima, que en el ejercicio 2012 las universidades privadas habrían obtenido 16 mil millones de pesos por este concepto, es decir, el equivalente a 35 millones de dólares.



El Estado va a gastar, en el año en curso, 60 mil millones de dólares y el producto geográfico bruto es de 280 mil millones. O sea, los 35 millones mencionados son un vaso de agua en el océano.



Cabe recordar que estos planteles de enseñanza superior le han dado a mucha gente acceso a la educación. Es algo estadístico: el 70 por ciento de los jóvenes que han alcanzado tal nivel en los últimos 20 años son los primeros que lo han hecho en sus familias. Ello ha sido gracias a la irrupción de las universidades llamadas, como si fuera una lacra, “particulares”.



Si ese logro no es valioso, ¿qué puede serlo?

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene un minuto adicional para terminar, Su Señoría.

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Ahora, si se quiere hilar muy fino, el texto que quedaría vigente incluso si se suprimiera la frase “y particulares reconocidos por el Estado” permitiría la operación de donaciones, puesto que la mayor parte de las bibliotecas de acceso público que le quitan el sueño a un señor Senador son mantenidas por universidades de todos los tipos y definiciones estatutarias.



Por lo tanto, me atrevo a afirmar que la norma es muy sensata y que es preciso mantenerla en su forma original.



Además, las donaciones tienen límites. Y los donantes son evaluados por un Comité Calificador de Donaciones, con representación del Senado, dicho sea de paso.



Creo que aquí hay que bajarse del caballo ideológico, poner los pies en la tierra y comprender que la sociedad tiene muchas facetas y se compone de numerosas corrientes de pensamiento, incluidas las encarnadas en quienes se oponen al proyecto.



Gracias.

El señor ESCALONA (Presidente).- Puede usar de la palabra el Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, primero que todo, quisiera que no abusáramos de la memoria de Gabriel Valdés. Estoy seguro de que si este interviniera en el debate, abrigaría las mismas inquietudes que nosotros deseamos exponer.



Participé con el entonces Senador Valdés en la aprobación de la ley N° 18.985, porque creía que esta iba a ser realmente muy beneficiosa para la cultura. Y pienso que efectivamente ha cumplido su objetivo.



Sin embargo, si Gabriel Valdés estuviera vivo, habría visto lo que ha pasado durante los últimos dos o tres años en universidades privadas en las que se ha registrado una situación gravísima, porque ha habido lucro a pesar de que la ley lo impide. El propio Ministro de Educación lo ha reconocido. ¿Y qué pasa con motivo de ello? Que estamos revisando la estructura de los planteles precisamente para evitar la infracción de la norma legal, aunque algunos quisieran permitir universidades con fines de lucro. El asunto se halla en discusión.



Entonces, ello legitima la revisión de cuáles pueden ser los beneficiarios de la ley N° 18.985. ¿Por qué? Porque, tal como está hoy día el cuerpo legal, un establecimiento como la Universidad del Mar, sin que mediara el escándalo que ya conocemos, podría haber optado a ser uno de ellos, ya que era una institución particular reconocida por el Estado.



¡Y todavía no sabemos si en otras puede presentarse el mismo problema que la afectó!



No se trata de discriminar por discriminar, sino de dictar una ley que evite favorecer a instituciones hoy día en tela de juicio. Por eso, es bueno que el proyecto pase a la Comisión de Hacienda para ver cómo adecuar la disposición a fin de no incurrir en una discriminación innecesaria.



No tiene razón mi Honorable colega Carlos Larraín respecto de las Universidades de Concepción y Austral, porque son del CRUCh. Por lo tanto, si mantenemos a todos esos planteles de enseñanza superior en el beneficio, no se originará una dificultad.



Pero habría que ver de qué manera se logra un texto -repito- que evite la discriminación. Por ese motivo, la iniciativa tiene que volver al órgano técnico, a fin de que la ley, como queremos dejarla, no favorezca con beneficios tributarios a donaciones que podrían destinarse a entidades puestas a prueba.



En el Senado estamos estudiando proyectos tendientes precisamente a fiscalizar el sistema y contar con una regulación para impedir este tipo de abusos.



No estoy de acuerdo con el aspecto constitucional planteado por el Honorable señor Hernán Larraín. Efectivamente, conforme al artículo 65, número 1°, de la Carta, son de iniciativa del Primer Mandatario aspectos relacionados con tributos; pero el Congreso, según el inciso final, puede aceptar, disminuir o rechazar lo que proponga el Presidente de la República.

El señor LARRAÍN.- ¡Lo que proponga el Presidente de la República!

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Estamos discutiendo un proyecto iniciado por el Gobierno y se ha propuesto otorgar un beneficio a determinadas personas.

El señor LARRAÍN.- Eso ya existe.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Excúseme, Su Señoría. Por mi parte, lo escuché con atención.



Y el Congreso expresa: “No estoy de acuerdo con que sean tales y cuales, sino nada más que estas”. Por lo tanto, la cuestión de la inconstitucionalidad no me tiene incómodo y creo que no se presenta.



Tampoco me tiene incómodo lo relativo a la discriminación, porque el Tribunal Constitucional ya ha reconocido que puede haberla en determinadas condiciones. Todos los años dictamos leyes en las que determinamos beneficios para unos y no para otros, como lo expuso el Honorable señor Lagos. Es el caso de la subvención escolar preferencial y el de su monto. A su vez, la Ley de Presupuestos contempla beneficios especiales para las universidades del CRUCh y no para las privadas, discusión que hemos sostenido en forma permanente.

El señor ESCALONA (Presidente).- Dispone de un minuto adicional para concluir, señor Senador.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Gracias, señor Presidente.



Me parece, entonces, que lo relativo a la discriminación tampoco merece ser objeto de un análisis que tenga fundamento.



Reconociendo lo que Gabriel Valdés hizo en su momento, creo que si viviera estaría pidiendo que se estudiase cómo evitar estos problemas, que no se registraban al dictarse la ley, aparte que a nadie le surgían dudas. En cambio, hoy día se plantea una interrogante muy grande en relación con varias universidades que no han cumplido con el cuerpo legal y que han perseguido fines de lucro.



Gracias.



Reitero que lo lógico es que el proyecto vaya a la Comisión de Hacienda y que se nos presente una disposición que no excluya del beneficio a instituciones serias. Porque, tal como está, queda abierto para que se pueda cometer cualquier tipo de abuso en relación con la ley que deseamos aplicar.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, comparto plenamente lo expresado por los Honorables señores Zaldívar, Pizarro y Lagos.



A mi juicio, el país tiene que dar un salto a la igualdad y a la construcción de una sociedad más integrada, más inclusiva. El instrumento de la segregación ha sido el modelo educacional, que ha construido dos Chile: uno lleno de privilegios, y otro, totalmente a merced de la vulnerabilidad y la precariedad social.



Aquí se ha señalado que las universidades privadas han sido tal vez el instrumento que ha permitido a miles de jóvenes estudiar. Pienso que eso habría pasado de todas maneras, porque es parte del desarrollo, es parte de una sociedad que evoluciona. Lo que sí ellas han hecho es condenarlos a endeudarse para toda la vida a fin de poder salir adelante. Y esa es una vergüenza.



Lo anterior sucede solo en Chile. Porque uno visita países vecinos, como Bolivia o Argentina, o conoce la experiencia alemana, francesa, sueca, finlandesa, y observa que la educación es gratuita, de calidad y constituye un derecho. Únicamente aquí existe la brutal anomalía que se quiere presentar como parte de la normalidad: que el mercado sea el asignador; que el tamaño del bolsillo de la familia decida. Y aquellas que tienen hijos con la posibilidad de ir a la universidad quedan endeudadas por el resto de su vida.



¡Ese es el modelo que aquí tanto se alaba! Me parece que tenemos que terminarlo y aplicar otro donde la educación vuelva a ser un derecho, como ocurre en la mayoría de los países con una educación de estándares comparativos de calidad.



Más encima, llevamos a cabo la discusión en un contexto en que universidades privadas capturan fondos del Estado y lucran, a pesar de que existe una ley para que ello no ocurra. ¡Lo hacen con los pocos recursos que tiene el país para educación!



Deseo recordar que se instruye una investigación del Ministerio Público por el lucro ilegal de muchos planteles de enseñanza superior. Ya hemos visto casos dramáticos como el de la Universidad del Mar, la cual, de existir en el futuro, se podría haber beneficiado, con mucha tranquilidad, de procedimientos como el que nos ocupa. Universidades de pacotilla, de pantalla, que no se encuentran animadas de la voluntad de educar, sino de capturar recursos, particularmente del Estado y de los más pobres, habrían sido susceptibles de resultar favorecidas, además, con donaciones.



Por cierto, a algunos no les importará que las diez instituciones que más las reciben sean universidades privadas. Ello es parte de un modelo, de una visión ideológica de un desarrollo desigual y que es para los más poderosos, para los más ricos, para que la elite se preserve y reproduzca. Esa es la concepción. Se apunta a impedir el acceso a la dirigencia cultural, política y social del país.



Entonces, me parece que aquí hay un asunto de fondo y que es preciso restablecer un proyecto de sociedad sustentado en la educación pública. Considero que los instrumentos que se generen tienen que destinarse a ella y a las universidades con la vocación necesaria, con compromiso.



Ahora, sí tengo un punto que plantear. Estimo que existen universidades que prefiero asimilar, por su trayectoria, por su vocación, al compromiso de la educación pública, como son las tradicionales y del CRUCh. En ese sentido, comparto que las Universidades de Concepción, Federico Santa María, Católica han sido grandes instituciones que han prestigiado la educación en este país. 



Por ello, me gustaría que la iniciativa volviera a la Comisión para discutir este asunto, a fin de permitir que esas casas de estudio, porque las avala una trayectoria, porque tienen un compromiso, porque no han hecho uso abusivo de los instrumentos de financiamiento para obtener lucro a partir de recursos del Estado, también puedan beneficiarse. Soy partidario de que este debate se realice de nuevo en la Comisión, para generar una mayor amplitud. 



Pero ha de mantenerse muy en alto el principio fundamental aludido: defender la educación pública y no permitir el lucro. Como se dijo aquí, ¡es absolutamente aberrante que la Universidad de los Andes construya la biblioteca más rica para los más ricos de este país! ¡Eso es inaceptable si se hace con los recursos de los más pobres!

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, cuando en las discusiones se cae en generalidades, se cometen muchas injusticias sobre el tema de que se trate. Creo que en esta oportunidad se han confundido varios conceptos. A mi juicio, el primero de ellos es el relativo al tipo de ley de donaciones. Hay, a lo menos, seis normativas en esta materia. 



Pienso que varios de los que han impugnado la frase en comento, que ha sido el centro del debate esta tarde, básicamente han concentrado su argumentación en la Ley de Donaciones para las Universidades y no en la Ley sobre Donaciones con Fines Culturales.



Al respecto, señor Presidente, quiero hacerme parte de lo que se ha dicho.



En verdad, no comparto el concepto de que, por el hecho de que algunas instituciones en determinado momento no respetaron la ley, se debe suprimir la norma. ¡Eso es absurdo!



Con relación a esta disposición, podría ocurrir lo siguiente.



Dentro de los beneficiarios de la iniciativa están los museos, sean públicos o privados. Pero a estos últimos se les coloca la condición de que no podrán perseguir fines de lucro. Si el día de mañana algunos museos privados cometieren la irregularidad de buscar tales fines, ¿habría que ingresar una modificación a la Ley sobre Donaciones con Fines Culturales para eliminarlos de la normativa?



Pienso que no corresponde hacer el debate de esa manera. No podemos condicionar la existencia de las disposiciones jurídicas al hecho de que algunas instituciones las cumplan o no. 



Las universidades en Chile no deben perseguir fines de lucro. Si algunas lo han hecho, se exponen a las sanciones que establece la propia ley. Pero no es posible que se excluya la norma, porque determinada institución la incumplió. A mi juicio, esa es una muy mala manera de legislar.



Cabe agregar, señor Presidente, que la Ley de Donaciones con Fines Culturales no solo establece los beneficiarios, sino que, además, tiene una doble condición. Porque existe un Comité Calificador de Donaciones Privadas, que se halla integrado por “el Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes (...); un representante del Senado; un representante de la Cámara de Diputados; un representante del Consejo de Rectores, y un representante de la Confederación de la Producción y el Comercio”. 



Es decir, no basta con la posibilidad de obtener donaciones. Cada proyecto -¡cada proyecto!- debe ser aprobado, además, por dicho Comité. Y nadie puede señalar que tal órgano está integrado mayoritariamente por personas provenientes del mundo privado. Está compuesto por el Poder Ejecutivo, el Poder Legislativo y el sector privado. 



A eso me refería con tener una doble condición.



Por eso, señor Presidente, reitero que no cabe eliminar normas que son tremendamente importantes, en función del abuso que puedan cometer algunas instituciones. 



¿Qué hay detrás de una ley de donaciones, independiente de cuál sea su naturaleza? La posibilidad de que el Ejecutivo multiplique sus acciones en determinadas áreas.



La cultura es algo fundamental para un país. La ley en proyecto busca aumentar la cantidad de beneficios para quienes están sujetos a este conjunto de disposiciones. 



¿Y qué significa ello? Que el Estado, aportando la mitad de los recursos, puede multiplicar las acciones culturales, que son tan necesarias para un país. La otra mitad la debe conseguir el organismo correspondiente. No se trata de un regalo íntegro que da el Estado. La institución beneficiada debe aportar el otro porcentaje. 



Las donaciones con fines culturales no solamente inciden en el impuesto de primera categoría, sino que también se fortalecen sobre la base de los impuestos global complementario y de segunda categoría.



Esa es la aproximación que debemos tener sobre la materia en análisis.



No porque exista abuso de ciertas instituciones, se debe eliminar una norma completa. Tal medida perjudicará a otras entidades que cumplen estrictamente la ley y que otorgan un tremendo beneficio, en este caso, a la cultura.



He dicho.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- ¡Muy bien!

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, me llama la atención que, a partir de esta Ley de Donaciones, que a todos nos debiera alegrar por cuanto otorga dinero en apoyo directo a la cultura, la mirada se fije de nuevo, de una manera sumamente ideologizante, sobre nuestro sistema universitario.



Cuando se plantea que las familias chilenas se endeudaron por acceder a la universidad, resulta necesario recordar que muchas de ellas lo hicieron porque firmaron un crédito con aval del Estado cuya tasa de interés era de 6 por ciento, en lugar del 2 por ciento que se aplica al Fondo Solidario. Y otros estudiantes recibieron un crédito CORFO -¡de una institución estatal!-, con un interés de 9 por ciento. 



A muchos de esos alumnos que obtuvieron un crédito del Estado se les embargaron sus casas.



Por lo tanto, miremos bien dónde está el problema para dar una real solución con las políticas públicas que funcionan.



El año pasado el Congreso rebajó al crédito con aval del Estado, teniendo presente la necesidad de la familia y no el tipo de universidad donde se matriculó el estudiante. Se les aplicó a todos -¡a todos, señor Presidente!- una tasa de 2 por ciento y no una tasa diferenciada, discriminatoria, como ocurría antes, cuando algunos pagaban 2 por ciento con contingencia al ingreso y otros 9 por ciento, pudiendo sus casas ser embargadas si no cancelaban la deuda.



Creo que tenemos que hablar las cosas como son y no como las queremos ver.



Por otra parte, se señala acá que ocurre una cosa distinta con las universidades tradicionales. Pero algunas de estas son privadas igual. Dentro del CRUCh existen planteles privados. Y ahora se dice que son diferentes porque tienen la calidad de tradicionales.



Señor Presidente, ayer en la Comisión de Educación estuvieron presentes varios rectores de universidades relativamente nuevas: el señor José Bengoa, de la Universidad Academia de Humanismo Cristiano; el rector de la Universidad Arcis; el de la Universidad Católica Cardenal Raúl Silva Henríquez, y el de la Universidad Miguel de Cervantes. 



Ellos plantearon que debía permitirse que el sistema de educación superior siguiera asentándose. ¿Por qué? Porque eso le da pluralismo y diversidad al sistema.



Además, uno de los rectores argumentó que no es lo mismo una universidad con diez años de vida que otra a la que se le ha permitido existir durante cuarenta años.



Entonces, resulta que rectores de universidades que ideológicamente -podríamos decirlo así- están parados en la vereda de enfrente de la mencionada Universidad de Los Andes también han señalado que nuestro sistema -y estas son palabras del rector de la Universidad Academia de Humanismo Cristiano, don José Bengoa- ha democratizado -¡democratizado!- el acceso a la educación superior de personas con distintos niveles de ingreso. Ello ha permitido que muchos estudiantes que antes no tenían cómo acceder a ella hoy sí puedan hacerlo.



De hecho, aquellos pidieron que el sistema de acreditación no significara una igualación para todas las casas de estudios, a fin de favorecer el pluralismo y -repito la expresión del rector Bengoa- la democratización del ingreso a la educación superior.



Por lo tanto, si en la definición de “beneficiarios” excluimos a los planteles privados, les estamos negando la posibilidad de recibir donaciones con fines culturales a las universidades tradicionales privadas, a las instituciones que tienen cierta mirada sobre la sociedad y, también, a las otras. Se lo estamos negando a todas.



¡Yo creo en la libertad de todos, no solo en la de algunos, señor Presidente!



Tal como tiene derecho...

El señor ESCALONA (Presidente).- Concluyó su tiempo, señora Senadora.



Dispone de un minuto más.

La señora VON BAER.- Gracias, señor Presidente.



Decía que tal como tiene derecho a recibir este financiamiento una universidad que proyecta determinada mirada sobre la sociedad, también lo tienen la Universidad Academia de Humanismo Cristiano, la Universidad ARCIS, la Universidad Católica Cardenal Raúl Silva Henríquez y la Universidad Miguel de Cervantes.



Señor Presidente, la libertad debe ser para todos. Yo no sé por qué se critica a una casa de estudios cuando se funda en su propia visión de la sociedad. Si la tolerancia es para todos, debemos respetar también a los que defienden una mirada distinta de la realidad.



Yo me alegro de que cualquier universidad, aunque promueva un enfoque político diferente del mío, cuente con una gran biblioteca. ¡Ojalá todas las universidades, en todas las ciudades de Chile, tengan una gran biblioteca, y que esta sea financiada también con donaciones culturales!



¡Que se beneficien todas las universidades, no solo aquellas que comparten mi visión de la sociedad!



Creo que...

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminó su tiempo, señora Senadora. 



Tiene otro minuto.

La señora VON BAER.- Gracias, señor Presidente. Solo ocuparé medio minuto.



Se requiere una mirada de tolerancia que permita, realmente, democratizar la sociedad, democratizar la cultura. No cerremos la posibilidad a que universidades privadas de distintos enfoques reciban aportes para proyectos culturales. 



Democratización de la cultura, no solamente del ingreso a la educación superior.



Gracias, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro, por casi tres minutos.

El señor CRUZ-COKE (Ministro Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes).- Gracias, señor Presidente.



Solo deseo reiterar que la norma legal beneficia un proyecto  presentado por una institución. 



Considerando la existencia de la Ley de Donaciones a Universidades, el uso que hacen de la Ley Valdés corporaciones y fundaciones de carácter universitario es bastante menor.



Sin embargo, cabe señalar que acá se están confundiendo los instrumentos legales. El cuerpo normativo al cual se ha hecho referencia acá es a la Ley de Donaciones a Universidades y no a la Ley sobre Donaciones con Fines Culturales.



Tengo en mi poder la carta que me envió don Gabriel Valdés, fechada el 24 de marzo de 2011. En ella señala: “El funcionamiento de la Ley ha sido adecuado y las elocuentes cifras de dinero aportado por los contribuyentes y destinadas a actividades culturales entre 1991 y 2010 constituye prueba fehaciente de una acertada iniciativa, concertada por todas las corrientes políticas del país y acogida por toda la sociedad chilena”.



Estamos hablando de la misma normativa que se aprobó en el Parlamento y que no ha sido objeto de malos usos durante los últimos años. 



Por lo tanto, concentrarnos en esta parte de la iniciativa me parece una exageración. 



En primer término, las universidades hacen poco uso de la Ley de Donaciones con Fines Culturales -para eso existe una legislación sobre donaciones universitarias- y, en segundo lugar, este cuerpo normativo no ha evidenciado mayores problemas en su implementación durante más de veinte años.



Señor Presidente, pediría que se votara.



Gracias.

El señor ESCALONA (Presidente).- La Mesa es la que decide cuándo se vota, señor Ministro.

El señor LARRAÍN.- Solo lo está solicitando, señor Presidente. 

El señor NOVOA.- ¡Es su derecho a petición!

El señor COLOMA.- ¿Acaso no puede pedir el Ministro?

El señor ESCALONA (Presidente).- Todos sabemos cómo es el trato entre el Ejecutivo y el Congreso Nacional. Siempre les he dado todas las garantías a sus representantes.

El señor LARRAÍN.- ¡Es que usted está restringiendo al Ministro para que solicite algo, señor Presidente!

El señor ESCALONA (Presidente).- No tiene necesidad de recordarme mis obligaciones, señor Senador.

El señor LARRAÍN.- No lo he hecho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Solo se lo recuerdo para que estemos claros.



Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, pienso que este es un debate muy importante porque confronta dos visiones absolutamente distintas sobre la materia.



Aquí se demuestra, a mi juicio, la animosidad, la distancia que la Izquierda -en especial, el mundo socialista- tiene hacia el sector privado. Porque, cada vez que se presenta una iniciativa cuyo objetivo es que los alumnos de universidades privadas puedan llegar a gozar de un beneficio, los parlamentarios de dicho sector se oponen a tal posibilidad. ¿Por qué? Por el solo hecho de que esos jóvenes estudian en una universidad privada. Si esos mismos alumnos pertenecieran a un plantel público, sí tendrían derecho a ese beneficio.



Ocurre que estamos hablando de donaciones con fines culturales. Y, tal como bien explicó el Senador Orpis, no es verdad que con esos recursos se financie a la universidad. Lo que se financia es un proyecto. ¡Y no cualquier proyecto! Es uno que se presenta ante el Comité Calificador, integrado por un representante del Senado, un representante de la Cámara de Diputados, un representante del Consejo de Rectores, un representante de la Confederación de la Producción y el Comercio, etcétera.



¿Quiénes se van a beneficiar con esas donaciones? Entre otros, los estudiantes de las universidades privadas. ¿Y quiénes son esos alumnos, por regla general y en un altísimo porcentaje? Son jóvenes de origen muy modesto. ¡Los estudiantes de las universidades privadas son quienes obtienen menos puntaje en la PSU! ¿Y de dónde vienen, lamentablemente? De la educación pública. Y digo “lamentablemente” porque tenemos ahí un esfuerzo pendiente por mejorar la calidad de la educación. Los alumnos que asisten a los establecimientos públicos, en un porcentaje importante, pertenecen a familias de clase media y modesta.



Por lo tanto, cualquier análisis que se haga acerca de quiénes ingresan a las universidades privadas lleva a la conclusión de que se trata de estudiantes de origen modesto. 



En consecuencia, la exclusión que se propone aquí va a impedir que se efectúen donaciones a esas casas de estudios superiores, negándoles a sus alumnos la alternativa de contar con mejores bibliotecas, centros de estudios, desarrollo de la cultura, programas culturales, etcétera.



¿Y cuál es el pecado de esos jóvenes? Estudiar en una universidad privada. Porque lo que se pretende aquí es, obviamente, achicar, eliminar, restringir, jibarizar todo lo que huela a privado, porque hay un dejo evidente de estatismo.



¡Ustedes aspiran a que el Estado tenga el control más absoluto de todos los medios de producción, de las universidades, incluso de la televisión, tal como lo hemos visto en la discusión del proyecto que introduce la televisión digital!



¡A eso aspiran!



Entonces, nos encontramos frente a dos conceptos. 



Nosotros queremos un Estado fuerte, importante, fiscalizador, pero no pretendemos cohibir al sector privado, porque es este el que produce el desarrollo del país.



Por último, señor Presidente, dos consideraciones finales. 



Si hay universidades privadas que lucran, como este es un delito, los responsables deben ir presos. Y en esto no hay doble estándar: ¡presos! Porque -esta es una opinión personal- se comete el siguiente delito: defraudación al Estado en la figura penal que corresponda de acuerdo a nuestro Código. Eso está prohibido. Reciben platas públicas y las aprovechan con un fin defraudatorio. 



¡Y en esto no cabe guardar silencio! ¡El que lucró lo hizo ilegalmente!



Pero de ahí a demonizar las universidades privadas no me parece correcto, porque muchas de estas han hecho un tremendo aporte para Chile -¡un tremendo aporte!- y, gracias a ellas, hay un millón de jóvenes estudiando hoy día. Si no, no los tendríamos.

El señor ESCALONA (Presidente).- Concluyó su tiempo, señor Senador.



Dispone de un minuto más.

El señor ESPINA.- Ya termino, señor Presidente.



En cuanto al financiamiento, solo quiero pedirle a uno de los colegas que me antecedió en el uso de la palabra que, por favor, tenga un poco de pudor. ¡Si quienes entregaron un pésimo sistema de financiamiento fueron los Gobiernos anteriores! Solo 110 mil estudiantes tenían becas en esas Administraciones. ¡En nuestro Gobierno se elevaron a 400 mil! Y, además, los montos antes eran muy inferiores al costo de la carrera. ¿Por qué no recuerdan los créditos? ¡Les cobraban el 6 por ciento! ¡Es lo que debían pagar los alumnos! ¡Y por eso se produjo todo el movimiento de los estudiantes!



En consecuencia, venir hoy día a decir que tales cosas no ocurrieron en el pasado, que en un régimen presidencial estuvieron marginados y que nunca supieron de eso es de una falsedad absoluta.



Entonces, no transformemos esto en un debate en el cual las “blancas palomas” sostienen: “¿Saben qué más? Nosotros no tenemos nada que ver con la educación ni con las universidades privadas.” 



¡Por favor! ¡Si aquí la crisis del sistema se debió a la falta de fiscalización, a la inadecuada  regulación  y a la vista gorda que hubo sobre muchos de estos temas! ¡Se hicieron los lesos!



¡Este Gobierno es el que ha perseguido a las universidades que buscan lucro! ¡El Ministro actual es el que ha dicho que va a actuar contra ellas y ha presentado las querellas y los antecedentes al Consejo de Defensa del Estado! ¡Este Gobierno es el que aumentó a 400 mil los estudiantes que pueden recibir becas y el que finalmente logró que tengan créditos susceptibles de ser pagados, no como antes!



Y, por último, señor Presidente, quienes están presos no están vinculados precisamente al sector político a que pertenecemos. Es cosa de comprobarlo. Y si alguien de nuestro lado hubiera cometido el delito, ¡entonces, que caiga preso!



Por esas razones, vamos a votar a favor.

El señor LAGOS.- ¡Vista gorda es la que hicieron ustedes durante 17 años!

El señor ESCALONA (Presidente).- No hagamos diálogos, por favor.



Tiene la palabra el Senador señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, trataré de ser lo más ecuánime en mis juicios.



Con todo respeto y fraternidad, deseo hacer ver a la Sala que son dos cosas las que no me gustaría que fueran el centro del debate.



Primero, nuestro camarada y amigo Gabriel Valdés está muerto, por si alguien no se ha dado cuenta. Y traerlo a la discusión que estamos teniendo es un poco festinar el recuerdo de una persona cuyo espíritu no está en la Sala.



¡Por favor, les digo que seamos más serios en esta materia, con todo el cariño y respeto que tengo por el señor Ministro y por mis colegas!



Eso, en primer lugar. 



Segundo, la historia de Chile no comienza el 2010, ni cuando nosotros fuimos Gobierno ni durante la dictadura -que varios de los señores Senadores aquí presentes respaldaron-, sino mucho tiempo antes. Y del orden institucional que tiene Chile desde hace más de 200 años todos los sectores políticos, de alguna u otra manera, hemos sido históricamente responsables, unos más que otros, pero también los que han entrado a la política en el último tiempo.



Por lo tanto, señor Presidente, no se trata de eso. ¿De qué se trata, a mi juicio? De si las donaciones deben hacerse a todas las universidades. 



La idea no es discriminar, ni decir que las universidades del CRUCH son buenas y que las privadas merecen lo mismo, ni tampoco manifestar que si hay que mandar a alguien a la cárcel, lo tenemos que hacer. Porque nadie en la Sala quiere que nos transformemos en Catones. 



Ocurre que esto hay que insertarlo en la realidad política, social, económica e institucional de nuestro país, donde se aprecia una concentración del poder económico que ya nadie seguramente cree que pueda mantenerse en una sociedad que, a lo menos, es cristiana.



Vinculado con ello está el surgimiento de las universidades privadas, que son de dos clases: aquellas que venían del pasado, como la Universidad Católica, la de Concepción, etcétera, y las que se crearon durante la dictadura -seamos claros-, con el aval de quienes gobernaban en ese momento. Y estas últimas son expresión de los grupos económicos, por lo que, a mi juicio, no tienen por qué recibir recursos del Estado, que es lo que pasa con la Ley de Donaciones. Querámoslo o no, la universidad que se beneficia con una donación la recibe de parte de una persona o de una institución que dice: “Dono  tal cantidad”. Y el Gobierno contesta: “Muy bien”, y la deduce de los impuestos.



Entonces, ¿quién paga? ¿Acaso el que da? Él se lleva el lustre de hacer la donación, pero, en realidad, lo hace el Estado con los impuestos de las personas más modestas.



Ese es el problema de fondo. Por eso, en una concentración económica como la actual, la plata nace de alguien que luego la recupera, pero finalmente la pone el Estado, el que puede hacer otras cosas con ella. 



En el marco actual, las universidades particulares creadas durante la dictadura y poco después no tienen, salvo excepciones, la impronta clásica de lo que son, según la vieja definición de Alfonso X. Lo señalo independientemente de que hayan cometido delitos, como expresó  el señor Senador que me precedió en el uso de la palabra. Efectivamente, esto no es problema de ilícitos, sino de la concepción del sistema. Y entonces terminamos viendo que la cultura chilena no la llevan adelante ni las universidades ni las grandes instituciones educacionales, sino que termina siendo una materia en la cual sacan lustre, brillo, unos pocos. Como dice la definición que los propios empresarios hacen, se trata de mostrar la cara del bien.



Voy a apoyar el proyecto en la forma en que viene de la Comisión. Sin embargo, estoy abierto a que llevemos este punto a la Comisión de Educación, que es la pertinente, porque, a mi juicio, no es un problema solamente tributario, sino de concepción educacional, para que pueda solucionarse el problema de algunas entidades que pudieran ser innecesaria o equivocadamente agraviadas.

El señor ESCALONA (Presidente).- Como quedan cuatro Senadores inscritos, no se alcanzaría  a concluir la lista de oradores.



Por tal motivo, levantaré la sesión, sin perjuicio de despachar el oficio que ha llegado a la Secretaría.

PETICIÓN DE OFICIO



--El oficio cuyo envío se anunció es el siguiente:



Del señor GARCÍA:



Al señor Intendente de La Araucanía y al señor Alcalde de Temuco, con el objeto de que informen sobre estado de “NUEVO PROYECTO EDUCATIVO ESCUELA LLAIMA DE TEMUCO”.

)---------------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Se levanta la sesión.



--Se levantó a las 18:47.







Manuel Ocaña Vergara,
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SESIÓN 100ª, ORDINARIA, EN MARTES 5 DE MARZO DE 2013


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Escalona.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Concurren, asimismo, los Ministros Secretario General de la Presidencia; de Justicia; del Trabajo y Previsión Social, y de Transportes y Telecomunicaciones, señor Cristián Larroulet, señoras Patricia Pérez y Evelyn Matthei y señor Pedro Pablo Errázuriz, respectivamente. Asisten, además, el Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, y el asesor legislativo de dicha Subsecretaría, señor Andrés Rodríguez.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________

Se deja constancia de que se cuenta con 38 Senadores en ejercicio.

- - -

ACTAS


Las actas de las sesiones 97ª, ordinaria, de 22 de enero, 98ª, especial, y 99ª, ordinaria, ambas de 23 de enero, todas del año 2013, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.

_________

CUENTA

Mensajes


Cinco de S. E. el Presidente de la República: 


Con el primero, da inicio a un proyecto de ley que modifica el Código Procesal Penal con el fin de reforzar la protección de las víctimas, mejorar la función que desempeña el Ministerio Público y fortalecer la acción policial y la operatividad del sistema de justicia penal (Boletín N° 8.810-07) (con urgencia calificada de “suma”).


-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.


Con el segundo, retiró, el jueves 24 de enero, la urgencia que había hecho presente para la tramitación de los siguientes asuntos:


1.- Proyecto de ley que tipifica como delito conductas relacionadas con la comercialización de fuegos artificiales (Boletín Nº 8.612-02).


2.- Proyecto de ley que establece nuevo mecanismo de cálculo del sueldo base para el personal a jornal de las Fuerzas Armadas (Boletín Nº 8.613-02).


3.- Proyecto de ley que regula la venta y arriendo de video juegos excesivamente violentos a menores de 18 años y exige control parental a consolas (Boletín N° 5.579-03).


4.- Proyecto de ley que simplifica el régimen de constitución, modificación y disolución de las sociedades comerciales (Boletín N° 7.328-03).


5.- Proyecto de ley que crea un sistema de financiamiento para la educación superior (Boletín Nº 8.369-04).


6.- Proyecto de ley que regula el contrato de seguro (Boletín N° 5.185-03).


7.- Proyecto de ley que establece un sistema de supervisión basado en riesgo para las compañías de seguro (Boletín Nº 7.958-05).


8.- Proyecto de ley que modifica la Ley Orgánica de Tribunales Tributarios y Aduaneros en materia de plantas (Boletín Nº 8.662-05).


9.- Proyecto de ley que establece elección directa de los Consejeros Regionales (Boletín N° 7.923-06).


10.- Proyecto de ley relativo al fortalecimiento de la regionalización del país (Boletín N° 7.963-06).


11.- Proyecto de ley que modifica diversos artículos de la ley N°19.327, de Violencia en los Estadios (Boletines N°s. 5.877-07, 6.205-25, 7.251-07, 7.509-07, 7.718-25, 7.600-25, 7.721-25, 6.055-25, 6.175-25, 6.210-25, 7.229-07, 7.603-25 y 7.741-25, refundidos).


12.- Proyecto de ley que modifica normas en materia de nulidad del reconocimiento de la paternidad por vicios del consentimiento (Boletín Nº 7.650-18).


13.- Proyecto de ley que modifica la Ley de Transparencia de la Función Pública y de Acceso a la Información de la Administración del Estado (Boletín Nº 7.686-07).


14.- Proyecto de ley respecto de comunicación de órdenes de apremio en juicios de alimentos (Boletín N° 7.765-07).


15.- Proyecto de ley que agrava penas y restringe beneficios penitenciarios en materia de delitos sexuales contra menores de edad  (Boletín Nº 8.677-07).


16.- Proyecto de ley sobre procedimiento para otorgar concesiones eléctricas (Boletín N° 8.270-08).


17.- Proyecto de ley que crea y destina recursos para el Fondo de Desarrollo  del Norte y de las Comunas Mineras de Chile (Boletín N° 8.272-08).


18.- Proyecto de acuerdo que aprueba el protocolo por el que se enmienda el Acuerdo sobre los Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual Relacionados con el Comercio, adoptado el 6 de diciembre del año 2005 (Boletín N° 8.486-10).


19.-  Proyecto de ley que modifica el Sistema Privado de Salud, incorporando un plan garantizado (Boletín N° 8.105-11).


20.-  Proyecto de ley que modifica ley N° 18.290, de Tránsito, incorporando en el certificado de inscripción el kilometraje registrado en el dispositivo y sancionando a quienes lo adulteren (Boletines N°s. 7.559-15 y 7.565-15, refundidos).


21.- Proyecto de ley en materia de sanciones a vehículos impedidos de efectuar transporte público y de escolares (Boletín N° 7.815-15).


-- Se tienen presentes los retiros de urgencia mencionados.


Con los dos siguientes, hace presente la urgencia, calificada de “suma”, para la tramitación de los siguientes asuntos:


1.- Proyecto de ley que regula el contrato de seguro (Boletín N° 5.185-03).


2.- Proyecto de ley que sustituye el régimen concursal vigente por una ley de reorganización y liquidación de empresas y personas, y perfecciona el rol de la Superintendencia del ramo (Boletín N° 8.324-03).


3.- Proyecto de ley que crea la Superintendencia de Educación Superior (Boletín Nº 8.041-04).


4.- Proyecto de ley que crea un sistema de financiamiento para la educación superior (Boletín Nº 8.369-04).


5.- Proyecto de ley que modifica la Ley sobre Donaciones con Fines Culturales, contenida en el artículo 8° de la ley N° 18.985 (Boletín Nº 7.761-24).


6.-  Proyecto de ley que establece un sistema de supervisión basado en riesgo para las compañías de seguro (Boletín Nº 7.958-05).


7.- Proyecto de ley que establece elección directa de los Consejeros Regionales (Boletín N° 7.923-06).


8.- Proyecto de ley que introduce modificaciones en el Código Civil y en otros cuerpos legales, con el objeto de proteger la integridad del menor en caso de que sus padres vivan separados (Boletines Nºs 5.917-18 y 7.007-18, refundidos).


9.- Proyecto de ley que introduce mejoras en el régimen del personal del Servicio Médico Legal (Boletín Nº 8.129-07).


10.- Proyecto de ley que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos y establece adecuaciones en la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia (Boletín Nº 8.207-07).


11.-  Proyecto de ley que autoriza la publicación en medios electrónicos de actos que deban ser publicados en periódicos de circulación nacional, regional o local (Boletín Nº 8.314-07).


12.- Proyecto de ley que ajusta normas del Estatuto del Personal de Gendarmería de Chile, en materias de requisitos de ingreso y de promoción de cargos en las Plantas de Oficiales Penitenciarios y de Suboficiales y Gendarmes (Boletín N° 8.563-07).


13.- Proyecto de ley que modifica el Código Procesal Penal con el fin de reforzar la protección de las víctimas, mejorar la función que desempeña el Ministerio Público y fortalecer la acción policial y la operatividad del sistema de justicia penal (Boletín N° 8.810-07).


14.- Proyecto de ley sobre procedimiento para otorgar concesiones eléctricas (Boletín N° 8.270-08).


15.- Proyecto de ley que regula la carretera eléctrica (Boletín N° 8.566-08).


16.- Proyecto de ley que modifica el Sistema Privado de Salud, incorporando un plan garantizado (Boletín N° 8.105-11).


17.- Proyecto de ley que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones y leyes complementarias, para establecer un sistema de aportes al espacio público aplicable a los proyectos de construcción (Boletín N° 8.493-14).


18.- Proyecto de ley que permite la introducción de la televisión digital terrestre (Boletín N° 6.190-19).


19.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 20.378, que crea un subsidio nacional al transporte público remunerado de pasajeros, incrementando los recursos del subsidio y creando el fondo de apoyo regional (FAR) (Boletín N° 8.289-15).


20.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 19.831, que crea el Registro Nacional de Servicios de Transporte Remunerado de Escolares (Boletín Nº 8.329-15).


21.- Proyecto de ley que crea el Sistema Elige Vivir Sano (Boletín N° 8.749-11).


Con el último, hace presente la urgencia, en el carácter de “simple”, respecto de las siguientes iniciativas:


1.- Proyecto de ley que tipifica como delito conductas relacionadas con la comercialización de fuegos artificiales (Boletín Nº 8.612-02).


2.- Proyecto de ley que regula la venta y arriendo de video juegos excesivamente violentos a menores de 18 años y exige control parental a consolas (Boletín N° 5.579-03).


3.- Proyecto de ley que crea la Agencia Nacional de Acreditación y establece un nuevo sistema de acreditación de las instituciones de educación superior (Boletín Nº 8.774-04).


4.- Proyecto de ley relativo al fortalecimiento de la regionalización del país (Boletín N° 7.963-06).


5.- Proyecto de ley que agrava penas y restringe beneficios penitenciarios en materia de delitos sexuales contra menores de edad (Boletín Nº 8.677-07).


6.- Proyecto de ley que crea y destina recursos para el Fondo de Desarrollo  del Norte y de las Comunas Mineras de Chile (Boletín N° 8.272-08).


7.- Proyecto de ley que dicta normas sobre compensaciones a los usuarios de servicios de distribución de agua potable en casos de interrupciones o suspensiones no autorizadas o no comunicadas previamente a ellos (Boletín N° 2.357-09).


8.- Proyecto de ley que crea la Intendencia de Seguridad y Salud en el Trabajo, fortalece el rol de la Superintendencia de Seguridad Social y actualiza sus atribuciones y funciones (Boletín N° 7.829).


9.- Proyecto de ley que modifica la jornada, descanso y composición de la remuneración de los trabajadores de casa particular, y prohíbe el uso de uniformes a trabajadoras de casa particular (Boletines N°s. 8.292-13, 7.807-13 y 7.675-13, refundidos).


-- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios

Cuatro de la Honorable Cámara de Diputados:


Con los tres primeros, informa que prestó su aprobación a las siguientes iniciativas:


Proyecto de ley sobre procedimiento para otorgar concesiones eléctricas (Boletín N° 8.270-08) (con urgencia calificada de “suma”).


-- Pasa a la Comisión de Minería y Energía.


Proyecto de ley que crea el Sistema Elige Vivir Sano (Boletín N° 8.749-11) (con urgencia calificada de “suma”).


-- Pasa a la Comisión de Salud, y a la de Hacienda, en su caso.


Proyecto de ley que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones y leyes complementarias, para establecer un sistema de aportes al espacio público aplicable a los proyectos de construcción (Boletín N° 8.493-14) (con urgencia calificada de “suma”).


-- Pasa a la Comisión de Vivienda y Urbanismo. 


Con el último, expone que aprobó la enmienda introducida por esta Corporación al proyecto de ley que modifica plazo para reintegro parcial del impuesto específico al petróleo diesel, para las empresas de transporte de carga, y modifica otros aspectos de este mecanismo (Boletín N° 8.772-05).


-- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Remite copia autorizada de las sentencias definitivas pronunciadas en los requerimientos en materia de inconstitucionalidad del proyecto de ley aprobado por el Congreso Nacional que modifica, en el ámbito de la sustentabilidad de recursos hidrobiológicos, acceso a la actividad pesquera industrial y artesanal y regulaciones para la investigación y fiscalización, la Ley General de Pesca y Acuicultura contenida en la ley N° 18.892 y sus modificaciones (Boletín N° 8.091-21):


1.- El presentado por un grupo de Honorables señores Senadores, respecto de los artículos 1°, numeral 19, y segundo transitorio del mencionado proyecto.


2.- El formulado, en lo que se refiere al artículo 1° del proyecto indicado, en sus numerales 20, 3, letra c) y 48, por un grupo de Honorables señores Senadores, requerimiento al que fue acumulado por esa Magistratura el deducido por un grupo de señores Diputados para su tramitación y fallo.


-- Se toma conocimiento y se remiten los documentos al archivo.


Expide copia autorizada de las sentencias definitivas pronunciadas en el ejercicio del control de constitucionalidad de los siguientes proyectos de ley:


1.- El que modifica, en el ámbito de la sustentabilidad de recursos hidrobiológicos, acceso a la actividad pesquera industrial y artesanal y regulaciones para la investigación y fiscalización, la Ley General de Pesca y Acuicultura contenida en la ley N° 18.892 y sus modificaciones (Boletín N° 8.091-21).


2.- Proyecto de ley que otorga a los funcionarios municipales que indica una bonificación por retiro voluntario y una bonificación adicional (Boletín Nº 8.264-06).


3.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 19.419, en materia de ambientes libres de humo de tabaco (Boletín Nº 7.914-11).


-- Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos junto a sus respectivos antecedentes.


Envía copia de resoluciones, recaídas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto de las siguientes disposiciones:


a) Artículo 15 de la ley N° 18.020, que establece subsidio familiar para personas de escasos recursos y modifica normas que indica, e inciso primero del artículo 151 de la ley N° 18.834, Estatuto Administrativo.


b) Artículo 5° de la ley N° 20.285, de 2008, sobre acceso a la información pública.


-- Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.  


Envía copia autorizada de las sentencias definitivas pronunciadas en la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de las disposiciones que a continuación se enuncian.


a) Artículo 781, inciso primero, del Código de Procedimiento Civil.


b) Artículo 70, inciso primero, del Código de Minería e inciso segundo del artículo 2° de la ley N° 19.573, interpretativo de aquél.


c) Artículos 276 y 334, del Código Procesal Penal.


d) Artículo 96 en relación con el artículo 93, ambos del Código Tributario.


-- Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos.

Del señor Ministro (S) de Relaciones Exteriores


Envía antecedentes, solicitados en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativos al acuerdo de cooperación medio ambiental para áreas marinas y terrestres entre Chile y Estados Unidos, durante la sexta reunión del Consejo de Asuntos Ambientales.


Responde solicitud, cursada en nombre de la Honorable Senadora señora Pérez San Martín, respecto al contenido de una serie de afiches publicitarios instalados en Santiago, con el patrocinio de las Organización de Naciones Unidas.


-- Quedan a disposición de Sus Señorías en la Secretaría del Senado.

Del señor Contralor General de la República (S)


Informa, en respuesta a consulta efectuada en nombre del Honorable Senador señor Bianchi, que a esa Entidad de Control no se ha remitido, para efecto del control de legalidad, resolución alguna referente a la construcción del nuevo hospital de la comuna de Puerto Natales, Región de Magallanes y Antártica Chilena.

Del señor Fiscal Nacional del Ministerio Público


Da respuesta a una solicitud de antecedentes, remitida en nombre de los Honorables Senadores señor Horvath, señora Pérez San Martín y señor Gómez, sobre auditorías a la gestión institucional.

Del señor Ministro del Interior y Seguridad Pública


Responde solicitud de información, hecha en nombre de la Honorable Senadora señora Alvear, sobre medidas de seguridad adoptadas para evitar la ocurrencia de incendios en el sector de “El Panul”.


Contesta petición de información, enviada en nombre del Honorable Senador señor Frei, sobre denuncias de las comunidades mapuche de Llifén, comuna de Futrono, en materia de vulneración de las normas legales de protección a pueblos indígenas.


Atiende consulta, enviada en nombre del Honorable Senador señor Kuschel, relativa a las acciones en desarrollo para devolver a la ciudad de Chaitén el carácter de capital de la Provincia de Palena. 


Adjunta respuesta de la Dirección General de Carabineros al acuerdo adoptado por el Senado, a proposición del Honorable Senador señor Horvath, en materia de  reforzar el resguardo policial para la seguridad de quienes concurren a la sede legislativa en la ciudad de Valparaíso.


Remite informe de la Secretaría General de Carabineros, en respuesta al acuerdo adoptado por el Senado, a proposición del Honorable Senador señor Chahuán, relativo a una modificación de la Ley Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile, con el objeto de crear un servicio especializado de protección del patrimonio cultural (Boletín N° S 1.508-12). 

Del señor Ministro de Hacienda


Atiende petición de antecedentes, enviada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre el monto anual de recursos que el Estado destinó en los últimos veinte años para complementar el sistema previsional de las Fuerzas Armadas.

Del señor Ministro de Desarrollo Social


Da contestación a solicitud, cursada en nombre del Honorable Senador señor Larraín Fernández, respecto del envío a tramitación legislativa de una iniciativa legal con el objeto de dar protección integral a los derechos de la infancia.


Informa, en respuesta a consulta formulada en nombre del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, los gastos realizados por esa Secretaría de Estado en publicidad o difusión, durante los años 2010, 2011 y 2012.

Del señor Ministro de Educación


Responde solicitudes de información, cursadas en nombre del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, sobre los siguientes asuntos:


1.- Recursos invertidos por el programa Mecesup en el lapso 2010-2012, en avisaje de concursos para la contratación de académicos en las universidades chilenas.


2.- Situación del colegio particular subvencionado “Talcahuano”, ubicado en la comuna del mismo nombre.

De la señora Ministra de Justicia


Contesta solicitud de antecedentes, enviada en nombre del Honorable Senador señor Navarro y con la adhesión del Honorable Senador señor Horvath, respecto de actos de violencia y de vulneración de los derechos del niño, por parte del Servicio Nacional de Menores.


Contesta petición, remitida en nombre de los Honorables Senadores señor Escalona, señora Alvear y señores Letelier, Muñoz Aburto y Walker, don Patricio, sobre factibilidad de enviar a tramitación legislativa una iniciativa de protección integral de los derechos de los niños, niñas y adolescentes.

Del señor Ministro (S) de Justicia


Da respuesta a petición, enviada en nombre del Honorable Senador señor Horvath, para que se revise la situación que afecta a don Eduardo Giacamán Palma, ex funcionario de Gendarmería de Chile.

De la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social


Atiende consulta, formulada en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre normativa laboral aplicable a la dotación de las naves mercantes de cabotaje nacional.


Remite, a solicitud formulada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, copia del acuerdo logrado en el último paro nacional de trabajadores portuarios, suscrito el 5 de octubre de 2012. 


Contesta acuerdo del Senado, adoptado a proposición de los Honorables Senadores señores Bianchi, Horvath, Rossi y Walker, don Patricio, relativo a factibilidad de enviar a tramitación legislativa una iniciativa que modifique el decreto ley N° 3.500, de 1980, para establecer la exención total de la cotización previsional de salud que afecta a las pensiones que señala su artículo 85 (Boletín N° S 1.502-12).

De la señora Ministra de Obras Públicas


Responde consulta, cursada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre factibilidad de que la concesionaria de la Autopista del Itata realice estudios para dar seguridad en el acceso al relleno sanitario denominado Centro de Manejo de Residuos Sólidos de Concepción, en la Región del Biobío.

Del señor Ministro de Salud


Da respuesta a solicitud de información, enviada en nombre de la Honorable Senadora señora Allende, sobre la decisión de aprobar con condiciones el proyecto Punta Alcalde, presentado por la Empresa Nacional de Electricidad S.A., acuerdo al que concurrió como integrante del Comité de Ministros a que se refiere el artículo 20 de la ley N° 19.300. 


Atiende consulta, enviada en nombre del Honorable Senador señor Bianchi, relativa al aumento de dotación del Hospital Clínico de Magallanes y, asimismo, respecto de la desvinculación de personal de dicho centro asistencial.  


Contesta consultas formuladas en nombre del Honorable Senador señor Navarro, respecto de los siguientes asuntos:


1.- Cronograma de vacunación por meningitis W-135 en la Región del Biobío y número de dosis que se distribuirán en la red pública de salud y en las entidades de salud privada.


2.- Antecedentes disponibles en la Autoridad Sanitaria de la Región del Biobío, respecto de la fiscalización por el fallecimiento de tres trabajadores del Centro de Manejo de Residuos Sólidos de Concepción.


3.- Estadísticas sobre la evolución del número de donantes de órganos y de personas que expresamente han rechazado serlo, desde el año 2010 en adelante.


Contesta solicitud de información, enviada en nombre del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, referente a iniciativas en marcha para favorecer la radicación de especialistas en la Región de Magallanes y la Antártica Chilena.


Responde solicitud, cursada en nombre de los Honorables Senadores señores Gómez y Zaldívar, sobre factibilidad de legislar para conceder a los funcionarios pertenecientes a la planta de profesionales universitarios de los servicios de salud una asignación asociada al mejoramiento de trato a los usuarios.

Del señor Ministro (S) de Salud


Adjunta copia del oficio de respuesta a consulta, formulada en nombre de la Honorable Senadora señora Allende, referente a posibilidad de extender el horario de funcionamiento de la sala cuna del Hospital Regional de Copiapó. 


Atiende solicitud, formulada en nombre del Honorable Senador señor Chahuán, para que se ponga urgencia a la tramitación del proyecto de ley que modifica el sistema privado de salud, incorporando un plan garantizado (Boletín N° 8.105-11), y del que modifica la ley N° 19.925, facilitando el control al expendio de bebidas alcohólicas a menores de edad (Boletín N° 4.379-11).


Da respuestas a solicitudes de información, enviadas en nombre del Honorable Senador señor Navarro, respecto de las siguientes materias: 


1.- Antecedentes técnicos existentes en esa Secretaría de Estado sobre proyecto de la Empresa Nacional del Petróleo para el embarque de petcoke en el puerto de Coronel.


2.- Efectos en el sistema municipal de salud, derivados de la exclusión hecha por el Fondo Nacional de Salud de 470.000 afiliados de instituciones de salud previsional inscritos en consultorios públicos.


3.- Antecedentes técnicos en que se fundó el llamado a no consumir mariscos provenientes de Lirquén, ante la presencia de la toxina que provoca la llamada “marea roja”, hecho por el señor Secretario Regional Ministerial de Salud de la Región del Biobío.


4.- Consulta sobre eventual cierre del Hospital Traumatológico de Concepción y su transformación en Hospital Clínico Regional.


5.- Régimen de retención de las cotizaciones previsionales y de salud de los trabajadores que prestan servicios a honorarios en el Hospital Guillermo Grant Benavente de Concepción. 


Atiende solicitud de información, remitida en nombre del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, sobre iniciativas de la Subsecretaría de Salud en materia de estilos de vida y de alimentación más saludables en la Región de Magallanes y la Antártica Chilena. 


Da respuesta a un acuerdo del Senado, adoptado a proposición de los Honorables Senadores señores Bianchi, Cantero, Horvath, Prokurica, Rossi y Walker, don Patricio, para perfeccionar el régimen de Garantías Explícitas en Salud, en materias de tratamiento psicológico a pacientes de cáncer de mamas (Boletín N° S 1.510-12).

Del señor Ministro de Vivienda y Urbanismo


Responde consulta, remitida en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre evaluaciones hechas por esa Secretaría de Estado respecto del impacto vial en zonas de vivienda social, debido a la falta de espacios para estacionamiento.

Del señor Ministro Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes


Da contestación a solicitud, enviada en nombre de los Honorables Senadores señor Horvath, señora Pérez San Martín y señores Chahuán, Escalona, Gómez y Sabag, relativa a la implementación de medidas especiales para dar continuidad a la Orquesta Marga Marga.

Del señor Subsecretario para las Fuerzas Armadas


Contesta solicitud de estudio, remitida en nombre del Honorable Senador señor García, sobre factibilidad de que el personal civil de la Dirección General de Aeronáutica Civil, filial Región de La Araucanía, vuelva a cotizar en la Caja de Previsión de la Defensa Nacional.

Del señor Subsecretario de Pesca y Acuicultura (S)


Contesta petición de información, enviada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre resoluciones recientes de aprobación de concesiones para explotar salmón en la Región del Biobío.

De la señora Subsecretaria de Previsión Social (S)


Atiende consulta del Honorable Senador señor Navarro, referente a la aplicación de los recursos destinados en los últimos cinco años al Fondo de Educación Previsional.


Del señor Jefe del Estado Mayor General de la Armada


Responde solicitud de información, cursada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre normativa de seguridad de personas ante presencia de lobos marinos.

Del señor Director General de la Dirección General de Aeronáutica Civil


Da contestación a una solicitud de información, remitida en nombre del Honorable Senador señor Frei, para adoptar medidas frente a la disminución de pasajeros y aviones de la aerolínea Lan que aterrizan en el aeródromo Cañal Bajo, Osorno.

Del señor Presidente del Consejo de Defensa del Estado


Informa tramitación dada a consulta, enviada en nombre del Honorable Senador señor Cantero, respecto de acciones judiciales que se podrían deducir por el daño sufrido por los geoglifos Chug Chug, en el valle de Quillagua. 

Del señor Director de Presupuestos (S)


Responde solicitud, cursada en nombre de los Honorables Senadores señor Ruiz-Esquide, señoras Pérez San Martín y Rincón y señores Escalona y Pizarro, para que se estudie factibilidad de legislar en materia de condiciones más favorables al ejercicio del derecho al trabajo y la libertad personal de los empleados públicos, especialmente los que prestan servicios a contrata o a honorarios.

Del señor Director del Servicio de Impuestos Internos


Responde sendas solicitudes de información, sobre los siguientes asuntos:


1.- Normas, criterios, plazos y procedimientos utilizados por ese servicio público para determinar el avalúo de los inmuebles; hecha en nombre del Honorable Senador señor Gómez.


2.- Alcances financieros y razones que motivaron la condonación de una deuda por un monto de 59 mil millones de pesos a la empresa Johnson’s; materia consultada en nombre del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide. 

Del señor Vicepresidente Ejecutivo (S) de la Corporación de Fomento de la Producción


Remite antecedentes, requeridos en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre el Programa Start UP Chile.

De la señora Directora Nacional (S) del Instituto Nacional de Estadísticas


Se excusa de atender petición de antecedentes sobre tablas de mortalidad asociadas a las expectativas de vida de hombres y mujeres, casados y viudos, por no existir aquéllas; materia consultada en nombre del Honorable Senador señor Navarro. 

De la señora Directora (S) del Trabajo


Responde solicitud de antecedentes, cursada en nombre de la Honorable Senadora señora Allende sobre niveles y tasas de infraccionalidad del sector agrícola de la Región de Atacama, especialmente en la “temporada de cosecha de uva de mesa”, en los valles de Copiapó y Huasco.

Del señor Superintendente (S) de Pensiones


Entrega información, solicitada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre diversos aspectos del sistema de pensiones creado por el decreto ley N° 3.500, de 1980.

De la señora Superintendenta de Servicios Sanitarios


Absuelve consulta, hecha en nombre del Honorable Senador señor Navarro, respecto de la adecuada consideración por Essbío, al otorgar la factibilidad para la construcción de nuevos sectores habitacionales en Penco, de la existencia de ductos y tuberías antiguos cuyo diámetro es menor al requerido para evacuar las aguas servidas.

De la señora Superintendenta de Salud (S)


Atiende consulta, formulada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativa a procedimientos de fiscalización para verificar qué sistema de salud soporta el costo de la atención de los trabajadores de empresas forestales de la Región del Biobío afiliados a Isapres, y la de sus cargas familiares.

Del señor Director Nacional del Servicio Agrícola y Ganadero


Reporta antecedentes, pedidos en nombre de la Honorable Senadora señora Allende, sobre daño ambiental a vegas y bofedales en el sector Pantanillo, ubicado en el sitio Ramsar Complejo Lacustre Laguna del Negro Francisco - Laguna Santa Rosa. 

Del señor Directivo Ejecutivo de la Corporación Nacional Forestal


Remite información sobre monto de recursos erogados y número total de bonificaciones forestales otorgadas en el año 2012, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 3° del decreto ley N° 701, de 1974. 

Del señor Director Ejecutivo del Servicio de Evaluación Ambiental


Responde consulta, enviada en nombre de la Honorable Senadora señora Allende, relativa al cierre de las instalaciones de la empresa Agrosúper, en la comuna de Freirina, y adjunta copia de informe sobre el proyecto “Agroindustria del Valle de Huasco”.


Remite antecedentes, recabados en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobres resoluciones adoptadas por ese servicio, en el marco de la evaluación realizada al proyecto de la Empresa Nacional del Petróleo de embarque de petcoke en el puerto de Coronel.

Del señor Intendente Regional, Región de Antofagasta


Responde consulta, remitida en nombre del Honorable Senador señor Cantero, sobre las acciones legales que esa Intendencia puede ejercer por el daño sufrido por los geoglifos denominados Chug Chug, en el valle de Quillagua, por la instalación de torres de alta tensión para la minería.

Del señor Subdirector de Racionalización y Función Pública,

Dirección de Presupuestos


Responde dos peticiones de información, enviadas en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativas al número de personas que trabajan en el sector público, régimen de contratación, sumas de dinero que perciben por su desempeño y forma de cumplimiento de la obligación de efectuar cotizaciones previsionales y de salud.


Contesta petición, remitida en nombre del Honorable Senador señor Bianchi, relativa a factibilidad de legislar en materia de creación de un fondo de transporte aéreo para los habitantes de la Región de Magallanes y la Antártica Chilena.

De la señora Secretaria Regional Ministerial de Justicia, Región de Antofagasta


Responde solicitud de antecedentes, enviada en nombre del Honorable Senador señor Cantero, en materia de problemas de seguridad y hacinamiento en la Unidad de Siquiatría del Hospital Regional de Antofagasta, debido al trabajo que desempeña allí personal de Gendarmería.

Del señor Director del Hospital Regional de Antofagasta (S)


Contesta petición de información, remitida en nombre del Honorable Senador señor Cantero, sobre la inseguridad y el hacinamiento existente en el Servicio de Psiquiatría de ese centro asistencial, en relación con el trabajo que desempeñan funcionarios de Gendarmería.

Del señor Alcalde de la I. Municipalidad de Talcahuano


Responde dos solicitudes de información, dirigidas en nombre del Honorable Senador señor Navarro, respecto de las situaciones que se indican:


1.- Construcción de muro de contención en las calles San Luis y San Agustín, de esa comuna. 


2.- Aplicación de normas de seguridad para las personas, ante la presencia de lobos marinos, en el sector de restaurantes del puerto de Talcahuano.



-- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informe


Segundo informe de la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley sobre Donaciones con Fines Culturales, contenida en el artículo 8° de la ley N° 18.985 (Boletín Nº 7.761-24) (con urgencia calificada de “suma”).


-- Queda para Tabla.

Mociones


De los Honorables Senadores señores Letelier, Cantero, García Huidobro, Quintana y Walker, don Ignacio, con la que inician un proyecto de ley  que instituye el 29 de abril de cada año como el Día de los Sewellinos y Sewellinas (Boletín N° 8.807-04).


-- Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.


Del Honorable Senador señor Bianchi, con la que da inicio a un proyecto de ley que modifica la Ley Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios con el fin de garantizar la igualdad en la participación de los candidatos independientes en el proceso electoral (Boletín N° 8.808-06).


-- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.


De los Honorables Senadores señor Larraín Fernández, señoras Allende y Alvear y señores García y Tuma, con la que inician un proyecto de reforma constitucional que otorga reconocimiento constitucional al principio de transparencia y al derecho de acceso a la información pública (Boletín N° 8.805-07). 


De los Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi, Letelier y Uriarte, con la que dan inicio a un proyecto de ley que modifica los estatutos de la prisión preventiva y de la suspensión de la ejecución de la pena en el caso de la conducción en estado de ebriedad o bajo la influencia de sustancias sicotrópicas con resultado de lesión o muerte (Boletín N° 8.809-07).


-- Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


Del Honorable Senador señor Orpis, con la que da inicio a un proyecto de ley que modifica la Ley General de Servicios Eléctricos en materia del delito de hurto de energía eléctrica (Boletín N° 8.806-08).


-- Pasa a la Comisión de Minería y Energía.

Declaración de inadmisibilidad


Moción de la Honorable Senadora señora Allende, con la que propone un proyecto de ley que incorpora un inciso final al artículo 6° del decreto ley N° 1.350, de 1976, que crea la Corporación del Cobre de Chile, con el objeto de establecer la aprobación de un presupuesto de tres años que dará cuenta del aporte fiscal para la formación de fondos de capitalización y reserva, según se establezca en el Plan Trienal.


-- Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, conforme lo dispone el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

- - -


Durante el curso de la sesión, llega a la Mesa un certificado de la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece el pago de un beneficio a favor de los trabajadores portuarios eventuales que indica (Boletín Nº 8.682-13).


-- Por acuerdo de la Sala, queda para la Tabla de la presente sesión.

_________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General expresa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica:


1.- Tratar como si fueran de Fácil Despacho, en la Sesión Ordinaria de hoy, los siguientes proyectos de ley: en primer lugar, el signado con el número 13 de la Tabla, que concede la nacionalidad, por especial gracia, al sacerdote John Eugene Barber Vanston (Boletín Nº 8.297-17) y, enseguida, el signado con el número 4, que regula el contrato de seguro (Boletín N° 5.185-03).

2.- Autorizar a la Comisión de Hacienda para sesionar hoy simultáneamente con la Sala, a partir de las 17:30 horas, con el fin de conocer el proyecto de ley que establece el pago de un beneficio a favor de los trabajadores portuarios eventuales que indica (Boletín Nº 8.682-13).

- - -


Enseguida, el señor Presidente saluda especialmente al Honorable Senador señor Orpis, expresando su complacencia por verlo recuperado del accidente que sufriera recientemente. Por su parte, el aludido agradece la preocupación manifestada por diversas señoras y señores Parlamentarios en relación con su estado de salud.

- - -


Luego, a proposición del señor Presidente, la Sala guarda un minuto de silencio como expresión de sentimiento por el lamentable fallecimiento del ex Senador señor Adolfo Zaldívar (Q.E.P.D.).


Asimismo, el Honorable Senador señor Larraín Fernández solicita a la Mesa fijar una fecha para rendir homenaje a su memoria.

- - -


Por otra parte, el Honorable Senador señor Uriarte pide el asentimiento de la Sala para que la Comisión de Salud pueda sesionar el día de hoy en forma simultánea con ella. Se accede a lo solicitado.

- - -


A continuación, el Honorable Senador señor Navarro solicita el desarchivo del proyecto de ley, de su autoría, que establece un mecanismo de igualdad de género en la composición del Tribunal Constitucional (Boletín N° 6.328-07).

- - -


Del mismo modo, el Honorable Senador señor Chahuán pide que se desarchive la Moción que presentara el año 2010, relativa a las tablas de factores de los programas de salud (Boletín N° 6.894-11).


Igualmente, solicita que el proyecto que establece un nuevo régimen de penas en caso de fuga del conductor que ha participado en un accidente de tránsito (Boletín N° 6.034-07) y el que modifica los estatutos de la prisión preventiva y de la suspensión de la ejecución de la pena en el caso de la conducción en estado de ebriedad o bajo la influencia de sustancias sicotrópicas con resultado de lesión o muerte (Boletín N° 8.809-07), cuyo estudio se encargó a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, sean conocidos solamente por la de Transportes y Telecomunicaciones, conjuntamente con el proyecto Boletín N° 7.086-15, ya radicado en esta última. Se accede a esta petición.

- - -


Enseguida, el Honorable Senador señor Tuma plantea encomendar a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento que informe, dentro de los próximos treinta días, el proyecto que modifica la Ley Orgánica Constitucional de Votaciones Populares y Escrutinios, en materia de elección de parlamentarios y conformación de distritos plurinominales (Boletín N° 8.799-07).


Al respecto, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Horvath, Larraín Fernández, Chahuán, Espina, Walker (don Patricio), Coloma, Zaldívar y Lagos, señora Alvear y señor Gómez.


Posteriormente, el señor Presidente pone en votación la proposición consistente en fijar el día 1 de mayo próximo como plazo dentro del cual la referida Comisión deberá informar las distintas iniciativas radicadas en ella que se refieran al sistema electoral público, propuesta que es aprobada por 23 votos a favor, 8 en contra, una abstención y un pareo.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín y Rincón y señores Bianchi, Chahuán, Escalona, Espina, Frei, Girardi, Gómez, Horvath, Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma y Walker (don Patricio).


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Coloma, García-Huidobro, Kuschel, Larraín Fernández, Orpis, Pérez Varela y Uriarte.


Se abstiene, el Honorable Senador señor Prokurica.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Zaldívar.


Queda terminado el tratamiento de este asunto.

- - -


Durante el curso de la sesión, el señor Presidente solicita el acuerdo de la Sala para expresar las condolencias del Senado a la República de Venezuela por el fallecimiento de su Presidente, señor Hugo Chávez F. (Q.E.P.D.). Se accede.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que concede la nacionalidad, por especial gracia, al sacerdote John Eugene Barber Vanston, con informe de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad

y Ciudadanía

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley precedentemente individualizado, y que tiene el Boletín Nº 8.297-17.


Informa que la Comisión discutió este proyecto en general y en particular, por ser de artículo único, y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores Larraín Fernández, Letelier y Ruiz-Esquide, en los mismos términos en que fue despachado por la Cámara de Diputados.


Destaca que el órgano técnico deja establecido que, después de analizar la iniciativa y en razón de las pautas establecidas para ponderar la procedencia del otorgamiento excepcional de la nacionalidad chilena, por especial gracia, a extranjeros de actuación notable en beneficio de nuestra comunidad, se formó la convicción de que el señor John Eugene Barber Vanston es merecedor del reconocimiento reservado a personas que han prestado servicios valiosos.

- - -


Puesto en votación el proyecto, en general y en particular, es aprobado por la unanimidad de la Sala.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY

“Artículo único.- Otórgase la nacionalidad chilena, por especial gracia, al sacerdote estadounidense John Eugene Barber Vanston.”.

________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula el contrato de seguro, con segundo informe de la Comisión de

Hacienda

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata de la iniciativa contenida en el Boletín N° 5.185-03, para cuyo despacho se ha hecho presente la urgencia calificada de “suma”.


Recuerda que este proyecto fue aprobado en general en sesión de 23 de mayo de 2012 y cuenta con segundo informe de la Comisión de Hacienda.


Agrega que la Comisión hace constar, para los efectos reglamentarios, que el artículo 3° y el artículo transitorio no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones, por lo que conservan el mismo texto acogido en general. Advierte que estas disposiciones deben darse por aprobadas, salvo que algún Senador solicite, con el respaldo de la unanimidad de los presentes, su discusión o votación.

- - -


Seguidamente, y de conformidad a lo establecido en el artículo 124 del Reglamento del Senado, el señor Presidente da por aprobados los referidos preceptos.

- - -


A continuación, el señor Secretario General explica que el referido órgano técnico realizó diversas modificaciones a la iniciativa sancionada en general, todas las cuales registraron unanimidad. Afirma que las enmiendas de esta índole deben ser votadas sin debate, salvo que algún Senador manifieste su intención de impugnar la proposición o que existan indicaciones renovadas.


Precisa que, de ellas, la recaída en el artículo 543, contenido en el artículo 1° del proyecto, es norma orgánica constitucional.

- - -


Enseguida, el señor Secretario General subraya que la Comisión de Hacienda, en su segundo informe, propone efectuar las siguientes enmiendas al proyecto de ley aprobado en general:

Artículo 1°

Artículo 512

Inciso segundo


Intercalar, entre “seguros sociales,” y “ni al seguro”, la siguiente oración: “a los contratos de salud regulados por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio de Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 2.763, de 1979, y de las leyes N° 18.933 y N° 18.469,”.

Artículo 513

Letra d)


Intercalar, entre la voz “seguro”, la segunda vez que aparece, y “flotante”, las palabras “colectivo o”.

Letra m)


Suprimir la frase “, o el beneficiario si es distinto de aquél,”, y agregar, a continuación de la palabra “riesgo”, la siguiente frase: “, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 589 en relación a los seguros de personas”.

Letra o)


Sustituirla por las siguientes letras o), p) y q), pasando las actuales letras p), q), r), s), t), u), v) y w) a ser letras r), s), t), u), v), w), x) e y), respectivamente.


“o) Póliza: el documento justificativo del seguro.


p) Propuesta: la oferta escrita de contratar el seguro, formulada al asegurador por el contratante, el asegurado o por un tercero a su nombre. 


q) Cotización: la oferta escrita del asegurador para celebrar un contrato de seguro.”.

Artículo 514


Incorporar el siguiente inciso segundo, nuevo:


“Para estos efectos, el asegurador deberá entregar al tomador, por escrito, toda la información relativa al contenido del contrato que se celebrará. Esta deberá contener, al menos, el tipo de seguro de que se trata, los riesgos cubiertos y las exclusiones; la cantidad asegurada, forma de determinarla y los deducibles; la prima o método para su cálculo; el período de duración del contrato, así como la explicitación de la fecha de inicio y término de la cobertura.”.

Artículo 516

Inciso primero


Incorporar, a continuación del punto aparte (“.”), que pasa a ser seguido (“.”), la siguiente oración: “También podrá contratarse por cuenta de un tercero indeterminado pero determinable, según lo estipulen las partes, individualizando al asegurado en la póliza bajo la fórmula “a quien corresponda”.”.

Artículo 519


Suprimir el inciso final.

Artículo 524

Inciso primero

Número 5°


Suprimirlo, pasando los números 6° y 7° a ser 5° y 6°, respectivamente, sin enmiendas.

Número 8°


Pasó a ser número 7°, con una enmienda consistente en sustituir la frase “dentro de los diez días siguientes a la recepción de la noticia” por “tan pronto sea posible una vez tomado conocimiento”.

Número 9°


Pasó a ser número 8°, sin enmiendas.

Inciso segundo


Sustituir el guarismo “7°” por “6°”, e intercalar, entre “y” y “en caso”, una coma (“,”).

Artículo 525

Inciso primero


Sustituir, en el epígrafe, la palabra “del” por “sobre el”, y “de” por “del”.

Inciso segundo


- Sustituir la palabra “del”, la primera vez que aparece, por “sobre el”, y “de”, la segunda vez que aparece, por “del”.


- Suprimir la frase “, salvo que sean inexcusables”.

Inciso tercero


Sustituirlo por los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos, pasando el actual inciso cuarto a ser inciso quinto:


“Si el siniestro no se ha producido, y el contratante hubiere incurrido inexcusablemente en errores, reticencias o inexactitudes determinantes del riesgo asegurado en la información que solicite el asegurador de acuerdo al número 1° del artículo anterior, el asegurador podrá rescindir el contrato. Si los errores, reticencias o inexactitudes del contratante no revisten alguna de dichas características, el asegurador podrá proponer una modificación a los términos del contrato, para adecuar la prima o las condiciones de la cobertura a las circunstancias no informadas. Si el asegurado rechaza la proposición del asegurador o no le da contestación dentro del plazo de diez días contado desde la fecha de envío de la misma, este último podrá rescindir el contrato. En este último caso, la rescisión se producirá a la expiración del plazo de treinta días contado desde la fecha de envío de la respectiva comunicación.


Si el siniestro se ha producido, el asegurador quedará exonerado de su obligación de pagar la indemnización si proviene de un riesgo que hubiese dado lugar a la rescisión del contrato de acuerdo al inciso anterior, y en caso contrario, tendrá derecho a rebajar la indemnización en proporción a la diferencia entre la prima pactada y la que se hubiese convenido en el caso de conocer el verdadero estado del riesgo.

Artículo 526


Sustituirlo por el siguiente:


“Art. 526. Agravación de riesgos asegurados. El asegurado, o contratante en su caso, deberá informar al asegurador los hechos o circunstancias que agraven sustancialmente el riesgo declarado, y sobrevengan con posterioridad a la celebración del contrato, dentro de los cinco días siguientes de haberlos conocido, siempre que por su naturaleza, no hubieren podido ser conocidos de otra forma por el asegurador.


Se presume que el asegurado conoce las agravaciones de riesgo que provienen de hechos ocurridos con su directa participación.


Si el siniestro no se ha producido, el asegurador, dentro del plazo de treinta días a contar del momento en que hubiere tomado conocimiento de la agravación de los riesgos, deberá comunicar al asegurado su decisión de rescindir el contrato o proponer una modificación a los términos del mismo, para adecuar la prima o las condiciones de la cobertura de la póliza. Si el asegurado rechaza la proposición del asegurador o no le da contestación dentro del plazo de diez días contado desde la fecha de envío de la misma, este último podrá dar por rescindido el contrato. En este último caso, la rescisión se producirá a la expiración del plazo de treinta días contado desde la fecha de envío de la respectiva comunicación.


Si el siniestro se ha producido sin que el asegurado, o el contratante en su caso, hubieren efectuado la declaración sobre la agravación de los riesgos señalada en el inciso primero, el asegurador quedará exonerado de su obligación de pagar la indemnización respecto de las coberturas del seguro afectadas por el agravamiento. No obstante, en caso que la agravación del riesgo hubiera conducido al asegurador a celebrar el contrato en condiciones más onerosas para el asegurado, la indemnización se reducirá proporcionalmente a la diferencia entre la prima convenida y la que se hubiera aplicado de haberse conocido la verdadera entidad del riesgo.


Estas sanciones no se aplicarán si el asegurador, por la naturaleza de los riesgos, hubiere debido conocerlos y los hubiere aceptado expresa o tácitamente.


Salvo en caso de agravación dolosa de los riesgos, en todas las situaciones en que, de acuerdo a los incisos anteriores, haya lugar a la terminación del contrato, el asegurador deberá devolver al asegurado la proporción de prima correspondiente al período en que, como consecuencia de ella, quede liberado de los riesgos.


Excepto en la modalidad de los seguros de accidentes personales, las normas sobre la agravación de riesgos no tendrán aplicación en los seguros de personas.”.

Artículo 536


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 536. Extinción y disminución de los riesgos. El seguro termina si el riesgo se extingue después de celebrado el contrato.


Si disminuye el riesgo asegurado la prima se ajustará al riesgo que efectivamente asuma el asegurador desde el momento en que éste tome conocimiento de ello. Esta norma no tendrá aplicación en los seguros de personas, salvo en la modalidad de accidentes personales.”.

Artículo 539


Suprimir el inciso final.

Artículo 541

Inciso primero


Sustituir “dos” por “cuatro”.

Inciso cuarto


Sustituir la palabra “contractual” por lo siguiente: “, y en los seguros a que se refiere el artículo 570, dicho plazo no será inferior al de la acción que tenga el tercero perjudicado en contra del asegurado”.

Artículo 542

Inciso segundo


Sustituir el guarismo “1.000” por “200”.

Artículo 543


Incorporar el siguiente inciso final, nuevo:


“Las compañías de seguros deberán remitir a la Superintendencia de Valores y Seguros, copia autorizada de las sentencias definitivas que se pronuncien sobre materias propias de la presente ley, recaídas en los procesos en que hayan sido parte, las cuales quedarán a disposición del público.”.

Artículo 547


Sustituir las expresiones “de su valor” por “del valor de cada interés”.

Artículo 553


Sustituir, en el inciso segundo, las expresiones “en caso de” por “si existiera un”, y agregar una coma (“,”) a continuación de la palabra “siniestro”.


Intercalar el siguiente artículo 570, nuevo:


“Art. 570. Concepto. Por el seguro de responsabilidad civil, el asegurador se obliga a indemnizar los daños y perjuicios causados a terceros, de los cuales sea civilmente responsable el asegurado, por un hecho y en los términos previstos en la póliza.


En el seguro de responsabilidad civil, el asegurador pagará la indemnización al tercero perjudicado, en virtud de sentencia ejecutoriada, o de transacción judicial o extrajudicial celebrada por el asegurado con su consentimiento.”.

Artículo 570


Pasó a ser artículo 571, con la siguiente enmienda:


Sustituir la palabra “inmediato” por “en tiempo razonable”.

Artículo 571


Pasó a ser artículo 572, sin enmiendas.

Intercalar el siguiente artículo 573, nuevo:


“Art. 573. Defensa del asegurado. El asegurador tiene el derecho de asumir la defensa judicial del asegurado frente a la reclamación del tercero. Si la asume, tendrá la facultad de designar al abogado encargado de ejercerla y el asegurado estará obligado a encomendar su defensa a quien el asegurador le indique. El asegurado prestará al asegurador y a quienes éste encomiende su defensa, toda la información y cooperación que sea necesaria.


No obstante lo anterior, cuando quien reclame esté también asegurado con el mismo asegurador o exista otro conflicto de intereses, éste comunicará inmediatamente al asegurado la existencia de esas circunstancias, sin perjuicio de realizar aquellas diligencias que por su carácter urgente sean necesarias para su defensa. En dichos casos, y también cuando se trate de materia penal, el asegurado podrá optar siempre entre mantener la defensa judicial a cargo del asegurador o encomendar su propia defensa a otra persona. En este último caso, el asegurador responderá de los gastos de defensa judicial hasta el monto pactado en la póliza.”.

Artículo 572


Pasó a ser artículo 574, con una enmienda consistente en suprimir su inciso final.

Artículos 573, 574, 575, 576, 577, 578, 578 y 579


Pasaron a ser artículos 575, 576, 577, 578, 579, 580 y 581, respectivamente, sin enmiendas. 

Artículo 580


Pasó a ser artículo 582, con una enmienda consistente en agregar el siguiente inciso segundo, nuevo:


“Las excepciones o defensas que el tomador oponga al asegurado, alegando que no ha existido incumplimiento de las obligaciones garantizadas por la póliza, no obstarán a que el asegurador pague la indemnización solicitada.”.

Artículo 581


Pasó a ser artículo 583, con una enmienda consistente en sustituir el inciso final por el siguiente:


“Este tipo de seguro podrá ser a primer requerimiento, en cuyo caso la indemnización deberá ser pagada al asegurado dentro del plazo que establece la póliza, sin que la oposición de excepciones pueda ser invocada para condicionar o diferir dicho pago.”.

Artículos 582, 583 y 584


Pasaron a ser artículos 584, 585 y 586, respectivamente, sin enmiendas.

Artículo 585


Pasó a ser artículo 587, con enmiendas consistentes en sustituir los guarismos “583” y “584” por “585” y “586”, respectivamente. 

Artículos 586, 587, 588, 589, 590, 591, 592, 593,

594, 595, 596, 597, 598 y 599


Pasaron a ser artículos 588, 589, 590, 591, 592, 593, 594, 595, 596, 597, 598, 599, 600 y 601, respectivamente, sin enmiendas.

ARTÍCULO 2°

Número 10)


Sustituir su encabezado por el siguiente:


“10) Reemplázase su artículo 1200, por el siguiente:”.

Número 12)


Suprimirlo.

ARTÍCULO 4°

Letra a)


Suprimirla.

Letras b) y c)


Pasaron a ser letras a) y b), respectivamente, sin enmiendas.

Letra d)


Suprimirla.

- - -


Puestas en votación las referidas enmiendas, son aprobadas por 31 votos a favor, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental, respecto del artículo 543, contenido en el artículo 1° del proyecto.

Votan a favor, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Muñoz Aburto, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


"Artículo 1º.- Reemplázase el Título VIII del Libro II del Código de Comercio por el siguiente:

"TITULO VIII

DEL CONTRATO DE SEGURO

Sección Primera. Normas comunes a todo tipo de seguros


Art. 512. Contrato de seguro. Por el contrato de seguro se transfieren al asegurador uno o más riesgos a cambio del pago de una prima, quedando éste obligado a indemnizar el daño que sufriere el asegurado, o a satisfacer un capital, una renta u otras prestaciones pactadas.


Los riesgos pueden referirse a bienes determinados, al derecho de exigir ciertas prestaciones, al patrimonio como un todo y a la vida, salud e integridad física o intelectual de un individuo. No sólo la muerte sino que también la sobrevivencia constituyen riesgos susceptibles de ser amparados por el seguro. Las normas de este título rigen a la totalidad de los seguros privados. No son aplicables a los seguros sociales, a los contratos de salud regulados por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio de Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 2.763, de 1979, y de las leyes N° 18.933 y N° 18.469, ni al seguro de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales.


Art. 513. Definiciones. Para los efectos de la normativa sobre seguros se entenderá por:


a) Asegurado: aquel a quien afecta el riesgo que se transfiere al asegurador.


b) Asegurador: el que toma de su cuenta el riesgo. 


c) Beneficiario: el que, aún sin ser asegurado, tiene derecho a la indemnización en caso de siniestro.


d) Certificado de cobertura o certificado definitivo: documento que da cuenta de un seguro emitido con sujeción a los términos de una póliza de seguro colectivo o flotante.


e) Certificado provisorio: documento que da cuenta de los términos de un contrato de seguro cuya celebración está sujeta a la condición de que el asegurado cumpla con los requisitos estipulados, dentro de un plazo.


f) Contratante, contrayente o tomador: el que celebra el seguro con el asegurador y sobre quien recaen, en general, las obligaciones y cargas del contrato.


g) Deducible: la estipulación por la que asegurador y asegurado acuerdan en que este último soportará a todo evento hasta el monto de la pérdida que se hubiere pactado.


h) Dejación: la transferencia del objeto del seguro en favor del asegurador, en caso de pérdida total.


i) Endoso: la modificación escrita de la póliza, a menos que aparezca que dicho término ha sido empleado en su acepción común.


j) Franquicia: la estipulación por la que asegurador y asegurado acuerdan que aquél soportará la totalidad del daño cuando éste exceda del monto que se hubiere pactado.


k) Garantías: los requisitos destinados a circunscribir o disminuir el riesgo, estipulados en un contrato de seguro como condiciones que deben cumplirse para que haya lugar a la indemnización en caso de siniestro.


l) Infraseguro o seguro insuficiente: aquél en que la cantidad asegurada es inferior al valor del objeto asegurado al momento del siniestro.


m) Interés asegurable: aquel que tiene el asegurado en la no realización del riesgo, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 589 en relación a los seguros de personas.


n) Pérdida total asimilada o constructiva: el abandono razonable del objeto asegurado, ya sea porque la pérdida total efectiva parezca ineludible o porque no es posible evitarla sin incurrir en gastos que excedan las tres cuartas partes de su valor después de efectuado el desembolso.


ñ) Pérdida total real o efectiva: la que destruye completamente o priva irremediablemente del bien asegurado, o de tal modo lo daña que lo hace perder definitivamente la aptitud para el fin a que estaba destinado. Constituirá pérdida total del bien asegurado el siniestro que ocasione un daño de a lo menos tres cuartas partes de su valor.


o) Póliza: el documento justificativo del seguro.


p) Propuesta: la oferta escrita de contratar el seguro, formulada al asegurador por el contratante, el asegurado o por un tercero a su nombre. 


q) Cotización: la oferta escrita del asegurador para celebrar un contrato de seguro.


r) Póliza de seguro flotante: el contrato normativo que da cuenta, en términos generales, de estipulaciones pactadas para relaciones específicas de seguros que van a ser objeto de formalización posterior.


s) Prima: la retribución o precio del seguro.


t) Riesgo: la eventualidad de un suceso que ocasione al asegurado o beneficiario una pérdida o una necesidad susceptible de estimarse en dinero.


u) Seguro a primera pérdida: aquél en el que se estipula que, aún cuando exista infraseguro, el asegurado no soportará parte alguna de la pérdida, salvo en el caso que ésta exceda de la suma asegurada.


v) Seguro celebrado a distancia: aquél que se ha convenido entre las partes mediante cualquier sistema de transmisión y registro digital o electrónico de la palabra escrita o verbal.


w) Seguros colectivos: aquellos que mediante una sola póliza cubren contra los mismos riesgos, a un grupo determinado o determinable de personas.


x) Siniestro: la ocurrencia del riesgo o evento dañoso contemplado en el contrato.


y) Sobreseguro: aquél en que la cantidad asegurada excede del valor del objeto asegurado al momento del siniestro.


Art. 514. Propuesta. La proposición de celebrar un contrato de seguro deberá expresar la cobertura, los antecedentes y circunstancias necesarios para apreciar la extensión de los riesgos.


Para estos efectos, el asegurador deberá entregar al tomador, por escrito, toda la información relativa al contenido del contrato que se celebrará. Esta deberá contener, al menos, el tipo de seguro de que se trata, los riesgos cubiertos y las exclusiones; la cantidad asegurada, forma de determinarla y los deducibles; la prima o método para su cálculo; el período de duración del contrato, así como la explicitación de la fecha de inicio y término de la cobertura.


Art. 515. Celebración y prueba del contrato de seguro. El contrato de seguro es consensual.


La existencia y estipulaciones del contrato se podrán acreditar por todos los medios de prueba que contemplen las leyes, siempre que exista un principio de prueba por escrito que emane de cualquier documento que conste en télex, fax, mensajes de correo electrónico y, en general, cualquier sistema de transmisión y registro digital o electrónico de la palabra escrita o verbal.


No se admitirá al asegurador prueba alguna en contra del tenor de la póliza que haya emitido luego de la perfección del contrato.


Cuando el seguro conste de un certificado de cobertura definitivo, se entenderá que forman parte de éste, los términos y condiciones de la respectiva póliza de seguro flotante.


Art. 516. Modos de contratar el seguro. Seguro por cuenta ajena. El seguro puede ser contratado por cuenta propia, o por la de un tercero en virtud de un poder especial o general, y aún sin su conocimiento y autorización. También podrá contratarse por cuenta de un tercero indeterminado pero determinable, según lo estipulen las partes, individualizando al asegurado en la póliza bajo la fórmula “a quien corresponda”.


Se entiende que el seguro corresponde al que lo ha contratado, toda vez que la póliza no exprese que es por cuenta o a favor de un tercero.


En los seguros por cuenta ajena, si el tomador se encuentra en posesión de la póliza, tiene el derecho a cobrar la indemnización, pero el asegurador tiene derecho a exigir que el tomador acredite previamente el consentimiento del asegurado o demuestre que obra por mandato de éste o en razón de una obligación o interés legal.


Art. 517. Contratación colectiva de seguros. Hay contratación colectiva de seguros en aquellos casos en que mediante una sola póliza se cubra a un grupo determinado o determinable de personas vinculadas con o por el tomador.


En este caso llámase tomador o contratante, a quien celebra el contrato por el grupo asegurado.


A través del tomador, el asegurador deberá entregar a cada uno de los asegurados que se incorporen al contrato de seguro colectivo, una copia de la póliza, o, al menos, un certificado que acredite la cobertura. En el último caso, tanto el asegurador como el tomador y el corredor del seguro, deberán mantener a disposición de los interesados una copia de la póliza.


El asegurador deberá, también, notificar a los asegurados a través del tomador, todas las modificaciones del seguro, las que sólo podrán efectuarse y regir, a partir de la siguiente renovación del contrato. Las modificaciones no informadas serán inoponibles al asegurado.


En tal evento, el asegurado podrá renunciar al contrato mediante comunicación escrita dirigida al asegurador, dentro de los diez días siguientes de recibida la notificación, en cuyo caso deberá restituirse la prima que se hubiere abonado desde la modificación.


Si la comunicación de renuncia se hubiere presentado ante el tomador o el intermediario, se presumirá su conocimiento por el asegurador a contar de la fecha de su presentación.


El tomador es responsable de los daños causados por su actuación en las pólizas colectivas en que intervenga, sin perjuicio de la responsabilidad del asegurador por las gestiones que hubiere encomendado. El asegurador no podrá oponer al asegurado los errores, omisiones o deficiencias del tomador.


En este tipo de contratos de seguro, la indemnización de los siniestros cede a favor del asegurado afectado por ellos, o del beneficiario, en su caso.


Art. 518. Menciones de la póliza. La póliza de seguro deberá expresar, a lo menos:


1. La individualización del asegurador, la del asegurado y la del contratante si no fuere el mismo asegurado. Si se hubiere designado beneficiario, se indicará su individualización o la forma de determinarlo;


2. La especificación de la materia asegurada;


3. El interés asegurable;


4. Los riesgos que se transfieren al asegurador;


5. La época en que principia y concluye el riesgo para el asegurador;


6. La suma o cantidad asegurada, o el modo de determinarla;


7. El valor del bien asegurado, en caso de haberse convenido;


8. La prima del seguro, y el tiempo, lugar y forma de su pago;


9. La fecha en que se extiende y la firma material o electrónica del asegurador, y


10. La firma del asegurado en aquellas pólizas que lo requieran de acuerdo con la ley.


Se presume que actúan en representación del asegurador, quienes firman las pólizas o documentos que las modifiquen, y que sus firmas son auténticas.


Art. 519. Entrega de la póliza. El asegurador deberá entregar la póliza, o el certificado de cobertura, en su caso, al contratante del seguro o al corredor que la hubiera intermediado, dentro del plazo de cinco días hábiles contado desde la perfección del contrato.


El corredor deberá entregar la póliza al asegurado dentro de los cinco días hábiles siguientes a su recepción.


El incumplimiento de la obligación de entrega de la póliza dará derecho al asegurado a reclamar daños y perjuicios al asegurador, o al corredor en su caso.


Art. 520. Interés asegurable. El asegurado debe tener un interés asegurable, actual o futuro, respecto al objeto del seguro. En todo caso es preciso que tal interés exista al momento de ocurrir el siniestro.


Si el interés no llegare a existir, o cesare durante la vigencia del seguro, el contrato terminará y el asegurado tendrá derecho a la restitución de la parte de la prima no ganada por el asegurador correspondiente al tiempo no corrido.


Art. 521. Requisitos esenciales del contrato de seguro. Nulidad. Son requisitos esenciales del contrato de seguro, el riesgo asegurado, la estipulación de prima y la obligación condicional del asegurador de indemnizar.


La falta de uno o más de estos elementos acarrea la nulidad absoluta del contrato.


Son nulos absolutamente también, los contratos que recaigan sobre objetos de ilícito comercio y sobre aquellos no expuestos al riesgo asegurado o que ya lo han corrido.


Art. 522. Cesión de la póliza. La póliza de seguro puede ser nominativa o a la orden.


La cesión de la póliza nominativa o de los derechos que de ella emanen, requiere de la aceptación del asegurador.


La cesión de la póliza a la orden puede hacerse por simple endoso.


Sin embargo, el crédito del asegurado por la indemnización de un siniestro ya ocurrido, podrá cederse conforme a las normas generales sobre la cesión de créditos.


El asegurador podrá oponer al cesionario o endosatario las excepciones que tenga contra el asegurado o beneficiario.


La cesión de la póliza transfiere al cesionario todos los derechos que para el asegurado emanan del contrato y la ley.


Art. 523. Vigencia de la cobertura. Los términos de la vigencia del contrato serán fijados en la póliza.


En defecto de estipulación sobre el inicio de la cobertura, los riesgos serán de cargo del asegurador a partir del momento en que se perfeccione el contrato.


A falta de estipulación sobre su extinción, corresponderá al tribunal competente determinar hasta cuándo correrán los riesgos por cuenta del asegurador, tomando en consideración la naturaleza del seguro, las cláusulas del contrato, los usos y costumbres y las demás circunstancias pertinentes.


Art. 524. Obligaciones del asegurado. El asegurado estará obligado a:


1º Declarar sinceramente todas las circunstancias que solicite el asegurador para identificar la cosa asegurada y apreciar la extensión de los riesgos;


2° Informar, a requerimiento del asegurador, sobre la existencia de otros seguros que amparen el mismo objeto;


3° Pagar la prima en la forma y época pactadas;


4° Emplear el cuidado y celo de un diligente padre de familia para prevenir el siniestro;


5° No agravar el riesgo y dar noticia al asegurador sobre las circunstancias que lleguen a su conocimiento y que reúnan las características señaladas en el artículo 526;


6° En caso de siniestro, tomar todas las providencias necesarias para salvar la cosa asegurada o para conservar sus restos;


7° Notificar al asegurador, tan pronto sea posible una vez tomado conocimiento, de la ocurrencia de cualquier hecho que pueda constituir o constituya un siniestro, y


8° Acreditar la ocurrencia del siniestro denunciado, y declarar fielmente y sin reticencia, sus circunstancias y consecuencias.


El asegurador deberá reembolsar los gastos en que razonablemente haya incurrido el asegurado para cumplir las obligaciones expresadas en el número 6° y, en caso de siniestro inminente, también la que prescribe el número 4º. El reembolso no podrá exceder la suma asegurada.


Si el tomador del seguro y el asegurado son personas distintas, corresponde al tomador el cumplimiento de las obligaciones del contrato, salvo aquellas que por su naturaleza deben ser cumplidas por el asegurado.


Las obligaciones del tomador podrán ser cumplidas por el asegurado.


Art. 525. Declaración sobre el estado del riesgo. Para prestar la declaración a que se refiere el número 1 del artículo anterior, será suficiente que el contratante informe al tenor de lo que solicite el asegurador, sobre los hechos o circunstancias que conozca y sirvan para identificar la cosa asegurada y apreciar la extensión del riesgo.


Convenido el contrato de seguro sin que el asegurador solicite la declaración sobre el estado del riesgo, éste no podrá alegar los errores, reticencias o inexactitudes del contratante, como tampoco aquellos hechos o circunstancias que no estén comprendidos en tal solicitud.


Si el siniestro no se ha producido, y el contratante hubiere incurrido inexcusablemente en errores, reticencias o inexactitudes determinantes del riesgo asegurado en la información que solicite el asegurador de acuerdo al número 1° del artículo anterior, el asegurador podrá rescindir el contrato. Si los errores, reticencias o inexactitudes del contratante no revisten alguna de dichas características, el asegurador podrá proponer una modificación a los términos del contrato, para adecuar la prima o las condiciones de la cobertura a las circunstancias no informadas. Si el asegurado rechaza la proposición del asegurador o no le da contestación dentro del plazo de diez días contado desde la fecha de envío de la misma, este último podrá rescindir el contrato. En este último caso, la rescisión se producirá a la expiración del plazo de treinta días contado desde la fecha de envío de la respectiva comunicación. 


Si el siniestro se ha producido, el asegurador quedará exonerado de su obligación de pagar la indemnización si proviene de un riesgo que hubiese dado lugar a la rescisión del contrato de acuerdo al inciso anterior, y en caso contrario, tendrá derecho a rebajar la indemnización en proporción a la diferencia entre la prima pactada y la que se hubiese convenido en el caso de conocer el verdadero estado del riesgo.


Estas sanciones no se aplicarán si el asegurador, antes de celebrar el contrato, ha conocido los errores, reticencias o inexactitudes de la declaración o hubiere debido conocerlos; o si después de su celebración, se allana a que se subsanen o los acepta expresa o tácitamente.


Art. 526. Agravación de riesgos asegurados. El asegurado, o contratante en su caso, deberá informar al asegurador los hechos o circunstancias que agraven sustancialmente el riesgo declarado, y sobrevengan con posterioridad a la celebración del contrato, dentro de los cinco días siguientes de haberlos conocido, siempre que por su naturaleza, no hubieren podido ser conocidos de otra forma por el asegurador.


Se presume que el asegurado conoce las agravaciones de riesgo que provienen de hechos ocurridos con su directa participación.


Si el siniestro no se ha producido, el asegurador, dentro del plazo de treinta días a contar del momento en que hubiere tomado conocimiento de la agravación de los riesgos, deberá comunicar al asegurado su decisión de rescindir el contrato o proponer una modificación a los términos del mismo, para adecuar la prima o las condiciones de la cobertura de la póliza. Si el asegurado rechaza la proposición del asegurador o no le da contestación dentro del plazo de diez días contado desde la fecha de envío de la misma, este último podrá dar por rescindido el contrato. En este último caso, la rescisión se producirá a la expiración del plazo de treinta días contado desde la fecha de envío de la respectiva comunicación.


Si el siniestro se ha producido sin que el asegurado, o el contratante en su caso, hubieren efectuado la declaración sobre la agravación de los riesgos señalada en el inciso primero, el asegurador quedará exonerado de su obligación de pagar la indemnización respecto de las coberturas del seguro afectadas por el agravamiento. No obstante, en caso que la agravación del riesgo hubiera conducido al asegurador a celebrar el contrato en condiciones más onerosas para el asegurado, la indemnización se reducirá proporcionalmente a la diferencia entre la prima convenida y la que se hubiera aplicado de haberse conocido la verdadera entidad del riesgo.


Estas sanciones no se aplicarán si el asegurador, por la naturaleza de los riesgos, hubiere debido conocerlos y los hubiere aceptado expresa o tácitamente.


Salvo en caso de agravación dolosa de los riesgos, en todas las situaciones en que, de acuerdo a los incisos anteriores, haya lugar a la terminación del contrato, el asegurador deberá devolver al asegurado la proporción de prima correspondiente al período en que, como consecuencia de ella, quede liberado de los riesgos.


Excepto en la modalidad de los seguros de accidentes personales, las normas sobre la agravación de riesgos no tendrán aplicación en los seguros de personas.


Art. 527. De la prima. El asegurador gana la prima desde el momento en que los riesgos comienzan a correr por su cuenta, y tendrá derecho a percibir o retener su totalidad en caso que fuera procedente la indemnización por un siniestro de pérdida total o finalizase la vigencia de acuerdo con el artículo 523. Convenida la vigencia de la cobertura por un plazo determinado, la prima se devengará proporcionalmente al tiempo transcurrido.


La prima puede consistir en una cantidad de dinero, en la entrega de una cosa o en un hecho estimable en dinero.


Salvo pacto en contrario, el pago de la prima se hará al entregarse la póliza, el certificado de cobertura o el endoso, según corresponda, y deberá hacerse en el domicilio del asegurador o en el de sus representantes, agentes o diputados para el cobro.


Art. 528. No pago de la prima. La falta de pago de la prima producirá la terminación del contrato a la expiración del plazo de quince días contado desde la fecha de envío de la comunicación que, con ese objeto, dirija el asegurador al asegurado y dará derecho a aquél para exigir que se le pague la prima devengada hasta la fecha de terminación y los gastos de formalización del contrato.


Producida la terminación, la responsabilidad del asegurador por los siniestros posteriores cesará de pleno derecho, sin necesidad de declaración judicial alguna.


Art. 529. Obligaciones del asegurador. Además de la contemplada en el artículo 519, el asegurador contrae las siguientes obligaciones:


1) Cuando el seguro fuere contratado en forma directa, sin intermediación de un corredor de seguros: prestar asesoría al asegurado, ofrecerle las coberturas más convenientes a sus necesidades e intereses, ilustrarlo sobre las condiciones del contrato y asistirlo durante toda la vigencia, modificación y renovación del contrato y al momento del siniestro. Cuando el seguro se contrate en esta forma, el asegurador será responsable de las infracciones, errores y omisiones cometidos y de los perjuicios causados a los asegurados.


2) Indemnizar el siniestro cubierto por la póliza.


Art. 530. Riesgos que asume el asegurador. El asegurador responde de los riesgos descritos en la póliza, con excepción de las situaciones expresamente excluidas por ella.


A falta de estipulación, el asegurador responde de todos los riesgos que por su naturaleza correspondan, salvo los excluidos por la ley.


Art 531. Siniestro. Presunción de cobertura y excepciones. El siniestro se presume ocurrido por un evento que hace responsable al asegurador.


El asegurador puede acreditar que el siniestro ha sido causado por un hecho que no lo constituye en responsable de sus consecuencias, según el contrato o la ley.


Art. 532. Época del siniestro. Si el siniestro se iniciare durante la vigencia del seguro y continuare después de expirada, el asegurador responderá del importe íntegro de los daños. Pero si principiare antes y continuare después que los riesgos hubieren comenzado a correr por cuenta del asegurador, éste no será responsable del siniestro.


Art. 533. Pluralidad de causas de un siniestro. Si el siniestro proviene de varias causas, el asegurador será responsable de la pérdida si cualquiera de las causas concurrentes corresponde a un riesgo cubierto por la póliza.


Art. 534. Subrogación. Por el pago de la indemnización, el asegurador se subroga en los derechos y acciones que el asegurado tenga en contra de terceros en razón del siniestro.


El asegurador no tendrá derecho a la subrogación contra el causante del siniestro que sea cónyuge o pariente consanguíneo del asegurado en toda la línea recta y hasta el segundo grado inclusive de la línea colateral, y por todas aquellas personas por las que el asegurado deba responder civilmente. Sin embargo, procederá la subrogación si la responsabilidad proviene de dolo o se encuentra amparada por un seguro, pero sólo por el monto que éste haya cubierto.


El asegurado será responsable por sus actos u omisiones que puedan perjudicar el ejercicio de las acciones en que el asegurador se haya subrogado.


El asegurado conservará sus derechos para demandar a los responsables del siniestro.


En caso de concurrencia de asegurador y asegurado frente a terceros responsables, el recobro obtenido se dividirá entre ambos en proporción a su respectivo interés.


Art. 535. Casos de dolo y culpa grave. El asegurador no está obligado a indemnizar el siniestro que se origine por dolo o culpa grave del asegurado o del tomador en su caso, salvo pacto en contrario para los casos de culpa grave.


Artículo 536. Extinción y disminución de los riesgos. El seguro termina si el riesgo se extingue después de celebrado el contrato.


Si disminuye el riesgo asegurado la prima se ajustará al riesgo que efectivamente asuma el asegurador desde el momento en que éste tome conocimiento de ello. Esta norma no tendrá aplicación en los seguros de personas, salvo en la modalidad de accidentes personales.


Art. 537. Terminación anticipada. Las partes podrán convenir que el asegurador pueda poner término anticipadamente al contrato, con expresión de las causas que lo justifiquen, salvo las excepciones legales.


En todo caso, la terminación del contrato se producirá a la expiración del plazo de treinta días contado desde la fecha de envío de la respectiva comunicación.


El asegurado podrá poner fin anticipado al contrato, salvo las excepciones legales, comunicándolo al asegurador.


La prima se reducirá en forma proporcional al plazo corrido, pero en caso de haber ocurrido un siniestro de pérdida total se entenderá devengada totalmente.


Art. 538. Retracto de un contrato de seguro celebrado a distancia. En los contratos de seguro celebrados a distancia, el contratante o asegurado tendrá la facultad de retractarse dentro del plazo de diez días, contado desde que reciba la póliza, sin expresión de causa ni cargo alguno, teniendo el derecho a la devolución de la prima que hubiere pagado.


Este derecho no podrá ser ejercido si se hubiere verificado un siniestro, ni en el caso de los contratos de seguro cuyos efectos terminen antes del plazo señalado en el inciso precedente.


Art. 539. Otras causales de ineficacia del contrato. El contrato de seguro es nulo si el asegurado, a sabiendas, proporciona al asegurador información sustancialmente falsa al prestar la declaración a que se refiere el número 1° del artículo 524 y se resuelve si incurre en esa conducta al reclamar la indemnización de un siniestro.


En dichos casos, pronunciada la nulidad o la resolución del seguro, el asegurador podrá retener la prima o demandar su pago y cobrar los gastos que le haya demandado acreditarlo, aunque no haya corrido riesgo alguno, sin perjuicio de la acción criminal.


Art. 540. Situaciones en caso de quiebra. Declarada la quiebra del asegurador estando pendiente los riesgos, el asegurado podrá poner fin anticipado al contrato, en cuyo caso tendrá derecho a la devolución proporcional de la prima, o bien a exigir que el concurso afiance el cumplimiento de las obligaciones del fallido.


El asegurador tiene la misma opción si ocurriere la quiebra del asegurado antes de pagarse el total de la prima.


Si el concurso o el síndico no otorgaren la fianza dentro de los cinco días siguientes a la solicitud judicial respectiva, terminará el seguro.


En el caso de quiebra del asegurador, los créditos de los asegurados por siniestros ocurridos con anterioridad a la quiebra gozarán de la preferencia del número 5 del artículo 2472 del Código Civil.


Con todo, los pagos por concepto de reaseguros beneficiarán a los asegurados, cuyos créditos por siniestros preferirán, a cualesquiera otros que se ejercieren en contra del asegurador, sin perjuicio de contribuir a los gastos de administración de la quiebra o liquidación, en su caso.


Art. 541. Prescripción. Las acciones emanadas del contrato de seguro prescriben en el término de cuatro años, contado desde la fecha en que se haya hecho exigible la obligación respectiva.


Fuera de otras causales legales, la prescripción que corre en contra del asegurado se interrumpe por la denuncia del siniestro, y el nuevo plazo regirá desde el momento en que el asegurador le comunique su decisión al respecto.


En el seguro de vida el plazo de prescripción para el beneficiario será de cuatro años y se contará desde que conoce la existencia de su derecho, pero en ningún caso excederá de diez años desde el siniestro.


El plazo de prescripción no puede ser abreviado bajo ninguna forma de caducidad o preclusión, y en los seguros a que se refiere el artículo 570, dicho plazo no será inferior al de la acción que tenga el tercero perjudicado en contra del asegurado.


Art. 542. Carácter imperativo de las normas. Las disposiciones que rigen al contrato de seguro son de carácter imperativo, a no ser que en éstas se disponga otra cosa. No obstante, se entenderán válidas las estipulaciones contractuales que sean más beneficiosas para el asegurado o el beneficiario.


Exceptúanse de lo anterior, los seguros de daños contratados individualmente, en que tanto el asegurado como el beneficiario, sean personas jurídicas y el monto de la prima anual que se convenga sea superior a 200 unidades de fomento, y los seguros de casco y transporte marítimo y aéreo.


Art. 543. Solución de conflictos. Cualquier dificultad que se suscite entre el asegurado, el contratante o el beneficiario, según corresponda, y el asegurador, sea en relación con la validez o ineficacia del contrato de seguro, o con motivo de la interpretación o aplicación de sus condiciones generales o particulares, su cumplimiento o incumplimiento, o sobre la procedencia o el monto de una indemnización reclamada al amparo del mismo, será resuelta por un árbitro arbitrador, nombrado de común acuerdo por las partes cuando surja la disputa. Si los interesados no se pusieren de acuerdo en la persona del árbitro, éste será designado por la justicia ordinaria y, en tal caso, el árbitro tendrá las facultades de arbitrador en cuanto al procedimiento, debiendo dictar sentencia conforme a derecho.


En ningún caso podrá designarse en el contrato de seguro, de antemano, a la persona del árbitro.


En las disputas entre el asegurado y el asegurador que surjan con motivo de un siniestro cuyo monto sea inferior a 10.000 unidades de fomento, el asegurado podrá optar por ejercer su acción ante la justicia ordinaria.


El tribunal arbitral u ordinario a quien corresponda conocer de la causa, tendrá las siguientes facultades:


1° Admitir, a petición de parte, además de los medios probatorios establecidos en el Código de Procedimiento Civil, cualquier otra clase de prueba.


2° Decretar de oficio, en cualquier estado del juicio, las diligencias probatorias que estime conveniente, con citación de las partes.


3° Llamar a las partes a su presencia para que reconozcan documentos o instrumentos, justifiquen sus impugnaciones, pudiendo resolver al respecto, sin que ello implique prejuzgamiento en cuanto al asunto principal controvertido.


4° Apreciar la prueba de acuerdo con las normas de la sana crítica, debiendo consignar en el fallo los fundamentos de dicha apreciación.


Será tribunal competente para conocer de las causas a que diere lugar el contrato de seguro, el del domicilio del beneficiario.


Las compañías de seguros deberán remitir a la Superintendencia de Valores y Seguros, copia autorizada de las sentencias definitivas que se pronuncien sobre materias propias de la presente ley, recaídas en los procesos en que hayan sido parte, las cuales quedarán a disposición del público.


Art. 544. Clasificación de los seguros. Los seguros son de daños o de personas. Los de daños, son reales o patrimoniales.


Sección Segunda. De los seguros de daños.

& 1. Normas generales


Art. 545. Objeto. Los seguros de esta especie tienen por objeto la indemnización de los daños sufridos por el asegurado y pueden recaer sobre cosas corporales, derechos o sobre un patrimonio.


Art. 546. Interés asegurable. Toda persona que tenga un interés patrimonial, presente o futuro, lícito y estimable en dinero, puede celebrar un contrato de seguros contra daños.


Si carece de interés asegurable a la época de sobrevenir un siniestro, el asegurado no podrá reclamar la indemnización; pero en todo caso tendrá el derecho que le otorga el inciso segundo del artículo 520.


Art. 547. Concurrencia de intereses asegurables. Sobre el mismo objeto asegurado pueden concurrir distintos intereses asegurables, los que podrán cubrirse simultánea, alternativa o sucesivamente hasta concurrencia del valor de cada interés.


Art. 548. Aseguramiento de universalidades. Los establecimientos industriales, mineros, agrícolas, comerciales, los cargamentos terrestres, marítimos y aéreos y, en general, las universalidades o conjuntos de bienes que por su ubicación u otra circunstancia sean materia de un mismo seguro, se podrán asegurar con o sin designación específica de los bienes que los contengan o compongan.


Los muebles que constituyen el menaje de una casa pueden ser también asegurados en esa misma forma, salvo los que tengan un gran precio, como las alhajas, cuadros de alto valor, objetos de arte u otros análogos, los cuales serán asegurados con designación específica.


En uno y otro caso el asegurado deberá individualizar los objetos asegurados y justificar su existencia y valor al tiempo del siniestro.


Art. 549. Vicio propio. El asegurador no responderá de la pérdida o daño proveniente de vicio propio de la cosa asegurada, a menos que se estipule lo contrario.


Se entiende por vicio propio el germen de destrucción o deterioro que llevan en sí las cosas por su propia naturaleza o destino, aunque se las suponga de la más perfecta calidad en su especie.


Art. 550. Principio de indemnización. Respecto del asegurado, el seguro de daños es un contrato de mera indemnización y jamás puede constituir para él la oportunidad de una ganancia o enriquecimiento.


Art. 551. Aseguramiento de lucro cesante. Para que el lucro cesante del asegurado esté cubierto, deberá ser pactado expresamente.


Art. 552. Suma asegurada y límite de la indemnización. La suma asegurada constituye el límite máximo de la indemnización que se obliga a pagar el asegurador en caso de siniestro y no representa valoración de los bienes asegurados.


En los seguros reales la indemnización no excederá del valor del bien ni del respectivo interés asegurado al tiempo de ocurrir el siniestro, aun cuando el asegurador se haya constituido responsable de una suma que lo exceda.


Si la cantidad asegurada consistiere en una cuota, se entenderá que ésta se refiere al valor que tenga el objeto asegurado al momento del siniestro.


En los seguros patrimoniales la indemnización no podrá exceder, dentro de los límites de la convención, del menoscabo que sufra el patrimonio del asegurado como consecuencia del siniestro.


Art. 553. Regla Proporcional. Si al momento del siniestro la suma asegurada es inferior al valor del bien, el asegurador indemnizará el daño a prorrata entre la cantidad asegurada y la que no lo esté.


Sin embargo, las partes podrán pactar que no se aplique la regla proporcional prevista en el inciso anterior, en cuyo caso el asegurado no soportará parte alguna del daño si existiera un siniestro, a menos que éste exceda la suma asegurada.


Art. 554. Valoración de la cosa asegurada. En los seguros reales el valor de las cosas aseguradas puede ser establecido mediante una estimación expresamente pactada al momento de celebrarse el contrato.


No constituye valoración convenida la sola enunciación de la suma asegurada, ni la declaración relativa al valor de los bienes hecha unilateralmente por el asegurado en la propuesta o en otros documentos.


Existiendo valoración pactada, la determinación del daño indemnizable se hará a partir de tal valor, no teniendo aplicación el artículo 552.


El valor pactado sólo podrá ser impugnado por las partes cuando la estipulación adolezca de un vicio del consentimiento.


Establecida la procedencia de la impugnación, la suma asegurada y la prima serán reducidas hasta concurrencia del verdadero valor de la cosa asegurada.


Art. 555. Seguros a valor de reposición. En los seguros reales, al tiempo de contratar el seguro, las partes podrán estipular que el pago de la indemnización se hará sobre la base del valor de reposición o de reemplazo del bien asegurado, sin exceder del límite de la suma asegurada. Tratándose de mercaderías, podrán acordar que la indemnización corresponda a su precio de venta en el mercado.


Art. 556. Efectos de la pluralidad de seguros. Cuando se hubiere contratado más de un seguro que cubra la misma materia, interés y riesgo, el asegurado podrá reclamar a cualquiera de los aseguradores el pago del siniestro, según el respectivo contrato, y a cualquiera de los demás, el saldo no cubierto. El conjunto de las indemnizaciones recibidas por el asegurado, no podrá exceder el valor del objeto asegurado.


Si el asegurado ha recibido más de lo que le correspondía, tendrán derecho a repetir en su contra aquellas aseguradoras que hubieren pagado el exceso. Asimismo, tendrán derecho a cobrar perjuicios si mediare mala fe del asegurado.


Al denunciar el siniestro, el asegurado debe comunicar a todos los aseguradores con quienes hubiere contratado, los otros seguros que lo cubran.


El asegurador que pagare el siniestro, tiene derecho a repetir contra los demás la cuota que les corresponda en la indemnización, según el monto que cubran los respectivos contratos.


Art. 557. Coaseguro. Existe coaseguro cuando, con el consentimiento del asegurado, dos o más aseguradores convienen en asegurar en común un determinado riesgo. En tal caso, cada asegurador es obligado al pago de la indemnización en proporción a su respectiva cuota de participación.


Si se emite una sola póliza, se presumirá que el coasegurador que la emite es mandatario de los demás para todos los efectos del contrato.


Art. 558. Sobreseguro. Si la suma asegurada excede el valor del bien asegurado, cualquiera de las partes podrá exigir su reducción, así como la de la prima, salvo el caso en que se hubiere pactado dicho valor conforme al artículo 554.


Si ocurriere un siniestro en tales circunstancias, la indemnización cubrirá el daño producido, de acuerdo con el valor efectivo del bien.


Si el sobreseguro proviene de mala fe del asegurado, el contrato será nulo, no obstante lo cual el asegurador tendrá derecho a la prima a título de pena, sin perjuicio de la acción criminal a que hubiere lugar.


Art. 559. Transmisión del seguro. Transmitida la propiedad de la cosa asegurada por título universal o singular, el seguro correrá en provecho del causahabiente desde el momento en que los riesgos le correspondan, a menos que el seguro hubiere sido consentido por el asegurador en consideración a la persona del causante. Terminado el seguro por esta causa, se aplicará lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 520.


Art. 560. Transferencia del seguro. Si el objeto del seguro o el interés asegurable fueren transferidos, cesará el seguro de pleno derecho al expirar el término de quince días, contado desde la transferencia, a menos que el asegurador acepte que éste continúe por cuenta del adquirente o que la póliza sea a la orden.


Sin embargo, si el asegurado conservare algún interés en el objeto del seguro, éste continuará a su favor hasta concurrencia de su interés.


Art. 561. Pérdida de la cosa asegurada. La pérdida o destrucción de la cosa asegurada o sobre la cual recae el interés asegurable, provocado por una causa no cubierta por el contrato de seguro, producirá su terminación e impondrá al asegurador la obligación de devolver la prima conforme a lo establecido en el inciso segundo del artículo 520.


Si la pérdida o destrucción fuere parcial, se reducirán la cantidad asegurada y la prima en la proporción que corresponda.


Art. 562. Asegurados obligados a llevar contabilidad. Si los asegurados fueren personas obligadas legalmente a llevar contabilidad, deberán acreditar sus existencias con sus inventarios, libros y registros contables, sin perjuicio del mérito de otras pruebas que las partes pudieren rendir.


Art. 563. Forma de indemnizar. El asegurador deberá indemnizar el siniestro en dinero, a menos que se haya estipulado que pueda hacerlo mediante la reposición o reparación de la cosa asegurada.


Art. 564. Dejación. El asegurado no podrá hacer dejación de las cosas aseguradas, salvo pacto en contrario.


Art. 565. Ejercicio de derechos de terceros sobre la indemnización. La cosa que es materia del seguro será subrogada por la cantidad asegurada para el efecto de ejercitar sobre ésta los privilegios e hipotecas constituidos sobre aquella. 


Para ello, los respectivos acreedores deberán notificar al asegurador de la existencia de sus privilegios o hipotecas.


Las mismas reglas se aplicarán cuando la cosa asegurada haya sido objeto de medida precautoria, embargo, o esté afecta a derecho legal de retención.

& 2. Del seguro contra incendio


Art. 566. Concepto. Por el seguro contra incendio, el asegurador se obliga a indemnizar los daños materiales que sufran los objetos asegurados por la acción directa del incendio y los que sean una consecuencia inmediata del mismo, como los causados por el calor, el humo, el vapor o por los medios empleados para extinguirlo o contenerlo; y las demoliciones que sean necesarias u ordenadas por la autoridad competente. También podrán contratarse, como una extensión o ampliación a la cobertura de incendio, seguros adicionales que protejan al asegurado contra otros riesgos.


Art. 567. Contenido de la póliza. Además de las enunciaciones que exige el artículo 518, la póliza deberá expresar la ubicación, destino y uso de los inmuebles asegurados, y de los edificios colindantes, en cuanto estas circunstancias puedan influir en la estimación de los riesgos.


Iguales menciones deberá contener la póliza respecto a los inmuebles en que se encuentren colocados o almacenados los bienes muebles, cuando el seguro verse sobre estos últimos.

& 3. De los seguros de robo, hurto y otras sustracciones


Art. 568. Perjuicios asegurables por este tipo de seguros. Podrán asegurarse los perjuicios causados por la sustracción de cosas, mediante la comisión de los delitos u otras conductas ilegítimas que la póliza señale.


Podrán también cubrirse por este seguro los daños que resulten por destrucción o deterioro del objeto asegurado o del lugar en que éste se encuentre, siempre que ellos hayan sido ocasionados durante la ejecución del hecho.


Art. 569. Pérdida del derecho a la indemnización. Si el riesgo asegurado consiste en un delito, el asegurador podrá repetir la indemnización pagada si se declara judicialmente que no hubo tal delito.

& 4. Del seguro de responsabilidad civil


Art. 570. Concepto. Por el seguro de responsabilidad civil, el asegurador se obliga a indemnizar los daños y perjuicios causados a terceros, de los cuales sea civilmente responsable el asegurado, por un hecho y en los términos previstos en la póliza.


En el seguro de responsabilidad civil, el asegurador pagará la indemnización al tercero perjudicado, en virtud de sentencia ejecutoriada, o de transacción judicial o extrajudicial celebrada por el asegurado con su consentimiento.


Art. 571. Notificación. El asegurado deberá dar aviso en tiempo razonable al asegurador, de toda noticia que reciba, sea de la intención del tercero afectado o sus causahabientes de reclamar indemnización, o de la amenaza de iniciar acciones en su contra; de las notificaciones judiciales que reciba, y de la ocurrencia de cualquier hecho o circunstancia que pudiere dar lugar a una reclamación en su contra.


Art. 572. Extensión de la cobertura. A menos que estén amparados por una cobertura especial, el monto asegurado comprende tanto los daños y perjuicios causados a terceros, como los gastos y costas del proceso que éstos o sus causahabientes promuevan en contra del asegurado.


Salvo pacto en contrario, la póliza no cubre el importe de las cauciones que deba rendir el asegurado, ni las multas o sanciones pecuniarias a que sea condenado.


Art. 573. Defensa del asegurado. El asegurador tiene el derecho de asumir la defensa judicial del asegurado frente a la reclamación del tercero. Si la asume, tendrá la facultad de designar al abogado encargado de ejercerla y el asegurado estará obligado a encomendar su defensa a quien el asegurador le indique. El asegurado prestará al asegurador y a quienes éste encomiende su defensa, toda la información y cooperación que sea necesaria.


No obstante lo anterior, cuando quien reclame esté también asegurado con el mismo asegurador o exista otro conflicto de intereses, éste comunicará inmediatamente al asegurado la existencia de esas circunstancias, sin perjuicio de realizar aquellas diligencias que por su carácter urgente sean necesarias para su defensa. En dichos casos, y también cuando se trate de materia penal, el asegurado podrá optar siempre entre mantener la defensa judicial a cargo del asegurador o encomendar su propia defensa a otra persona. En este último caso, el asegurador responderá de los gastos de defensa judicial hasta el monto pactado en la póliza.


Art. 574. Transacción. Se prohíbe al asegurado aceptar la reclamación contraria o transigir judicial o extrajudicialmente con el tercero afectado, sin previa aceptación del asegurador. El incumplimiento de esta obligación, exime al asegurador de la obligación de indemnizar.


No constituye incumplimiento la circunstancia de que el asegurado, en las declaraciones que formule, reconozca hechos verídicos de los que se derive su responsabilidad.

& 5. Del seguro de transporte terrestre


Art. 575. Concepto y extensión de la cobertura. Por el seguro de transporte terrestre, el asegurador se obliga a indemnizar los daños materiales que sufran las mercaderías y los medios utilizados para embalarlas, durante su carga, descarga o conducción por vía terrestre.


Salvo pacto en contrario, la cobertura del seguro comprenderá el depósito transitorio de las mercaderías y la inmovilización del vehículo o su cambio durante el viaje, cuando dichos eventos se deban a circunstancias propias del transporte y no hayan sido causados por algunos de los acontecimientos excluidos por la póliza.


Art. 576. Formas y vigencia de la cobertura. El seguro de transporte terrestre puede contratarse por viaje o por un tiempo determinado.


Salvo pacto en contrario, el seguro comienza desde que se entregan las mercaderías al porteador y termina cuando se entregan al consignatario en el punto de destino.


A menos que el seguro sea por viaje, la entrega al consignatario debe efectuarse dentro del plazo previsto en la póliza.


Art. 577. Normas supletorias. En los casos no previstos en el presente párrafo se aplicarán las disposiciones contenidas en el Título VII del Libro III de este Código, "De los Seguros Marítimos".

& 6. Del seguro de pérdida de beneficios


Art. 578. Concepto y alcances. Por el seguro de pérdida de beneficios, el asegurador se obliga a indemnizar al asegurado la disminución de ingresos y utilidades que hubiera alcanzado en la actividad descrita en la póliza, de no haberse producido el siniestro.


El asegurador puede, además, cubrir los gastos generales que haya de seguir desembolsando el asegurado cuando el establecimiento quede paralizado total o parcialmente a consecuencia del siniestro y los gastos extraordinarios realizados con la finalidad de reanudar las actividades.

& 7. Del seguro de crédito


Art. 579. Concepto. Por el seguro de crédito el asegurador se obliga a indemnizar al asegurado las pérdidas que experimente por el incumplimiento de una obligación de dinero.


Art. 580. Procedencia del reclamo de indemnización. Habrá lugar al pago del seguro:


a) Cuando el deudor haya sido declarado en quiebra mediante resolución judicial firme.


b) Cuando haya celebrado con sus acreedores, convenios regulados por la Ley de Quiebras que le otorguen condonaciones.


c) Cuando habiendo sido demandado ejecutivamente, se establezca que el deudor no posee bienes suficientes para solucionar la deuda o que, por su ocultamiento, se haga imposible la prosecución del juicio.


d) Si el asegurado y el asegurador acuerdan que el crédito resulta incobrable.


e) En los demás casos que acuerden las partes.


Art. 581. Gastos de cobranza. Las partes podrán convenir que, además del monto de la deuda impaga, la suma asegurada cubra también los gastos originados por las gestiones de cobranza y cualesquiera otros.

& 8. Del seguro de caución


Art. 582. Concepto. Por el seguro de caución el asegurador se obliga a indemnizar al asegurado los daños patrimoniales sufridos en caso de incumplimiento por el tomador del seguro o afianzado, de sus obligaciones legales o contractuales. Todo pago hecho por el asegurador deberá serle reembolsado por el tomador del seguro.


Las excepciones o defensas que el tomador oponga al asegurado, alegando que no ha existido incumplimiento de las obligaciones garantizadas por la póliza, no obstarán a que el asegurador pague la indemnización solicitada.


Art. 583. Obligaciones del asegurado. Tan pronto el tomador o afianzado incurra en una acción u omisión que pueda dar lugar a una obligación que deba ser cubierta por el asegurador, el asegurado deberá tomar todas las medidas pertinentes para impedir que dicha obligación se haga más gravosa y para salvaguardar su derecho a reembolso, en especial, interponer las acciones judiciales correspondientes.


El incumplimiento de estas obligaciones dará lugar, según su gravedad, a la reducción de la indemnización o la resolución del contrato.


Este tipo de seguro podrá ser a primer requerimiento, en cuyo caso la indemnización deberá ser pagada al asegurado dentro del plazo que establece la póliza, sin que la oposición de excepciones pueda ser invocada para condicionar o diferir dicho pago.

& 9. Del contrato de reaseguro


Art. 584. Concepto. Por el contrato de reaseguro el reasegurador se obliga a indemnizar al reasegurado, dentro de los límites y modalidades establecidos en el contrato, por las responsabilidades que afecten su patrimonio como consecuencia de las obligaciones que éste haya contraído en uno o más contratos de seguro o de reaseguro.


El reaseguro que ampara al reasegurador toma el nombre de retrocesión.


En estos contratos, servirán para interpretar la voluntad de las partes los usos y costumbres internacionales sobre reaseguros.


Art. 585. Autonomía. El reaseguro no altera en forma alguna el contrato de seguro. No puede el asegurador diferir el pago de la indemnización de un siniestro al asegurado, en razón del reaseguro.


Art. 586. Acciones del asegurado en contra del reasegurador. El reaseguro no confiere acción directa al asegurado en contra del reasegurador, salvo que en el contrato de reaseguro se disponga que los pagos debidos al asegurado por concepto de siniestros se hagan directamente por el reasegurador al asegurado o, en caso que producido el siniestro el asegurador directo ceda al asegurado los derechos que emanen del contrato de reaseguro para cobrarle al reasegurador.


Ninguna de estas convenciones exonerará al asegurador directo de su obligación de pagar el siniestro al asegurado.


Art. 587. Normas imperativas del reaseguro. Las disposiciones de los artículos 585 y 586 son de carácter imperativo.

Sección Tercera. De los seguros de personas


Art. 588. Conceptos. Son seguros de personas los que cubren los riesgos que puedan afectar la existencia, la integridad física o intelectual, la salud de las personas y los que garantizan a éstas, dentro o al término de un plazo, un capital o una renta temporal o vitalicia.


Por el seguro de vida el asegurador se obliga, conforme a la modalidad y límites establecidos en el contrato, a pagar una suma de dinero al contratante o a los beneficiarios, si el asegurado muere o sobrevive a la fecha estipulada.


Se denomina renta vitalicia a la modalidad del seguro de vida mediante la cual el asegurador recibe del contratante un capital y se obliga a pagarle a él o sus beneficiarios una renta hasta la muerte de aquél o de éstos.


Por el seguro de accidentes personales el asegurador se obliga, conforme a las modalidades estipuladas, a indemnizar al asegurado o a sus beneficiarios, las lesiones corporales, la incapacidad o la muerte que éste sufra a consecuencias de un accidente.


Por el seguro de salud, o las modalidades de otros seguros que incluyan dicha cobertura, el asegurador se obliga a pagar, en la forma estipulada en el contrato, los gastos médicos, clínicos, farmacéuticos, de hospitalización u otros en que el asegurado incurra, si éste o sus beneficiarios requiriesen de tratamiento médico a consecuencia de enfermedad o accidente.


Art. 589. Interés asegurable en los seguros de personas. Los seguros de personas pueden ser contratados por el propio asegurado o por cualquiera que tenga interés. El seguro de vida puede estipularse sobre la vida propia o la de un tercero, tanto para el caso de muerte como para el de sobrevivencia o ambos conjuntamente.


En los seguros para el caso de muerte, si son distintas las personas del tomador del seguro y del asegurado, será preciso el consentimiento escrito de este último, con indicación del monto asegurado y de la persona del beneficiario. No se podrá contratar un seguro para el caso de muerte, sobre la cabeza de menores de edad o de incapacitados.


Los seguros contratados en contravención a estas normas serán absolutamente nulos y el asegurador estará obligado a restituir las primas percibidas, pudiendo retener el importe de sus gastos, si ha actuado de buena fe.


Art. 590. Declaraciones y exámenes de salud. El asegurador sólo podrá requerir antecedentes relativos a la salud de una persona en la forma establecida en el artículo 525, pudiendo solicitar la práctica de exámenes médicos de acuerdo a lo establecido en la ley.


Art. 591. Enfermedades y dolencias preexistentes. Sólo podrán considerarse preexistentes aquellas enfermedades, dolencias o situaciones de salud diagnosticadas o conocidas por el asegurado o por quien contrata en su favor.


Art. 592. lndisputabilidad. Transcurridos dos años desde la iniciación del seguro, el asegurador no podrá invocar la reticencia o inexactitud de las declaraciones que influyan en la estimación del riesgo, excepto cuando hubieren sido dolosas.


Art. 593. Designación de beneficiario. La designación del beneficiario podrá hacerse en la póliza, en una posterior declaración escrita comunicada al asegurador o en testamento.


Si al momento de la muerte real o presunta del asegurado no hubiere beneficiarios ni reglas para su determinación, se tendrá por tales a sus herederos. Los beneficiarios que sean herederos conservarán dicha condición aunque repudien la herencia.


La misma disposición se aplicará cuando el asegurado y el beneficiario único mueran simultáneamente, o se ignore cuál de ellos ha muerto primero.


La designación del cónyuge como beneficiario se entenderá hecha al que lo sea en el momento del fallecimiento del asegurado.


Art. 594. Pluralidad de beneficiarios. Si la designación se hace en favor de varios beneficiarios, la prestación convenida se distribuirá, salvo estipulación en contrario, por partes iguales. Cuando se haga en favor de los herederos, la distribución tendrá lugar en proporción a la cuota hereditaria, salvo pacto en contrario. La parte no adquirida por un beneficiario acrecerá a los demás.


Art. 595. Revocación del beneficiario. El contratante del seguro puede revocar la designación de beneficiario en cualquier momento, a menos que haya renunciado a ésta facultad por escrito. En este último caso, para cambiar al beneficiario designado deberá obtener su consentimiento.


La revocación deberá hacerse en la misma forma establecida para la designación.


Art. 596. Derechos del beneficiario. El monto de las indemnizaciones de los seguros sobre la vida cede exclusivamente en favor del beneficiario.


Para todos los efectos legales, el derecho del beneficiario nace en el momento del siniestro previsto en la póliza, y a partir de él podrá reclamar del asegurador la prestación convenida.


En la póliza de seguro se regularán, cuando procedan, los derechos de rescate y de reducción de la suma asegurada, de modo que el asegurado pueda conocer en todo momento el correspondiente valor de rescate o de reducción.


También deberá quedar regulada en la póliza, la concesión de anticipos al tomador sobre la prestación asegurada.


Art. 597. Cesión y prenda. Excepto si se ha designado beneficiario irrevocable, el contratante podrá ceder o pignorar la póliza. La cesión o la prenda solo serán oponibles al asegurador siempre y cuando éste haya sido notificado de ellas por escrito y por medio de un ministro de fe. La cesión y la pignoración de la póliza implican la revocación de la designación de beneficiario.


Art. 598. Provocación del siniestro y suicidio. El siniestro causado dolosamente por el beneficiario, privará a éste del derecho a la prestación establecida en el contrato, sin perjuicio de la acción criminal a que hubiere lugar.


Salvo pacto en contrario, el riesgo de suicidio del asegurado sólo quedará cubierto a partir de dos años de la celebración del contrato, o de haber estado vigente el seguro por igual plazo en virtud de sucesivas renovaciones.


Art. 599. Ausencia o desaparición del asegurado. Salvo estipulación en contrario, la mera ausencia o desaparición del asegurado no hacen exigibles la prestación convenida.


Art. 600. Revocación del contrato. En los seguros de vida le estará prohibido al asegurador poner término anticipado al contrato a su sola voluntad.


Art. 601. Coberturas Patrimoniales. Las modalidades de seguro que cubran gastos médicos, clínicos, quirúrgicos, farmacéuticos u otros que tengan carácter de daño patrimonial, se regularán por las normas de los seguros de daños, a menos que sean contrarias a su naturaleza.".


Artículo 2°. Introdúcense las siguientes modificaciones en el Título VII del Libro III del Código de Comercio:


1) Reemplázase su artículo 1158, por el siguiente:


"Art. 1158. Se aplicarán a los seguros de que trata este Título, salvo en las materias que regule de otra manera, las disposiciones de las secciones primera y segunda del Título VIII del Libro II de este Código.".


2) Incorpórase en su artículo 1160 el siguiente número 3°, nuevo, pasando los actuales números 3º y 4º , a ser 4º y 5º , respectivamente:


"3° Instalaciones y maquinarias destinadas a cumplir faenas de carga, descarga, estiba y atención de naves y cualquier otro bien que las partes estimen expuesto a riesgos relacionados con el mar;".


3) Reemplázase su artículo 1164, por el siguiente:


"Art. 1164. Puede tomar un seguro marítimo toda persona que tenga interés en la conservación de la cosa asegurada mientras corra los riesgos de esa clase, sea que ese interés afecte directamente a su patrimonio o a determinadas obligaciones suyas con relación a la cosa asegurada.


Se entiende que una persona tiene interés en evitar los riesgos marítimos, cuando ella está en cualquier relación legal o de hecho respecto a los bienes expuestos a estos riesgos y que, como consecuencia de esa relación, pueda ser afectada por los daños, pérdida, detención o demora en la llegada de dichos bienes, o por incurrir en una responsabilidad con respecto a los mismos.".


4) Derógase su artículo 1168.


5) Derógase su artículo 1170.


6) Reemplázase su artículo 1173, por el siguiente:


"Art. 1173. La celebración y prueba del contrato de seguro marítimo se regirá por lo dispuesto en el artículo 515 de este Código.".


7) Reemplázase su artículo 1176, por el siguiente:


"Art. 1176. En el caso de las obligaciones señaladas en el artículo 525 de este Código, el asegurado deberá informar cabalmente al asegurador, antes de perfeccionarse el contrato, de toda circunstancia relativa a los riesgos que se propone asegurar y que sea conocida por él.


Se presume conocida del asegurado toda circunstancia que no pueda ignorar en el curso ordinario de sus negocios.


La obligación de informar no está limitada a responder los cuestionarios del asegurador.


La reticencia, inexactitud o falsedad de información que se juzgue importante para determinar la naturaleza y extensión del riesgo, produce la nulidad del seguro.".


8) Sustitúyese su artículo 1177 por el siguiente:


"Art. 1177. Para tener derecho a la indemnización, el asegurado deberá acreditar:


1° La existencia del contrato de seguro;


2° El embarque de los objetos asegurados, en su caso;


3° La pérdida, gastos o perjuicios reclamados, o la responsabilidad, en su caso, y


4° La ocurrencia del siniestro denunciado, y declarar sinceramente y sin reticencia, sus circunstancias y consecuencias.".


9) Reemplázase el inciso primero de su artículo 1189, por el siguiente:


"Salvo que la póliza disponga otra cosa, existirá pérdida total asimilada, cuando el objeto asegurado sea razonable y definitivamente abandonado, ya sea porque la pérdida total efectiva parezca inevitable o porque no es posible evitar su pérdida, sin incurrir en un gasto que exceda del valor de dicho objeto después de efectuado el desembolso.".


10) Reemplázase su artículo 1200, por el siguiente:


"Artículo 1200.- En los seguros de responsabilidad, el asegurado deberá poner en conocimiento del asegurador cualquier reclamo de que sea objeto y que pueda comprometer la responsabilidad de éste. Estará además obligado a adoptar todas las medidas de defensa que fueren procedentes.".


11) Elimínase en el inciso primero de su artículo 1201 la palabra "Sólo", iniciando con mayúscula el vocablo “en” que sigue a continuación. 


Artículo 3°. Agrégase en el artículo 470 del Código Penal el siguiente numeral 10°, nuevo:


"10° A los que maliciosamente obtuvieren para sí, o para un tercero, el pago total o parcialmente indebido de un seguro, sea simulando la existencia de un siniestro, provocándolo intencionalmente, presentándolo ante el asegurador como ocurrido por causas o en circunstancias distintas a las verdaderas, ocultando la cosa asegurada o aumentando fraudulentamente las pérdidas efectivamente sufridas.


Si no se verifica el pago indebido por causas independientes de su voluntad, se aplicará el mínimo o, en su caso, el grado mínimo de la pena.


La pena se determinará de acuerdo con el monto de lo indebidamente solicitado.”. 


Artículo 4°. Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 251, de 1931, del  Ministerio de Hacienda:


a) Derógase su artículo 26.


b) Agrégase en su artículo 29, el siguiente inciso segundo:


"No obstante, producida una controversia sobre reaseguros, las partes podrán acordar que ella se resuelva conforme a las normas sobre arbitraje mercantil internacional previstas en la ley chilena.".


Artículo transitorio.- La presente ley comenzará a regir el primer día del séptimo mes siguiente al de su publicación.".

_______

Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos y establece adecuaciones en la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia, con informes de las Comisiones de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía y de Constitución, Legislación, Justicia

y Reglamento

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley precedentemente individualizado, correspondiente al Boletín Nº 8.207-07, con urgencia calificada de “suma”.


Destaca que el objetivo que persigue esta iniciativa es crear, en el interior del Ministerio de Justicia, la Subsecretaría de Derechos Humanos, con la finalidad de asesorar y colaborar en la elaboración de planes y programas y en la toma de decisiones relativas a la promoción y protección de los derechos humanos.


Asimismo, establece un Comité Interministerial de Derechos Humanos, integrado por los titulares de seis Secretarías de Estado y presidido por el Ministro de Justicia, cuya misión principal será asesorar al Primer Mandatario en la determinación de los lineamientos de la política intersectorial en materia de derechos humanos.


Pone de relieve que la primera de las Comisiones citadas acogió la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores Larraín Fernández, Letelier y Ruiz-Esquide.


Por su parte, la segunda de ellas hizo otro tanto, con la concurrencia de los Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín Fernández y Walker (don Patricio).


Hace presente que los números 1, letra f); 2, 3, 5, 7, 8, 9 y 10 del artículo 1° tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales.

- - -


El señor Presidente pone en discusión en general el proyecto, concediendo el uso de la palabra a la señora Ministra de Justicia y a los Honorables Senadores señor Larraín Fernández y señoras Pérez San Martín, Alvear y Allende.


Cerrado el debate y puesto en votación en general el proyecto, es aprobado por 34 votos a favor, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto de los números 1, letra f); 2, 3, 5, 7, 8, 9 y 10 del artículo 1° de la iniciativa.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín Fernández, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Letelier, Ruiz-Esquide, Walker (don Patricio), Espina, Sabag y Tuma.

- - -


La Sala acuerda que el plazo de indicaciones sea hasta el día 18 de marzo de 2013, a las 12 horas.


A petición del Honorable Senador señor Larraín Fernández, la Sala resuelve que, en segundo informe, el proyecto sea considerado en comisiones unidas de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado en general es el que se contiene en el primer informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece el pago de un beneficio a favor de los trabajadores portuarios eventuales que indica, con certificado de la Comisión de

Hacienda

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley precedentemente individualizado, que tiene el Boletín Nº 8.682-13.


Hace presente que el artículo 2° de la iniciativa debe ser aprobado con quórum calificado, en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 8° de la Carta Fundamental, por cuanto la Tesorería General de la República estará obligada a guardar reserva de la información que requiera.


Explica que el objetivo de esta iniciativa es establecer el pago de un beneficio a favor de aquellos trabajadores portuarios eventuales respecto de quienes se verificaron diversas dificultades relativas a la retención de sus impuestos a la renta.


Indica que el proyecto, sometido a votación en general por la Comisión de Hacienda, fue aprobado por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Rincón y señores Frei, García, Lagos y Novoa.

- - -


Seguidamente, se pone en votación en general el proyecto, que es aprobado por 30 votos a favor, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Carta Fundamental, respecto del artículo 2° de la iniciativa.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Girardi, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores García, Chahuán, Bianchi, Muñoz Aburto y Sabag.


Concluida la votación, interviene la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social.

- - -


Luego, el señor Presidente, en virtud de lo dispuesto en el artículo 120 del Reglamento, lo declara aprobado también en particular, con la misma votación anterior.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo 1°.- Las personas que cumplan con los siguientes requisitos copulativos tendrán derecho, por única vez, al pago de un beneficio que se determinará de acuerdo a las reglas de la presente ley:


1.- Haber prestado, en alguno de los 132 meses continuos y anteriores al mes de octubre del 2010, o bien, desde el último mes anterior a esa fecha en que registre un turno, servicios como trabajador portuario eventual, regido por las normas del Título II, del Capítulo I, del párrafo 2°, artículo 133 y siguientes del Código del Trabajo, para una empresa portuaria o de muellaje que tenga como giro la estiba y desestiba de mercadería dentro de un recinto portuario. El período señalado en ningún caso podrá abarcar meses anteriores al año 1981.


2.- Habérsele retenido, en uno o más de los meses del período indicado en el numeral anterior, cantidades en exceso por concepto de Impuesto Único de Segunda Categoría en virtud de su actividad como trabajador portuario eventual.


3.- Que los beneficiarios se encuentren con vida a la fecha de publicación de la presente ley.


El monto del beneficio a que se refiere este artículo, será calculado de oficio por la Tesorería General de la República a cada persona y procederá únicamente respecto de los meses en que ésta registre cotizaciones previsionales que hubiesen sido enteradas por una empresa portuaria o de muellaje. Para estos efectos, dichos meses deberán formar parte del período de 132 meses a que se refiere el numeral 1.- del inciso precedente, el que se determinará para cada persona según su situación particular y que se contará ininterrumpidamente hacia atrás en el tiempo, partiendo por el último mes en que dicha persona registre un turno como trabajador portuario eventual. Con todo, el mes más reciente que podrá ser considerado para cada trabajador en su período de 132 meses, será el mes de septiembre de 2010 y el mes más antiguo, el mes de enero de 1981.


Para la determinación del monto a pagar a cada beneficiario se utilizará la información disponible de las entidades señaladas en el artículo siguiente, que permita realizar el cálculo de los montos efectivamente retenidos en exceso en los meses continuos del periodo a que se refiere el número 1.- del inciso primero de este artículo.


Artículo 2°.- La Tesorería General de la República podrá requerir al Servicio de Impuestos Internos, al Instituto de Previsión Social, a las administradoras de fondos de pensiones, a las mutualidades de empleadores, a la Superintendencia de Pensiones, a la Superintendencia de Seguridad Social, a la Dirección del Territorio Marítimo, a las empresas que hayan contratado trabajadores portuarios eventuales en las condiciones y período señalado en el artículo anterior, y a cualquiera otra entidad pública o privada, la información que registren acerca de la condición de trabajador portuario eventual de una o más personas, de las remuneraciones obtenidas, del monto de los impuestos retenidos y cualquier otro antecedente con que cuenten que permita la comprobación de los requisitos para la procedencia y cálculo del monto del beneficio a que se refiere esta ley. Dichas personas y entidades estarán obligadas a entregar los antecedentes señalados. Para estos fines, las entidades requeridas no se encontrarán sometidas a las normas de reserva de información que las afecten. Con todo, la Tesorería General de la República estará obligada a guardar la debida reserva de la referida información.


Artículo 3°.- En el caso que la Tesorería General de la República no cuente con los antecedentes suficientes para realizar el cálculo de los montos efectivamente retenidos en exceso, por no existir la información requerida conforme al artículo anterior o ser ésta incompleta, el beneficio correspondiente al mes en que se verifique dicha situación y aquel derivado de todos los meses anteriores a éste, hasta completar el período señalado en el inciso primero del artículo 1°, será determinado por la Tesorería General de la República, para cada beneficiario, conforme a la fórmula de cálculo señalada en el presente artículo. Este beneficio sólo procederá respecto de los meses pertenecientes al período en que el beneficiario registre cotizaciones previsionales que hubiesen sido enteradas por una empresa portuaria o de muellaje.


La información que se considerará para estos efectos, comprenderá la retención consignada en las declaraciones realizadas por los empleadores respecto del Impuesto Único de Segunda Categoría; la información de remuneraciones y cotizaciones previsionales de cada beneficiario, proporcionadas por las entidades a que se refiere el inciso primero del artículo 2°; y la nómina de trabajadores entregada por la Dirección del Territorio Marítimo.


La fórmula a que alude el inciso primero se elaborará conforme a las siguientes reglas:


1.- Con los datos y resultados con los cuales se realizó el cálculo de las cantidades retenidas en exceso conforme al artículo 1° de esta ley, se elaborará una tabla. Dicha tabla contendrá segmentos de renta tributable mensual expresados en tramos de un centésimo de unidad tributaria mensual, de menor a mayor. En caso de lagunas de información, estas se completarán con los promedios de los datos disponibles. Esta tabla relacionará cada segmento con el promedio de turnos día por mes, la escala de impuesto único a la renta vigente en dicho mes y el promedio del monto retenido por las empresas.


2.- Se solicitará a las entidades previsionales, del sistema público o privado, la renta imponible del mes de cada beneficiario y la cotización previsional de su cargo y asimismo las comisiones o gastos no tributables pagados por aquel a dichas entidades desde enero de 1981 hasta septiembre del 2010. Conforme a esta información y la tasa de cada cotización obligatoria de salud, se calculará la renta tributable mensual de cada beneficiario.


3.- Con la renta tributable de cada mes, expresada en unidades tributables mensuales, obtenida según lo establecido en el numeral 2.- anterior, se extraerá de la tabla señalada en el numeral 1.-, en forma individual por cada beneficiario, la información de turnos día y montos retenidos correspondientes a dicha renta. Con el conjunto de datos señalados y utilizando la tabla de impuesto establecido en el artículo 42 N° 1 de la Ley de Impuesto a la Renta para el periodo mensual del mes y año que corresponda, se calculará el monto del impuesto que le habría correspondido pagar a cada beneficiario.


4.- Finalmente, el impuesto determinado en el numeral 3.- anterior, se comparará con el monto promedio retenido por las empresas, información extraída de la tabla señalada en el numeral 1.- anterior, y se establecerá el monto a pagar a cada beneficiario en el mes, expresado en unidades tributarias mensuales del periodo.


Artículo 4°.- Las cantidades determinadas de conformidad con los artículos 1° y 3° de esta ley, se expresarán en unidades tributarias mensuales, utilizando su valor en el periodo mensual correspondiente. Dicho valor se convertirá a pesos según el valor de la unidad tributaria mensual vigente en la oportunidad en que se ponga a disposición del beneficiario el pago respectivo.


Artículo 5°.- En caso que de los antecedentes disponibles de conformidad a los artículos 1°, 3° y 7° se determine que el beneficiario registra otras rentas distintas que las provenientes de su actividad de trabajador portuario eventual, dichas rentas deberán ser consideradas para determinar si efectivamente le fueron retenidos impuestos en exceso a dicho beneficiario.


Artículo 6°.- El beneficio contenido en esta ley no será constitutivo de renta para su beneficiario.


Artículo 7°.- Dentro del plazo de 90 días contado desde la fecha de publicación de esta ley, la Tesorería General de la República pondrá a disposición de cada beneficiario y por medios electrónicos, el monto del beneficio de cada mes y la información utilizada para su determinación, debiendo publicar en un diario de circulación nacional la fecha desde la cual se encuentra disponible la información señalada. Dicho servicio adoptará las medidas que aseguren que esta información pueda ser consultada únicamente por el beneficiario o por quien este designe. La información deberá estar disponible por un plazo de 30 días.


Dentro de los 45 días siguientes a la fecha en que dicha información se encuentre disponible, los beneficiarios podrán solicitar a la Tesorería General de la República la revisión del monto determinado, o bien, su inclusión como beneficiario en caso que no se les haya considerado como tales. A dicha solicitud deberán acompañarse los siguientes medios de prueba que acrediten la efectividad de los hechos en que funda su solicitud:


1.- Copia autorizada de declaraciones juradas sobre impuestos retenidos, presentadas por la empresa ante el Servicio de Impuestos Internos.


2.- Copia autorizada u original de certificados de cotizaciones previsionales.


3.- Copia autorizada de nóminas de trabajadores portuarios emitidas por la Dirección de Territorio Marítimo en que conste la condición de trabajador portuario eventual.


4.- Copia autorizada o el original de certificados otorgados por las empresas de muellajes que dé cuenta del o los contratos de trabajo del beneficiario, período o períodos de vigencia, remuneraciones obtenidas e impuestos retenidos.


En contra de lo resuelto por la Tesorería General de la República, el interesado sólo podrá deducir el recurso de reposición, dentro del plazo de 30 días.


Dentro de los 45 días siguientes al vencimiento del plazo para recurrir de reposición sin que dicho recurso se hubiere impetrado, o bien, desde la notificación de la resolución que resuelve la reposición interpuesta, la Tesorería General de la República deberá proceder al pago del beneficio si ello resulta procedente.


Los plazos a que se refiere este artículo, serán de días corridos.


Artículo 8°.- La Tesorería General de la República podrá celebrar convenios con otras entidades, para efectuar el pago del beneficio establecido en esta ley a través de ellas. Asimismo, podrá efectuar el pago del beneficio mediante depósito en la cuenta corriente, de ahorro a plazo o a la vista que posea el beneficiario, o bien, mediante vale vista electrónico. Para estos efectos, la Tesorería General de la República solicitará al beneficiario la información necesaria para proceder al pago del beneficio.


Artículo 9°.- La Tesorería General de la República, para efectos de lo dispuesto en la presente ley, establecerá junto al Ministerio del Trabajo y Previsión Social, mecanismos de cooperación para evaluar la implementación del beneficio establecido en esta ley, en especial, su determinación, los montos de los beneficios calculados y el conjunto de trabajadores favorecidos o excluidos del beneficio.


Artículo 10.- Acogida una solicitud de devolución, imputación o compensación de cantidades retenidas en exceso a título del Impuesto Único establecido en el artículo 42 N°1 de la Ley de Impuesto a la Renta, respecto de alguno de los meses del período indicado en el inciso segundo del artículo 1° con anterioridad al pago del beneficio establecido en la presente ley, dicho beneficio se reducirá respecto de los meses en que dicha solicitud fue acogida. Esta información será solicitada por la Tesorería General de la República al Servicio de Impuestos Internos antes de efectuar el pago del beneficio.


Una vez pagado el beneficio, se perderá el derecho a solicitar devolución, compensación o imputación de cantidades retenidas en exceso al beneficiario a título del Impuesto Único establecido en el artículo 42 N° 1 de la Ley sobre Impuesto a la Renta y por los meses que se otorgó dicho beneficio. El Servicio de Impuestos Internos deberá, por tanto, rechazar cualquier solicitud de devolución, compensación o imputación de dichas cantidades.


Artículo 11.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley, se financiará con cargo a la Partida Presupuestaria del Tesoro Público.”.

_________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que permite la introducción de la televisión digital terrestre, con segundo informe de las Comisiones de Transportes y Telecomunicaciones y de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, unidas, e informe de

la Comisión de Hacienda


El señor Presidente, junto con anunciar que corresponde continuar ocupándose de la iniciativa de la referencia, solicita la autorización de la Sala para el ingreso del Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, y del asesor legislativo de esa Subsecretaría, señor Andrés Rodríguez. Se accede.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley que tiene el Boletín N° 6.190-19 y urgencia calificada de “suma”.

- - -


A continuación, se ponen en votación las modificaciones que introdujeron las Comisiones unidas relativas a los párrafos segundo y siguientes de la letra m), contenida en la letra f) -que pasaría a ser g)-, del número 8 del artículo 1° del proyecto, las cuales, son aprobadas por 25 votos a favor, un voto en contra y dos abstenciones, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Votan positivamente, los Honorables Senadores señoras Allende, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Kuschel, Letelier, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto favorable, los Honorables Senadores señor Chahuán, señora Von Baer y señores Pizarro, Espina y Letelier.


Vota por la negativa, el Honorable Senador señor Lagos, quien fundamenta su decisión.


Se abstienen, los Honorables Senadores señores Gómez y Rossi, quienes, también, fundamentan su decisión.

- - -


Seguidamente, se pone en discusión la enmienda propuesta por las Comisiones unidas referida al inciso primero del artículo 13, contenido en el número 9 del artículo 1° del proyecto.


El señor Secretario General señala que en el número 9, las Comisiones unidas proponen reemplazar el artículo 13 de la ley que crea el Consejo Nacional de Televisión. Tal modificación fue aprobada por mayoría de votos.


Hace notar que sobre esta materia existe un reciente fallo del Tribunal Constitucional. En efecto, añade, la norma fue aprobada por la Cámara de Diputados y, luego, fue objeto de un requerimiento ante la mencionada instancia. Esta lo aprobó y declaró inconstitucional el número 9 del artículo único del proyecto que tenía un solo inciso. La disposición objetada prohibía lo relativo a las encuestas, pues con ello se violaba la autonomía de las respectivas estaciones televisivas al impedir los sistemas de medición de audiencia en línea.


Destaca que el Senado aprobó en este número otra disposición de varios incisos. Recuerda que el Honorable Senador señor Novoa pidió votación separada de los incisos cuarto y quinto, que inciden en la situación señalada y que fuera reparada por el Tribunal Constitucional.


Sin perjuicio de ello, explica que se formuló una indicación renovada -la número 183- para agregar un inciso final.


Sobre el particular, intervienen el señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones y los Honorables Senadores señores Gómez, Letelier, García y Chahuán.

- - -


Luego, el señor Presidente señala que ha terminado el Orden del Día, quedando pendiente la discusión de este asunto.

_________

PETICIONES DE OFICIOS


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señoras Allende, Pérez San Martín y Rincón y señores Horvath, Navarro y Uriarte, han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Senadores indicados, en conformidad con el Reglamento del Senado.

_________


Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 101ª, ESPECIAL, EN MIÉRCOLES 6 DE MARZO DE 2013


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Escalona.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín y Rincón y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Concurren, asimismo, los Ministros de Economía, Fomento y Turismo, y de Justicia, señor Pablo Longueira y señora Patricia Pérez, respectivamente.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________


Se deja constancia de que se cuenta con 38 Senadores en ejercicio.

__________

CUENTA

Oficio


De S. E. el Presidente de la República, con el que solicita el acuerdo del Senado para designar como Ministros suplentes del Tribunal Constitucional a los señores Alan Bronfman Vargas y Christian Suárez Crothers (Boletín N° S 1.556-05) (con la urgencia del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental).


-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Informe


De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, sobre evaluación de la aplicación de la ley N° 20.084, que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal, en sus cinco primeros años de vigencia (Boletín Nº S 1.555-14).


-- Se toma conocimiento.
- - -


Enseguida, el señor Presidente saluda al General Director de Carabineros de Chile, al General Jefe de la V Zona Valparaíso y a otros oficiales del Alto Mando de dicha institución, que nos acompañan en las tribunas.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

______________

ORDEN DEL DÍA

Analizar la aplicación de la ley N° 20.084, que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal, en sus

cinco primeros años de vigencia



El señor Presidente anuncia que procede ocuparse del asunto de la referencia.



Acto seguido, y en lo relativo a la materia objeto de la sesión, se otorga la palabra al Honorable Senador señor Larraín Fernández, quien, en su intervención, se refiere al informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento -del que se diera cuenta hoy- sobre evaluación de la aplicación de la ley N° 20.084, que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal, en sus cinco primeros años de vigencia (Boletín Nº S 1.555-14).



Seguidamente, hacen uso de la palabra la señora Ministra de Justicia y los Honorables Senadores señores Rossi, Orpis, Walker (don Patricio) y Espina, señoras Alvear y Pérez San Martín y señor Gómez.

- - -



Luego, y a petición del Honorable Senador señor Larraín Fernández, la Sala acuerda, por unanimidad, aprobar el aludido informe y oficiar a S.E. el Presidente de la República a fin de remitirle copia del mismo, solicitándole el envío de las iniciativas legales que permitan introducir las modificaciones correspondientes en el mencionado cuerpo legal, al tenor de los ajustes propuestos y consignados en aquél. Finalmente, se encarga a la Secretaría de la Corporación la preparación de un documento -de edición sencilla- que recoja los materiales contenidos en el informe, que serán de utilidad para las personas e instituciones que trabajan en este ámbito.

- - -



Inmediatamente, el señor Presidente anuncia que, habiéndose cumplido el objetivo de la sesión, ésta se levanta.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 102ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 6 DE MARZO DE 2013


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Escalona, del Vicepresidente, Honorable Senador señor Navarro, y, en calidad de accidentales, de los Honorables Senadores señora Rincón y señor García-Huidobro.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, Frei, García, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Concurren, asimismo, los Ministros Secretario General de la Presidencia; de Economía, Fomento y Turismo, y de Desarrollo Social, señores Cristián Larroulet, Pablo Longueira y Joaquín Lavín, respectivamente. Asisten, también, el Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, y el asesor legislativo de dicha Subsecretaría, señor Andrés Rodríguez.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________


Se deja constancia de que se cuenta con 38 Senadores en ejercicio.

- - -

ACTAS


Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 97ª, ordinaria, de 22 de enero, 98ª, especial, y 99ª, ordinaria, ambas de 23 de enero, todas del año 2013, que no han sido observadas.

_________

CUENTA

Mensajes


Dos de S. E. el Presidente de la República: 


Con el primero, retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “discusión inmediata”, al proyecto de ley que introduce mejoras en el régimen del personal del Servicio Médico Legal (Boletín Nº 8.129-07).


Con el segundo, hace presente la urgencia, calificada de “simple”,  para la tramitación del proyecto de ley sobre medidas de seguridad en pasarelas, pasos sobre nivel y puentes que cruzan carreteras (Boletín N° 8.201-09).


-- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Envía copia de resoluciones, recaídas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto de las siguientes disposiciones:


1. Artículo 5, N° 3°, del Código de Justicia Militar.


2. Artículo 16 B de la ley Nº 18.410, que crea la Superintendencia de Electricidad y Combustibles.


3. Artículos 277 y 320 del Código Procesal Penal, respecto de las oraciones que en cada caso se señalan.


4. Artículo 988, inciso segundo, del Código Civil, anterior a la entrada en vigencia de la ley N° 19.585, en la parte que se indica.


5. Artículo 132, incisos undécimo y duodécimo, en relación con los artículos 63, inciso segundo, y 64, disposiciones todas del Código Tributario.


6. Artículos 292, inciso final, y 492, inciso segundo, del Código del Trabajo.


-- Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.  


Remite copia autorizada de las sentencias definitivas pronunciadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de las disposiciones que a continuación se enuncian:


1. Artículo 2.331 del Código Civil.


2. Artículo 3° de la Ley de Impuestos a las Ventas y Servicios,  decreto ley N° 825.


3. Artículo 277, inciso segundo, del Código Procesal Penal, en la oración que especifica.


4. Artículo 5° de la ley N° 20.285, sobre Acceso a la Información Pública.


-- Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos.

Del señor Fiscal Nacional del Ministerio Público


Informa, en respuesta al acuerdo de esta Corporación referente a hechos que le han acontecido al Honorable Senador señor Horvath, el estado de las investigaciones realizadas para esclarecerlos y ratifica la disposición institucional a practicar todas las diligencias conducentes al esclarecimiento de los hechos denunciados y a la determinación de sus responsables.

Del señor Ministro (S) de Relaciones Exteriores


Contesta tres acuerdos adoptados por el Senado sobre los asuntos que a continuación se señalan:


1.- El adoptado a requerimiento del Honorable Senador señor Chahuán, referente a la ratificación por Chile de los convenios internacionales que señala, en materia de tráfico ilícito de bienes culturales y medidas para lograr la restitución de los mismos en caso de robo o exportación ilegal (Boletín N° S 1.490-12).


2.- El requerido por los Honorables Senadores señores Pizarro, Ruiz-Esquide, Walker, don Ignacio, Walker, don Patricio, y Zaldívar, en relación con la muerte en prisión del disidente cubano don Wilmar Villar Mendoza y en demanda del cese de la violación de los derechos humanos en Cuba (Boletín N° S 1.447-12).


3.- El propuesto por los Honorables Senadores señores Walker, don Patricio, Chahuán, Coloma, Horvath, Larraín Fernández, Prokurica, Rossi y Walker, don Ignacio, con el que se solicita interceder ante el Gobierno de la República de Cuba para que autorice el viaje de la señora Rosa María Payá a Chile donde cursará un diplomado universitario (Boletín Nº S 1.545-12).


Responde petición de antecedentes, formulada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, respecto de la Declaración del Reino Unido e Irlanda del Norte que nombra al sector sur del territorio reclamado por ese país como “Tierra de la Reina Isabel”, dada a conocer el 18 de diciembre de 2012.

De la señora Ministra de Justicia


Contesta acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Honorables Senadores señor Walker, don Patricio, señora Alvear y señores Larraín Fernández y Letelier, que propone el aumento del presupuesto destinado a niños, niñas y adolescentes incorporados en programas ambulatorios o residenciales (Boletín N° S 1.487-12).

Del señor Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Energía


Responde solicitud de información, cursada en nombre de la Honorable Senadora señora Allende, relativa a las condiciones de licitación de las obras para unir los sistemas interconectados Norte Grande y Centro Sur.

Del señor Jefe de Gabinete del Ministro de Hacienda


Expone, por encargo del señor Ministro, el planteamiento de esa Secretaría de Estado, ante los acuerdos del Senado que a continuación se señalan:


1.- El propuesto por los Honorables Senadores señor Letelier, señoras Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Gómez, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Quintana, Sabag, Tuma, Walker, don Patricio, y Zaldívar, sobre adopción de medidas administrativas y legislativas que beneficien a los deudores de créditos CORFO para la educación y suspendan los procedimientos de cobranza judicial (Boletín N° S 1.475-12).


2.- El requerido por los Honorables Senadores señor Bianchi, señoras Allende y  Rincón y señores Horvath, Larraín Peña, Muñoz Aburto y Zaldívar, para que se declare zona geográfica aislada a las provincias de la Antártica Chilena, Tierra del Fuego y Última Esperanza y autorice la instalación de una zona franca en aquéllas, en especial, para la venta de combustibles (Boletín Nº S 1.520-12).


Asimismo, transmite respuesta de esa Secretaría de Estado a la petición, remitida en nombre del Honorable Senador señor Kuschel, para que se estudie la conveniencia de enviar a trámite legislativo la nueva ley de casinos que considere la situación de las siete comunas en que operaron originalmente estos establecimientos. 


-- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informe


Segundo informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica la ley Nº 19.132, de Televisión Nacional de Chile, ampliando el giro de la empresa (Boletín Nº 8.273-15). 


-- Queda para Tabla.

Moción


De los Honorables Senadores señor Rossi, señora Rincón y señores Bianchi y Quintana, con la que se da inicio a un proyecto de ley que regula la explotación de máquinas de azar con fines de diversión y esparcimiento (Boletín N° 8.820-06).


-- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.

Declaración de inadmisibilidad


Moción de los Honorables Senadores señores Prokurica, Cantero, Chahuán, Frei y Orpis, con la que proponen un proyecto de ley que regula la implementación de un Plan de Compensaciones Sociales y Económicas por la instalación y operación de Centrales de Generación Termoeléctricas y modifica otras normas.


-- Se declara inadmisible por contener materias de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, conforme lo disponen los números 1° y 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

Proyecto de acuerdo


De los Honorables Senadores señor Navarro, señora Allende y señores Girardi, Lagos, Letelier, Quintana y Rossi, con el que solicitan a S. E. el Presidente de la República que envíe a tramitación legislativa un proyecto de ley que posibilite la condonación por el Servicio de Impuestos Internos de las multas e intereses de los contribuyentes que sean micro, pequeñas o medianas empresas (Boletín N° S 1.557-12). 


-- Queda para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

Solicitud de desarchivo


Del Honorable Senador señor Bianchi, con la que requiere el acuerdo de la Sala en aquel sentido, respecto de los siguientes proyectos de ley: 


1.- El que modifica la responsabilidad penal de gendarmes y reclusos en caso de riñas con resultado de lesiones graves o muerte (Boletín N° 4.163-07).


2.- El que modifica el artículo 445 del Código de Procedimiento Civil, declarando inembargables los bienes básicos para el funcionamiento de las micro, pequeñas y medianas empresas hasta el valor de ciento cincuenta unidades tributarias mensuales (Boletín N° 5.089-07).


3.- El que modifica el Código Procesal Penal en materia de medidas de protección a las víctimas y testigos (Boletín N° 5.126-07).


4.- El que modifica el Código Penal, en lo relativo a la circunstancia agravante de la responsabilidad criminal de los que cometen delitos en contra de funcionarios públicos (Boletín N° 5.451-07).


5.- El que modifica ley N° 20.000,  con el fin de sancionar a quienes promueven el consumo de drogas estupefacientes o sustancias psicotrópicas (Boletín N° 5.477-07).


6.- El que regula los derechos de las alumnas de establecimientos de educación superior, en situación de embarazo o maternidad (Boletín 5.482-04).


7.- El que modifica el Código de Procedimiento Penal, en lo relativo al conocimiento de las diligencias efectuadas por un tribunal, en el caso que indica (Boletín N° 5.622-07).


8.- El que modifica el artículo 50 de la Ley General de Pesca y Acuicultura, estableciendo la participación de las organizaciones de pescadores artesanales en la declaración de región contigua (Boletín N° 5.829-03).


9.- El que exceptúa de la aplicación de normas de crianza, tenencia y adiestramiento de perros potencialmente peligrosos, a las instituciones que indica (Boletín N° 5.847-11).


10.- Sobre proceso de recursos hidrobiológicos (Boletín N° 5.903-03).


11.- El que otorga competencia para conocer de la acción de divorcio al tribunal de familia del domicilio del demandante (Boletín N° 5.916-07).


12.- El relativo a la información personal que verse sobre obligaciones de carácter económico, financiero, bancario o comercial de los adultos mayores (Boletín N° 5.999-07).


13.- El que elimina la diferenciación según sexo en la estructura de las tablas de factores que determinan los precios de los planes de salud (Boletín N° 6.030-11),


14.- El que establece que una de las salas en que se divida la Corte Suprema conocerá exclusivamente de materias laborales y que sus miembros deberán tener experiencia en derecho del trabajo (Boletín N° 6.147-07).


15.- El que sanciona con pena privativa de libertad las conductas contra la libre competencia en los mercados que indica (Boletín N° 6.442-03).


16.- El que establece la incompatibilidad en la propiedad de las empresas concesionarias de servicios básicos en una misma área geográfica (Boletín N° 6.544-03).


17.- El que modifica la ley 19.857, que autoriza el establecimiento de empresas individuales de responsabilidad limitada (Boletín N° 6.788-03).


18.- El que exige el rotulado de alimentos sin gluten (Boletín N° 6.932-11).


19.- El que establece los derechos del usuario de servicios financieros (Boletín N° 7.120-03).


20.- El que permite disponer de bastones especiales para su uso por discapacitados visuales (Boletín N° 7.312-11).


-- Se accede a lo solicitado.

- - -


Acto seguido, la Honorable Senadora señora Allende, solicita recabar el asentimiento de la Sala a fin de remitir oficio, en su nombre, a S.E. el Presidente de la República, con el objeto de que estudie la posibilidad de enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley que considere las ideas contempladas en la Moción que presentara, que incorpora un inciso final al artículo 6° del decreto ley N° 1.350, de 1976, que crea la Corporación del Cobre de Chile, con el objeto de establecer la aprobación de un presupuesto de tres años que dará cuenta del aporte fiscal para la formación de fondos de capitalización y reserva, según se establezca en el Plan Trienal, la cual fuera declarada inadmisible en sesión del día de ayer, por contener materias de iniciativa exclusiva del Jefe del Estado.


Luego, el Honorable Senador señor Prokurica formula idéntica petición, en su nombre y en el de los Honorables Senadores señores Cantero, Chahuán, Frei y Orpis, en relación con la Moción que presentaran, para regular la implementación de un Plan de Compensaciones Sociales y Económicas por la instalación y operación de Centrales de Generación Termoeléctricas, modificando otras normas, también declarada inadmisible por la misma razón previamente consignada.

Se acogen ambas peticiones.

- - -


A continuación, la Sala resuelve considerar en el primer lugar de la sesión ordinaria siguiente el proyecto de ley que introduce modificaciones en el Código Civil y en otros cuerpos legales, con el objeto de proteger la integridad del menor en caso de que sus padres vivan separados (Boletines N°s 5.917-18 y 7.007-18, refundidos).

- - -


Posteriormente, el Honorable Senador señor Larraín Fernández pide recabar el acuerdo de la Sala para que se abra un nuevo plazo de indicaciones al proyecto de ley respecto de comunicación de órdenes de apremio en juicios de alimentos (Boletín N° 7.765-07).


La Sala acuerda que dicho plazo sea hasta las 13 horas del día 12 del mes en curso, en la Secretaría de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

___________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General expresa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado el acuerdo, que la Sala, unánimemente, ratifica, de tratar, como si fuera de Fácil Despacho, en esta sesión, el oficio de la Honorable Cámara de Diputados con el que requiere el consentimiento del Senado para designar como Ministros del Excelentísimo Tribunal Constitucional a los señores Gonzalo Antonio García Pino y Juan José Romero Guzmán (Boletín N° S 1.550-13), que figura en el número 11 de la Tabla.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

ORDEN DEL DÍA

Oficio de la Honorable Cámara de Diputados, con el que requiere el acuerdo del Senado para designar como Ministros del Excelentísimo Tribunal Constitucional a los señores Gonzalo Antonio García Pino y Juan José Romero Guzmán, con informe de la Comisión de Constitución,

Legislación, Justicia y Reglamento

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General expresa que a la sesión en que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento consideró este asunto, que tiene el Boletín N° S 1.550-13, asistieron especialmente invitados los señores García y Romero.


Informa que la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín Fernández, Larraín Peña y Walker (don Patricio), deja constancia de que en la proposición formulada por la Cámara Baja se da cumplimiento a los requisitos y formalidades previstos por el ordenamiento jurídico vigente.


Finalmente, hace presente que la solicitud debe resolverse en votación única y que para su aprobación se requiere el pronunciamiento favorable de los dos tercios de los Senadores en ejercicio.

- - -


Puesto en discusión el oficio de la Honorable Cámara de Diputados, el señor Presidente otorga el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Larraín Fernández, Espina, Larraín Peña y Walker (don Patricio).


Cerrado el debate y sometida a votación la solicitud contenida en dicho oficio, se aprueba por 29 votos a favor, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose así cumplimiento a lo dispuesto en la letra b) del artículo 92 de la Constitución Política.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Uriarte y Walker (don Patricio).


Cabe señalar que, luego, los Honorables Senadores señores Zaldívar y Walker (don Ignacio) expresan su intención de voto favorable.

Queda terminado el tratamiento de este asunto.

_________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que permite la introducción de la televisión digital terrestre, con segundo informe de las Comisiones de Transportes y Telecomunicaciones y de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, unidas, e informe de

la Comisión de Hacienda


El señor Presidente, junto con anunciar que corresponde continuar ocupándose de la iniciativa de la referencia, solicita la autorización de la Sala para el ingreso del Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, y del asesor legislativo de esa Subsecretaría, señor Andrés Rodríguez. Se accede.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley que tiene el Boletín N° 6.190-19 y urgencia calificada de “suma”. Hace presente que en la sesión anterior se había iniciado el debate respecto a la proposición para sustituir el artículo 13 de la ley N° 18.838 y, en primer término, se había considerado lo referido a su inciso primero.
- - -


A continuación, se pone en votación la enmienda relativa al inciso primero del artículo 13, contenido en el número 9 del artículo 1° del proyecto, la que es aprobada por 28 votos a favor, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Votan positivamente, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamenta su voto favorable, la Honorable Senadora señora Von Baer.

- - -


Seguidamente, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Orpis, quien pide el asentimiento de la Sala para considerar una indicación relativa a los incisos cuarto y quinto del artículo 13 en análisis o, en su defecto, el envío del proyecto a las Comisiones unidas para que éstas se pronuncien en relación con la normativa de que tratan estos incisos, de acuerdo a lo dispuesto en el número 7° del artículo 131 del Reglamento de la Corporación.


Sobre el particular, intervienen los Honorables Senadores señores Espina y Zaldívar, señora Von Baer, señor Letelier, señora Pérez San Martín y señores Girardi, Navarro, Chahuán, Novoa, Pizarro, Cantero y García.


En definitiva, la Sala se inclina por la segunda de las alternativas consignadas, fijando plazo de indicaciones hasta las 12 horas del día 12 del mes en curso, en la Secretaría de tales Comisiones.

- - -


Luego, se ponen en votación las enmiendas relativas a los incisos segundo y tercero del artículo 13, contenido en el número 9 del artículo 1° del proyecto, las que son aprobadas por 27 votos a favor, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Votan favorablemente, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar.
- - -


Posteriormente, se pone en discusión la modificación referida al inciso sexto del artículo 13, contenido en el número 9 del artículo 1° del proyecto.


En relación con esta materia, intervienen los Honorables Senadores señores Gómez, Girardi, Navarro, Novoa y Coloma y señora Von Baer y el señor Subsecretario de Telecomunicaciones.


Cerrado el debate y puesta en votación, la modificación es aprobada por 22 votos a favor y 5 en contra, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, Frei, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Votan en contra, los Honorables Senadores señores Girardi, Gómez, Muñoz Aburto, Navarro y Tuma.

- - -


A continuación, se pone en discusión la indicación número 183, renovada, que agrega un inciso final al artículo 13 en examen.


En relación con este asunto, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Navarro, Coloma y Letelier.


Cerrado el debate y puesta en votación la referida indicación, es rechazada por 17 votos en contra y 11 votos a favor.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Von Baer y señores Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Kuschel, Novoa, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundan su voto en contra, los Honorables Senadores señores Chahuán y Espina.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Cantero, Frei, Girardi, Gómez, Larraín Peña, Muñoz Aburto, Navarro y Tuma.


Fundan su voto a favor, los Honorables Senadores señores Girardi, Cantero, Larraín Peña y Gómez.

- - -


Luego, se somete a votación la enmienda propuesta por las Comisiones unidas respecto del número 10 del artículo 1° del proyecto, la que es aprobada por unanimidad.

- - -


Posteriormente, se ponen en discusión las modificaciones relativas a los números 11, nuevo, 11 -que pasaría a ser 12- y 13, nuevo, del artículo 1° del proyecto.


En relación con ellas, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Navarro, Espina, Coloma, Gómez, Orpis, Zaldívar, Chahuán y Novoa, señora Allende y señor García.


Cerrado el debate y puestas en votación dichas enmiendas, son aprobadas por 25 votos a favor y 3 en contra, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Cantero, Chahuán, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Kuschel, Larraín Fernández, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio) y Zaldívar.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Coloma, Espina y Larraín Peña.

- - -


Enseguida, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día de esta sesión, quedando pendiente la discusión del proyecto en análisis.

_________

INCIDENTES


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señora Alvear y señores Bianchi, Cantero, Horvath, Prokurica y Uriarte han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Senadores indicados, en conformidad con el Reglamento del Senado.

- - -


Hacen uso de la palabra, los Honorables Senadores señores Cantero (en el tiempo del Comité Independientes), García-Huidobro (en el tiempo del Comité Unión Demócrata Independiente), Navarro (en el tiempo de los Comités Partido Movimiento Amplio Social, Partido por la Democracia, Partido Socialista y Partido Radical Social Demócrata) y Ruiz-Esquide (en el tiempo del Comité Partido Demócrata Cristiano), quienes se pronuncian -o solicitan oficiar- en relación con las materias que se consignan, detalladamente, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados por los mencionados Senadores, en conformidad con el Reglamento del Senado.


Se deja constancia de que no hace uso de su tiempo el Comité Partido Renovación Nacional.

- - -


Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

D O C U M E N T O S
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PROYECTO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY N° 20.502, QUE CREA MINISTERIO DEL INTERIOR Y SEGURIDAD PÚBLICA Y SERVICIO NACIONAL PARA LA PREVENCIÓN Y REHABILITACIÓN DEL CONSUMO DE DROGAS Y ALCOHOL, FACULTANDO A LOS MUNICIPIOS A CONSTITUIR CONSEJOS COMUNALES DE SEGURIDAD PÚBLICA 

(8517-25)
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Con motivo de la Moción, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente proyecto de ley,  correspondiente al boletín N°8517-25.            


PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Agréganse al artículo 15 de la ley N° 20.502, que crea el Ministerio del Interior y Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol, y modifica diversos cuerpos legales, los siguientes incisos cuarto y quinto:

“En ejercicio de lo dispuesto en el inciso anterior, los municipios podrán constituir Consejos Comunales de Seguridad Pública, los que serán coordinados por el alcalde e integrados por un concejal, nombrado por el concejo municipal; un representante de los comités de seguridad ciudadana, elegido por sus pares o por el presidente de la unión comunal de comités de seguridad ciudadana, si la hubiere; el presidente de la o las uniones comunales de juntas de vecinos; un oficial de Carabineros de Chile de la respectiva comuna, si lo hubiere o, en caso contrario, el funcionario de más alto grado, nombrado por el jefe de zona respectivo; un oficial de la Policía de Investigaciones de Chile de la comuna, si lo hubiere o, en caso contrario, el funcionario de más alto grado, nombrado por el jefe de región policial respectivo; un fiscal del Ministerio Público, nombrado por el fiscal regional que corresponda; el coordinador regional de seguridad pública respectivo, o quien lo represente, y un representante del intendente regional.

La finalidad de los Consejos Comunales de Seguridad Pública será contribuir al perfeccionamiento de los planes comunales de seguridad pública, de acuerdo a la estrategia nacional y regional, si las hubiere, elaborando diagnósticos y programas de prevención a nivel local. Se levantará acta de lo tratado y acordado en el Consejo, la que, junto con la documentación que hayan acompañado sus integrantes y terceros, será almacenada en un registro creado al efecto en el municipio, y remitida al Intendente Regional.”.”.


********

Hago presente a V.E. que el artículo único  del  proyecto  de ley  fue  aprobado, en general,  por  77  diputados,  de 118  en  ejercicio; y, en particular, por 100 diputados, de 120  en  ejercicio, dándose  cumplimiento  así a lo  preceptuado  por  el artículo 66 inciso segundo de la Constitución Política. 
 


 Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Nicolás Monckeberg Díaz, Presidente de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez

Secretario General de la Cámara de Diputados
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NUEVO SEGUNDO INFORME DE LAS COMISIONES DE EDUCACIÓN, CULTURA, CIENCIA Y TECNOLOGÍA Y DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES, UNIDAS, RECAÍDO EN LOS INCISOS CUARTO Y QUINTO DEL ARTÍCULO 13, CONTEMPLADO EN EL NUMERAL 9 DEL ARTÍCULO 1° PROPUESTO EN SU SEGUNDO INFORME DEL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE PERMITE LA INTRODUCCIÓN DE LA TELEVISIÓN DIGITAL TERRESTRE

 (6190-19)

HONORABLE SENADO:


Vuestras Comisiones de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y de Transportes y Telecomunicaciones, Unidas, tienen el honor de informaros, en trámite de nuevo segundo informe, el acuerdo adoptado respecto de los incisos cuarto y quinto del artículo 13, contenidos en el número 9 del artículo 1º del  proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. la ex Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet Jeria, con urgencia calificada de “suma”, el 5 de marzo de 2013.

La Sala del Senado con fecha 6 de marzo de 2013, acordó volver este proyecto de ley, a estas Comisiones Unidas, con el objetivo de que se presentaran indicaciones hasta las 12 horas del día martes 12 de marzo del año en curso, respecto de las normas señaladas anteriormente.


Se presentaron tres indicaciones a estos incisos, las que fueron analizadas por los miembros de la Comisiones Unidas, en sesión celebrada el día martes 12 de marzo del año en curso.


Durante el análisis de estos incisos, vuestras Comisiones Unidas, contaron con la participación del Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton; de la Jefa de Gabinete del Subsecretario, señora Daniela González y del Asesor Legislativo de dicha Subsecretaría, señor Andrés Rodríguez.




- - - - - - -


Cabe hacer presente que la norma aprobada por vuestras Comisiones Unidas en virtud de las indicaciones presentadas que sustituyen los incisos cuarto y quinto del artículo 13, contenido en el número 9 del artículo 1º, deberá votarse de acuerdo con el inciso tercero del artículo 66 de la Carta Fundamental, como norma de quórum calificado requiriendo para su aprobación de la mayoría absoluta de los Senadores en ejercicio, por incidir en la organización, funciones y atribuciones del Consejo Nacional de Televisión, según lo dispuesto en el inciso sexto del Nº 12, del artículo 19 de la Constitución Política.




- - - - - - -


Las Comisiones de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y de Transportes y Telecomunicaciones, Unidas, se abocaron al estudio de las 3 indicaciones presentadas a los incisos cuarto y quinto del artículo 13, contemplados en el numeral 9 del artículo 1º, propuesto en su segundo informe, dejando constancia de las disposiciones en que ellas inciden y de los acuerdos adoptados sobre las mismas.

ARTÍCULO 1º

NÚMERO 9

Artículo 13

Incisos cuarto y quinto 


Los incisos cuarto y quinto del artículo 13, aprobados en general por el Honorable Senado, son del siguiente tenor:


“A los prestadores de servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción y de servicios limitados de televisión, se les prohíbe el uso de sistemas de medición de audiencia en línea.


Se entenderá por sistema de medición de audiencia en línea, todo aquel sistema que entregue información de audiencia antes de seis horas de haberse terminado la emisión del programa sujeto a medición. La contravención a esta norma impondrá las sanciones contempladas en el artículo 33 de esta ley.”.


A estos incisos se presentaron tres indicaciones signadas con los Nos 1, 2 y 3.

Indicaciones Nos 1, 2 y 3


1.- De los Honorables Senadores señoras Allende y Rincón y señores Gómez, Muñoz Aburto y Navarro; 2.- De los Honorables Senadores señores Cantero, Chahuán, Orpis, Prokurica, y Walker, don Ignacio y 3.- Del Honorable Senador señor Tuma, para sustituir los incisos cuarto y quinto del artículo 13, por el siguiente inciso cuarto:


“Los prestadores de servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción y de servicios limitados de televisión, sólo podrán solicitar o generar información de medición de audiencia, a contar de las 3:00 horas del día siguiente de haberse emitido el programa del cual se trate. A lo dispuesto en el presente inciso, se aplicará lo señalado en el artículo 33 en caso de incumplimiento.”.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, recordó que durante la discusión de esta norma el Ejecutivo indicó que contenía aspectos inconstitucionales que serían abordados por el Tribunal Constitucional y como señala el fallo de dicho Tribunal, independientemente del horario del sistema de medición, el hecho de prohibir esta actividad económica resulta inconstitucional. 


En seguida, señaló que este tema nuevamente será analizado por el Tribunal Constitucional con ocasión de la revisión de la ley con posterioridad a su aprobación por el Congreso Nacional.


El Honorable Senador señor Letelier expresó que el elemento principal de la declaración de inconstitucionalidad es el planteamiento de la prohibición que establecía la norma objetada. El vocablo rector inspiró y fundamentó el fallo del Tribunal.


Sin perjuicio de lo anterior, el fallo no limita las facultades del Congreso Nacional para regular la concesión mediante la cual se entrega un bien nacional de uso público. La entrega de esta concesión no implica que no existan regulaciones para su uso.


El vocablo rector de “operar” no faculta al concesionario para tener absoluta libertad en el uso de este bien nacional de uso público, es evidente que se puede regular su uso. 


Las indicaciones presentadas encauzan en forma apropiada el debate para superar la declaración de inconstitucionalidad.


Finalmente, expresó que la programación en vivo no puede ser influenciada por la aplicación de un instrumento de medición inmediato, porque influye en la calidad de la televisión.


La Honorable Senadora señora Von Baer recordó que durante la discusión de la norma, que fue impugnada por el Tribunal Constitucional, presentó una reserva de constitucionalidad que fue corroborada por dicho Tribunal.


Cuando se revisa el fallo del Tribunal se pone en duda la premisa de la norma objetada y que es la misma de las nuevas indicaciones presentadas. En la página 19 del fallo se señala que la deducción de que un instrumento de medición, cualquiera que sea, vaya a generar una mayor o menor calidad en la televisión, no está demostrado, por lo tanto, la deducción es errónea por serlo también las premisas. Nada autoriza, salvo al situarse en un enfoque puramente elitista anticipar que los usuarios seleccionados al azar para ser medidos en sus predilecciones televisivas, van a inclinarse casi fatalmente por la trivialidad y la ramplonería.


En las Comisiones Unidas se analizó si la prohibición del uso del sistema de medición de audiencia en línea iba a mejorar la calidad de la televisión. El Tribunal Constitucional establece que se trata de un instrumento de medición y en alguna oportunidad emplea el término “termómetro”. Es decir, se trata de una forma de medir y los que toman las decisiones son los que tienen la concesión y analizan si se ha transgredido la línea editorial lo que será sancionado posteriormente por el Consejo Nacional de Televisión.


Más adelante en el fallo se establece que cuando se tiene derecho a una servidumbre se tiene igualmente derecho a los medios para ejercerla y el Tribunal establece que los distintos tipos de instrumentos de medición constituyen la libertad que tiene cada uno para ejercer la servidumbre, por lo tanto, en ese sentido se debe considerar la concesión que se entrega a los canales de televisión para poder ejercer libremente esta actividad. De esta forma, el fallo en su página 25 señala que, “Por ende, el uso del recurso tecnológico denominado “people meter on line” queda comprendido dentro de esa esfera de libertad intangible de operación de estaciones de televisión, por los medios que se estime convenientes.”.


En su opinión, las nuevas indicaciones presentadas no respetan el derecho de los canales de televisión a ejercer los medios para hacer uso de la servidumbre o en este caso explotar la concesión. El fallo agrega que el legislador en esta materia tiene sólo una potestad regulatoria, en virtud de la cual puede fijar las condiciones de ejercicio de esa libertad, pero no limitarla, suprimirla o afectarla, mediante una prohibición de utilización de una determinada tecnología de investigación y medición de la teleaudiencia.


Las nuevas indicaciones no están salvando el fallo del Tribunal Constitucional.


En la página 29 del fallo se establece que se afecta la autonomía de los cuerpos intermedios, que es una libertad constitucional. En seguida, el fallo establece la inconveniencia de toda forma de interferencia estatal en los medios de comunicación social de cara a la vulneración de la autonomía de los cuerpos intermedios.


La prohibición de una metodología de investigación, como es el “people meter on line”, 3, 5 o 10 horas después o un día después, es simplemente otra forma de medición que viola la autonomía de las respectivas estaciones y es inconstitucional.


Agregó que en la página 30 el fallo señala que será una discriminación arbitraria porque se le prohíbe sólo a la televisión y no a otros medios de telecomunicación, que cuentan con otros tipos de medición que indican lo que las personas están viendo, leyendo o escuchando, con lo cual las audiencias influencian lo que los canales de televisión, los diarios y las radios publican.


Finalmente, el fallo señala que así, se afecta la libertad de ejercer una actividad económica. Por otra parte el fallo no sólo se refiere al término “prohibición” sino que a la libertad para poder ejercer la explotación de la concesión con los medios que sean necesarios a la autonomía de los cuerpos intermedios y se refiere a la libertad de expresión.


Las indicaciones presentadas no superan lo establecido en el fallo, que indica que no se puede prohibir el uso del termómetro, la libertad de los entes intermedios, como tampoco la libertad para poder utilizar los distintos medios para explotar las concesiones. 


Las nuevas indicaciones son inconstitucionales al igual que la norma objetada por el Tribunal Constitucional, por lo que formuló reserva de constitucionalidad.


El Honorable Senador señor Girardi expresó que hay evidencias sólidas en Europa y en Estados Unidos, relativas a la posibilidad de manipular las audiencias de los niños con tecnología.


Luego, señaló que las indicaciones presentadas no contienen ninguna prohibición relativa al uso de la tecnología, sólo hay una regulación. Además, se trata de un fallo dividido de 6 votos contra 4 votos, porque se trata de un tema discutible y opinable.


A su juicio, por convicción se debe mantener la postura contenida en las indicaciones, por lo que anunció su voto a favor de las indicaciones presentadas porque se insertan en el objetivo de cuidar la calidad de la televisión.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, expresó que en la discusión se ha señalado que se está entregando en concesión un bien nacional de uso público que es escaso, el espectro. Sin embargo, se debe tener presente que ello sólo se refiere a los concesionarios de radiodifusión televisiva de libre recepción, porque se entrega espectro. En el caso de los concesionarios de servicios limitados de televisión, que son los permisionarios, no se entrega espectro.

El Honorable Senador señor Pizarro manifestó que deben analizarse los planteamientos contenidos en el voto de minoría de este fallo del Tribunal Constitucional, que consigna que la norma no busca prohibir un instrumento de medición, que no existe censura previa. Se trata de una norma de regulación que se establece en el proyecto de ley para el uso de un instrumento por parte de los concesionarios y se hace dentro de un contexto de regulación establecido sea a través del Consejo Nacional de Televisión o de las normas relativas a los contenidos, horarios y limitaciones.


El proyecto de ley que permite la introducción de la televisión digital terrestre, impone una serie de limitaciones y regulaciones, que son más complejas que el uso del “people meter on line”. Así, se consideraban en el proyecto de ley original normas relativas a la duración de las tandas publicitarias, lo que constituye una limitación a la libertad de un concesionario y no es una violación a la libertad de expresión, libertad económica.


Las indicaciones presentadas eliminan la objeción formulada por el voto de mayoría del fallo del Tribunal Constitucional, porque no se prohíbe el uso de un sistema de medición de audiencia en línea, sino que se está regulando de acuerdo al debate público, no sólo en Chile, sino que en países extranjeros, en que el uso de un sistema de medición de audiencia en línea ha modificado claramente el contenido, la duración, la exacerbación de una transmisión.


Para evitar las situaciones anteriores, que en muchos casos, están ligadas a la morbocidad, a la farándula, se considera que el uso de este instrumento es coherente con las normas relativas a los contenidos y las atribuciones del Consejo Nacional de Televisión, por lo que anunció su voto a favor de las indicaciones.


El Presidente de las Comisiones Unidas, Honorable Senador señor Chahuán, anunció su voto a favor de las indicaciones Nos 1, 2 y 3, sin perjuicio de hacer presente que el fallo del Tribunal Constitucional le ha generado algunas dudas.


- En votación las indicaciones, fueron aprobadas sin modificaciones por 6 votos a favor y uno en contra. Votaron por su aprobación los Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi (con dos votos), Letelier, Pizarro (con dos votos) y  voto en contra  la Honorable Senadora señora Von Baer.

- - - - - - - - - -

MODIFICACIONES


Como consecuencia de lo anteriormente expuesto, vuestras Comisiones de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y de Transportes y Telecomunicaciones, Unidas, tienen el honor de proponeros la siguiente modificación a los incisos cuarto y quinto del artículo 13, contemplado en el numeral 9, aprobado en general por el Honorable Senado, que consta en nuestro Segundo Informe.

ARTÍCULO 1º

NÚMERO 9

Artículo 13

Incisos cuarto y quinto 


---Sustitúyense los incisos cuarto y quinto del artículo 13, por el siguiente inciso cuarto:


“Los prestadores de servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción y de servicios limitados de televisión, sólo podrán solicitar o generar información de medición de audiencia, a contar de las 3:00 horas del día siguiente de haberse emitido el programa del cual se trate. A lo dispuesto en el presente inciso, se aplicará lo señalado en el artículo 33 en caso de incumplimiento.”.


(Aprobadas por 6 votos a favor y 1 en contra. Indicaciones Nos 1, 2 y 3).


--- Su inciso sexto, pasó a ser inciso quinto, sin enmiendas.

- - - - - - - 


Acordado en sesión celebrada el día 12 de marzo de 2013, con la asistencia de la Honorable Senadora señora Ena Von Baer Jahn y los Honorables Senadores señor Francisco Chahuán Chahuán (Presidente) y señores Guido Girardi Lavín (Jaime Quintana Leal), Juan Pablo Letelier Morel y Jorge Pizarro Soto (Ignacio Walker Prieto).


Sala de la Comisión, a  13 de marzo de 2013.

(Fdo.): Ana María Jaramillo Fuenzalida,

Abogado Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE INTRODUCE MEJORAS EN EL RÉGIMEN DEL PERSONAL DEL SERVICIO MÉDICO LEGAL 

(8129-07)

HONORABLE SENADO:
Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de presentaros su informe respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.

A la sesión en que la Comisión trató este proyecto asistieron, además de sus miembros, el Honorable Senador señor Kuschel.

Asimismo, concurrieron, del Ministerio de Justicia: el Subsecretario, señor Juan Ignacio Piña y el asesor jurídico de esa Secretaría de Estado, señor Alejandro Soto. Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: la Asesora, señorita Carol Parada.
- - -

Cabe tener presente que la Sala del Senado, en sesión de 12 de marzo del presente año, acordó remitir el proyecto de ley a la Comisión de Hacienda.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO DE LEY

Extender algunos beneficios que ya tiene el personal directivo del sector Salud adscrito al Sistema de Selección de la Alta Dirección Pública al personal del Servicio Médico Legal que ocupan cargos equivalentes, con el fin de fomentar la postulación de interesados a los cargos de Subdirector Médico y Directores Regionales de este Servicio Forense.  

- - -

DISCUSIÓN 

La Comisión escuchó al Subsecretario de Justicia, señor Piña, quien explicó que el proyecto de ley permite destinar el uso de horas de docencia para el desempeño de la actividad clínica o asistencial para cargos provistos mediante el Sistema de Alta Dirección Pública del Servicio Médico Legal y dar la posibilidad de retener la propiedad del cargo anterior incompatible, sin derecho a remuneración, mientras se desempeña la jefatura seleccionada por el Sistema de Alta Dirección Púbica.

A continuación, la Comisión consideró los antecedentes del proyecto de ley y determinó informar que la iniciativa legal, sometida a su consideración, no tiene normas de competencia de la Comisión de Hacienda, por cuanto ella no incide en materia presupuestaria y financiera del Estado, de conformidad al artículo 17 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, dado que en el primer trámite constitucional, en la Honorable Cámara de Diputados, se suprimió el artículo 1° del Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, que establecía una bonificación que incidía en materia presupuestaria del Estado.

 El precedente acuerdo fue adoptado por la unanimidad de los miembros presentes, señores García, Lagos, Novoa y Zaldívar.

Asimismo, acordaron enviar oficio a la señora Ministra de Justicia, solicitando que la letra d) de la glosa 02, del Programa 01, Capítulo 03, Servicio Médico Legal, asociada al Subtítulo 21, Gastos en Personal, de la Ley de Presupuestos para el año 2013, que se refiere a las pericias médico-legales realizadas en horarios diferentes a los de la jornada ordinaria de trabajo, sea incluida en una ley permanente.

- - -

Acordado en sesión celebrada el día 13 de marzo de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señores José García Ruminot (Presidente), Ricardo Lagos Weber, Jovino Novoa Vásquez y Andrés Zaldívar Larraín. 


Sala de la Comisión, a 13 de marzo de 2013.

(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo,

Secretario Accidental de la Comisión 
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INFORME DE LA COMISIÓN DE AGRICULTURA, RECAÍDO EN EL PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY N° 18.450, CON EL FIN DE FOMENTAR LA INVERSIÓN PRIVADA EN OBRAS DE RIEGO O DRENAJE COMPRENDIDAS EN PROYECTOS INTEGRALES Y DE USO MÚLTIPLE CUYO COSTO SUPERE LAS 30.000 UNIDADES DE FOMENTO (8771-01)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Agricultura tiene el honor de presentaros su primer informe sobre el proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de S. E. el Presidente de la República.

De la iniciativa se dio cuenta a la Sala del Honorable Senado en la sesión del 8 de enero del presente año, disponiéndose su estudio por la Comisión de Agricultura y por la de Hacienda, en su caso.

El proyecto de ley fue discutida sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento del Senado.

A la sesión en que vuestra Comisión trató este proyecto de ley asistieron, además de sus miembros, el Honorable Senador señor Juan Pablo Letelier Morel. Asimismo, concurrieron:

Del Ministerio de Agricultura: el Ministro, señor Luis Mayol; el Subsecretario, señor Álvaro Cruzat, y el Asesor Legislativo, señor Andrés Meneses. 

De la Comisión Nacional de Riego: el Secretario Ejecutivo, señor Felipe Martin, y el Asesor Legal, señor Mauricio Riesco. 

Del Ministerio de Obras Públicas: el Director General de Aguas, señor Francisco Echeverría y el Asesor señor Juan Esteban Buttazzoni. 

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el Asesor señor Pedro Rossi. 
- - - 

OBJETIVO DEL PROYECTO

Modificar la ley N° 18.450, de fomento a la Inversión privada en Obras de Riego y Drenaje, con la finalidad de incluir, como beneficiarios de las bonificaciones que establece dicha ley, a quienes realicen estudios, construyan o rehabiliten obras de riego o drenaje, comprendidas en proyectos integrales y de uso múltiple, cuyo costo supere las 30.000 unidades de fomento y no exceda las 250.000 unidades de fomento.  Lo anterior, para incrementar la superficie regada a nivel nacional, permitir un mejor acceso al riego frente a la escasez del recurso hídrico, impulsar el desarrollo de proyectos agrícolas de mayor complejidad y fomentar la inversión privada en obras medianas de riego.

- - - 

ANTECEDENTES

Para el estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes antecedentes:

I. ANTECEDENTES JURÍDICOS

1.- La Constitución Política de la República, en especial, su artículo 19 numeral 24°.

2.- La ley N° 18.450, que aprueba normas para el fomento de la inversión privada en obras de riego y drenaje.

3.- La ley N° 20.401, que modifica la ley N° 18.450, sobre fomento a la inversión privada en obras de riego y drenaje.

4.- El decreto supremo N° 98, de 2011, del Ministerio de Agricultura, que aprueba el Reglamento de la ley N° 18.450, de fomento a la inversión privada en obras de riego y drenaje, modificada por la ley N° 20.401.

5.- La ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente.

6.- El decreto con fuerza de ley N° 1.123, de 1981, del Ministerio de Justicia, que establece normas sobre ejecución de obras de riego por el Estado.
7.- El decreto supremo N° 285, del Ministerio de Obras Públicas de 1995, que Reglamenta el Procedimiento sobre Ejecución de Obras de Riego por el Estado.
II. ANTECEDENTES DE HECHO

El Mensaje que da inicio al presente proyecto, propone modificar la ley N° 18.450, de Fomento a la Inversión Privada en Obras de Riego y Drenaje, permitiendo al Estado bonificar las obras cuyo costo exceda las 30.000 unidades de fomento, con la finalidad de involucrar la participación de privados en la inversión y la ejecución de este tipo de obras, las que presentan un atraso significativo en su desarrollo, por carecer de un instrumento efectivo de fomento.

Resalta que uno de los principales fundamentos de esta iniciativa consiste en impulsar el desarrollo agrícola, lo que guarda relación con uno de los objetivos de este Gobierno, cual es transformar a Chile en una potencia agroalimentaria y como tal situarlo entre los diez países más importantes del mundo en materia exportación de alimentos. Al efecto, destaca que el año pasado el sector agrícola creció más de un 11%, lo que implica casi duplicar el crecimiento del país. En seguida, complementa que este propósito tiene su fundamento en la existencia de una creciente demanda de alimentos en el mundo.

Además, señala que Chile presenta la ventaja comparativa de ser uno de los catorce países que posee clima mediterráneo y, de éstos, uno de los cuatro que se ubican en el hemisferio sur, teniendo, por tanto, cosechas durante el invierno de la mayor parte de los países desarrollados del hemisferio norte a los cuales van dirigidas nuestras exportaciones agrícolas.

Otro fundamento, continúa, es el uso eficiente del recurso hídrico. Al efecto, informa que conforme el VII Censo Agropecuario y Forestal del año 2007, Chile posee gran disponibilidad de suelos aptos para la agricultura, los que si son correctamente utilizados podrían llegar a duplicar la superficie actualmente explotada. Hace notar que una de las principales razones por las que actualmente dichos suelos no están siendo utilizados productivamente se debe al déficit del recurso hídrico, el cual, en gran parte, no obedece a la inexistencia del recurso, sino a la falta de infraestructura que permita el uso eficiente del agua. En los hechos, se estima que el país almacena menos de un 4% del recurso hídrico superficial disponible. 

Remarca que existe un consenso, tanto en el sector agrícola, como en los distintos sectores de la sociedad, de que el riego es uno de los principales instrumentos de desarrollo de la agricultura nacional y destaca que el sector agrícola es el principal consumidor del recurso hídrico, utilizando un 78% del total del agua que se dispone a nivel nacional. Por ello, considera primordial que este sector, que produce un 12% del Producto Interno Bruto, se incorpore plenamente al concepto de sustentabilidad hídrica.

Por otra parte, señala que de acuerdo a la encuesta CASEN 2009, en la agricultura se concentra la segunda mayor proporción de trabajadores jefes de hogar en situación de pobreza, con un 17,7% del total a nivel país. En este sentido, refiere que el impulso productivo que conlleva el cambio de una zona de secano a una regada o con seguridad de riego, genera un aumento en la cantidad y en la estabilidad de los empleos locales, lo que contribuiría a la disminución de la pobreza. 

Asimismo, subraya que el desarrollo agrícola podría desincentivar la migración de la población rural hacia las ciudades, fenómeno demográfico que no pocas veces ha generado situaciones de marginalidad, hacinamiento y pobreza en las grandes urbes.

En materia de experiencia internacional, comenta que en los países con mayor desarrollo agrícola, como Estados Unidos, España, y Australia, el Estado ha desarrollado y  potenciado fuertemente la inversión en infraestructura de riego. En esta misma línea, detalla que en Canadá, India, China, Marruecos y en Perú el Estado ha asumido un rol relevante en la construcción de obras de regulación e infraestructura de riego, dada su importancia económica y social, y su impacto en el desarrollo integral de los territorios.

En seguida, resalta que la ley Nº 18.450 de Fomento a la Inversión Privada en Obras de Riego y Drenaje, vigente desde el año 1985 y prorrogada hasta el año 2021, es una herramienta de fomento a la inversión privada en obras de riego y drenaje, basada en la demanda, cuya operatividad sólo implica el desembolso fiscal una vez construida la obra y, por consiguiente, una vez generados los efectos a los que propende el instrumento. 

A continuación, enuncia algunas de las principales características de la ley N° 18.450, a saber: fomenta la inversión privada, incentivando el emprendimiento; potencia la participación y asociatividad entre agricultores; evita que el Estado asuma riesgos, porque el desembolso de los fondos públicos opera una vez construidas y recibidas las obras, y se enfoca en la demanda y no en la oferta.

Posteriormente, destaca que el propósito de este proyecto de ley es constituirse en una herramienta de fomento productivo, porque uno de sus ejes fundamentales es potenciar el carácter privado de la ejecución de las obras. Explica que este modelo fomenta la capacidad de emprendimiento de las organizaciones, ya que los privados deben hacerse cargo del diseño y de la construcción de las obras, además de procurarse el financiamiento de las mismas. 

Observa que la ley N° 18.450, a pesar de ser una herramienta de fomento a la inversión privada en obras de riego o drenaje, establece un límite al costo de las mismas. Por ello, repara que hoy las obras que tienen un costo superior a 30.000 unidades de fomento, aun cuando pueden ser consideradas como obras medianas de riego, quedan fuera del campo de acción de esta herramienta de fomento. En su opinión, las obras medianas de riego pueden complementar a las grandes obras de riego, que construye el Estado mediante el decreto con fuerza de ley N° 1.123, puesto que muchas de ellas cumplen con el objetivo de conducir y distribuir el agua embalsada.

Al efecto, informa que según el Banco Integrado de Proyectos, a cargo del Ministerio de Desarrollo Social, existen 12 proyectos en etapa de ejecución entre los años 2007 y 2011, con inversiones que se ubican en el tramo de 15.000 y 250.000 unidades de fomento, muchos de los cuales cuentan con Recomendación Favorable del Ministerio de Desarrollo Social. Además, señala que a estas obras deben sumarse los proyectos de obras medianas de riego, catastrados por la Comisión Nacional de Riego, que llegan a  144 proyectos, de los cuales un 54% se ubica dentro del rango de bonificación propuesto por este proyecto de ley, es decir, entre las 15.000 y 250.000 unidades de fomento.

Por otra parte, informa que en sesión N° 153 del Consejo de Ministros, de la Comisión Nacional de Riego, integrado por los Ministerios de Agricultura; Economía, Fomento y Turismo; Hacienda; Obras Públicas, y Desarrollo Social, se acordó por unanimidad presentar un proyecto de ley que modifique la ley Nº 18.450, para permitir la postulación de las obras de riego o drenaje, comprendidas en proyectos integrales y de uso múltiple, cuyo costo supere las 30.000 unidades de fomento.

Teniendo en cuenta lo señalado, refiere que el presente proyecto de ley tiene los siguientes objetivos:

1. Incrementar el área de riego mediante obras medianas de riego. El incremento de la superficie regada a nivel nacional constituye un paso importante para lograr el aumento de las exportaciones y posicionar al país como una potencia agroalimentaria.

2. Incrementar la inversión agrícola mediante el estímulo que suponen las obras medianas de riego. Con ello, se permite un mejor acceso al riego, que impulse el desarrollo de proyectos agrícolas de mayor complejidad, puesto que el recurso hídrico disponible en forma natural sólo permite cultivos estacionales de consumo interno y de menor retorno.

3. Fomentar la inversión privada en obras medianas de riego. Para ello se plantea incentivar la participación del sector privado y fortalecer su rol en la construcción de obras de riego, cuyo costo total supere las 30.000 unidades de fomento, compatibilizando los esfuerzos privados y públicos, para promover la construcción de estas obras.

4. Capturar y acumular los excedentes estacionales en obras superficiales o de recarga de acuíferos. Ante un escenario generalizado de escasez hídrica deben implementarse medidas que mejoren la disponibilidad, mediante la construcción de embalses superficiales y subterráneos que permitan contener, al menos en parte, los flujos de agua que normalmente desembocan en el mar.

En seguida, realza una concepción integral de los proyectos de riego, como una necesidad de hacer un uso eficiente del recurso hídrico, lo que constituye el fundamento de los actuales principios de la gestión hídrica. Acota que actualmente existen variadas formas complementarias de aprovechamiento de las obras de riego, tales como agua potable, hidrogeneración, actividad minera, control de crecidas, el ecoturismo, la infiltración y el desarrollo inmobiliario, entre otros.

Destaca que lo anterior hace que la forma más eficiente para planificar una obra de riego sea desde la perspectiva de los llamados proyectos integrales de riego, concebidos como el conjunto de obras de riego, de infraestructura hidráulica, puesta en riego y desarrollo agrícola, desde su estudio hasta su terminación, de modo que permitan la utilización agrícola óptima de los terrenos a regar. En este sentido, señala que estas obras deben ser planificadas con el objetivo de que se puedan maximizar los beneficios del uso sostenible del recurso hídrico, lo que justificaría que este proyecto de ley incorpore al sistema de concursos un nuevo segmento, que se refiere a las obras cuyo costo total supera las 30.000 unidades de fomento, sin exceder las 250.000 unidades de fomento.

Finalmente, en materia de fiscalización de las obras medianas de riego, este proyecto de ley plantea un sistema subsidiario. Al efecto, propone que la fiscalización de las obras, cuyo costo total supere las 30.000 y no exceda las 250.000 unidades de fomento, dado que pueden presentar una mayor complejidad y que, por ende, requieren de un alto nivel técnico por parte de quienes las construyen e inspeccionan, esté a cargo de inspectores particulares, que deberán ser costeados por los mismos beneficiarios, lo que evitaría el desembolso importante de recursos fiscales en actividades que van en directo beneficio de los particulares. Sin perjuicio de lo anterior, y considerando que siempre existen recursos públicos comprometidos, se faculta a la Comisión Nacional de Riego a efectuar, aleatoriamente, fiscalizaciones de control en terreno sobre las obras de riego ejecutadas e informadas. 

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL

Al iniciar el estudio de esta iniciativa, la Comisión recibió al Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Riego, señor Felipe Martin, quien luego de acompañar su presentación en un powerpoint, hizo presente que desde la Región Metropolitana hacia el norte existe un déficit hídrico estructural, zona en que la demanda es superior a la oferta de agua existente, lo que no ocurre desde Santiago hacia el sur, en donde la oferta de agua es superior a lo que realmente se consume. Asimismo, dio cuenta del déficit que se tiene en materia de infraestructura de riego en todo el país, ya que desde los años setenta no se ha invertido en grandes obras de riego. Refirió además que hoy existen alrededor de 108 comunas con emergencia agrícola, de las cuales 13 están declaradas como zona de catástrofe. 

En esta misma línea, hizo presente que se pierde una gran cantidad de agua debido a las filtraciones que se producen en las conducciones de agua; a la ineficiencia en materia de riego, y a la falta de embalsamiento de las aguas de los ríos, las que en un 94% se vierten al mar, por lo que en su opinión la situación actual no se debe a un déficit hídrico propiamente tal. Por el contrario, arguyó, si se mejoran las condiciones actuales se podría revertir el escenario hídrico del país. Además, observó que se ha avanzado más lento que otros países. Al efecto, informó que en el caso de California entre los años 1930 y 1945 se construyeron más de 1.500 kilómetros de conducciones de agua. En Arizona, por su parte, entre las décadas de los setenta y noventa se edificaron 541 kilómetros de obras medianas de riego y, en China, se han construido los embalses más grandes del mundo.

En nuestro país, destacó, contamos con la Ley de Riego que ha permitido avanzar en un 42% en la tecnificación del riego a nivel nacional, mejorando la red de distribución con la construcción de 700 kilómetros de conducción. Informó asimismo que esta inversión ha permitido la construcción de bocatomas; microembalses; paneles solares; sistemas de infiltración bajo tierra, y la instalación de sistemas de telemetría en todos los canales. No obstante, reparó que de acuerdo a la  ley, estas obras han tenido que ejecutarse en forma fragmentada, dado el techo que fija como monto máximo de las obras a beneficiar. Además, consideró que este crecimiento aún es insuficiente para procurar la infraestructura hídrica que requiere el país.

En seguida, refirió que la ley N° 18.450 ha sido prorrogada en tres ocasiones, y que sus recursos se han incrementado de $29.000 millones a $41.000 millones. Además, indicó que los Gobiernos Regionales han aportado recursos para su aplicación, porque se ha convertido en una excelente plataforma para satisfacer sus necesidades regionales.

Luego, informó que por cada peso que invierte el sector público en infraestructura de riego los privados invierten 2,3 pesos, lo que implica que existe una inversión total de 3,3 pesos a nivel nacional. En seguida, presentó un cuadro con las regiones que más han invertido en materia de riego, a saber: Arica y Parinacota MM$ 5.000; Coquimbo  MM$4.000; O´Higgins MM$4.000, más MM$2.500 adicionales, y Bio Bío  MM$4.000. 

A continuación, mencionó los objetivos que este proyecto de ley persigue: incrementar la superficie de riego; mejorar la inversión agrícola; fomentar la inversión privada; mejorar la eficiencia en el uso del recurso del agua, especialmente en el norte, en donde en materia de eficiencia no se llega al 60%, -los países desarrollados llegan a un 85%; capturar- y acumular excedentes superficiales y subterráneos, e incentivar un uso multipropósito de estos proyectos generando una gestión coordinada entre todas las industrias, que no sólo involucra a la agricultura, sino también a la minería, a las empresas sanitarias y a la energía. Resaltó asimismo que con esta iniciativa se pretende mejorar la infraestructura, potenciar las organizaciones de usuarios y generar una gestión de uso multipropósito y eficiente del recurso. Todo ello, continuó, para fomentar el desarrollo agrícola, el turismo y otras industrias que permiten mejorar la calidad de vida de las personas.

En seguida, comentó que la ley actual fija un límite máximo de 30.000 unidades de fomento para las obras que pueden ser beneficiadas con este subsidio. A su vez, la iniciativa legal propone aumentar este monto a 250.000 unidades de fomento. Asimismo, señaló que este proyecto de ley exige para los proyectos superiores a 15.000 unidades de fomento una evaluación económica del Ministerio de Desarrollo Social. También, informó que en materia de subsidios se propone mantener la estructura actual de la ley vigente y que sólo a partir de las 30.000 unidades de fomento se plantea una curva decreciente de los mismos, con aportes marginales por tramo, sobre las 50.000 unidades de fomento.

Además, indicó que se permite beneficiar a otras obras con finalidades distintas al riego. Por ello, se propone cofinanciar obras con multipropósito, a fin de que las organizaciones de usuarios, que son principalmente los agricultores, tengan una herramienta adicional para desarrollar otras actividades, como procurarse energía o prestar servicios turísticos.

Por otra parte, refirió que se mantienen los criterios (costo, aporte y superficie) con que se rigen los concursos para adjudicar los aportes estatales para el caso de los proyectos de obras pequeñas y que, en el caso de los proyectos de obras medianas, éstos se restringen al aporte y al costo. Explicó que esta flexibilización pretende apoyar proyectos más rentables y con mayores beneficios sociales.

Posteriormente, presentó un cuadro resumen con los cuatro tramos de obras de riego que se crean mediante este proyecto de ley, a saber:

1.- Primer tramo: de 1 a 15 U.F.

2.- Segundo tramo: de 15.000 a 30.000 U.F.

3.- Tercer tramo: de 30.000 a 50.000 U.F.

4.- Cuarto tramo: de 50.000 a 250.000 U.F.

Sobre este particular, señaló que en los primeros dos tramos se mantienen los subsidios en los mismos términos actuales y, a partir del tercero, se establece una curva decreciente que corresponde a los tramos adicionales que incorpora este proyecto de ley. Asimismo, indicó que a partir del segundo, se exige la evaluación económica que realiza el Ministerio de Desarrollo Social.

En cuanto a las variables o criterios de asignación de los concursos, informó que en el primer tramo se mantienen los mismos criterios y que, a partir del segundo, se restringen al aporte y al costo de las obras. Hizo presente que este proyecto de ley omite el criterio del beneficio, porque dichos proyectos ya contarían con la evaluación económica del Ministerio de Desarrollo Social.

En materia de beneficiarios, resaltó que los proyectos de los tres primeros tramos se dirigen a los agricultores individuales y a las organizaciones de usuarios, y los del cuarto tramo se enfocan más en las organizaciones de usuarios. Además, comentó que se aplicará el reglamento actualmente vigente a los proyectos cuyo costo no superen las 15.000 unidades de fomento y, para los proyectos cuyo costo superen esta cifra se deberá elaborar un nuevo reglamento. Por último, detalló que la inspección técnica de los proyectos hasta 30.000 unidades de fomento será financiada por la Comisión Nacional de Riego y que los que sobrepasen dicho monto serán costeados por los titulares de la obra.

El señor Subsecretario de Agricultura, señor Álvaro Cruzat, destacó que la ley N° 18.450 ha permitido aumentar la superficie tecnificada y mejorar la infraestructura en materia de riego. Detalló que consagra un mecanismo concursal y transparente de la asignación de los recursos, basado en el cofinanciamiento público y privado. Precisó que la ley N° 18.450 beneficia tanto a los pequeños como a los medianos propietarios, porque fija un tope para asignar recursos a los grandes empresarios. Asimismo, explicó que en las organizaciones de usuarios se incluye a los pequeños, medianos y a los grandes agricultores. Resaltó que se trata de una ley que segmenta por tipo de agricultor, puesto que se establecen concursos específicos para cada sector.

Luego, puso de relieve que como país se tiene, a nivel de obras menores, una estrategia de riego bastante definida, no así respecto de obras medianas. En cuanto a las obras mayores, comentó que se está intentando retomar el esfuerzo público para invertir en ellas, puesto que en esta materia, existe un desfase de unos veinte años. Refirió que dicho esfuerzo se ha focalizado en el Ministerio de Obras Públicas y que actualmente existe una cartera de quince proyectos de embalses los cuales se construirán en los próximos diez años. Complementó que las obras mayores de riego se rigen por el decreto con fuerza de ley N° 1.123, que se financia mayoritariamente con fondos públicos.

De lo anterior, concluyó que el problema está en las obras medianas de riego, cuyo costo superan las 30.000 unidades de fomento y que no alcanzan a quedar cubiertas por la ley N° 18.450. Puntualizó que en concreto se refiere a los embalses de tamaño medio y a las obras de conducción de las aguas. Además, reparó que el presupuesto para estas obras se ha reducido en los últimos años y que para materializar este tipo de proyectos se deben ejecutar las obras en forma fragmentada, es decir, por tramos.

En rigor, apuntó que este proyecto de ley intenta destinar recursos a un sector que no está suficientemente atendido por el decreto con fuerza de ley N° 1.123, ni por la actual ley N° 18.450. Con esta iniciativa, resaltó, este mecanismo de subsidio a las obras de riego continuará existiendo, pero, con esta iniciativa, se podrá subsidiar a proyectos de regadío hasta 250.000 unidades de fomento.

Por último, señaló que los proyectos cuyo costo excedan las 15.000 unidades de fomento deberán someterse a la evaluación económica del Ministerio de Desarrollo Social, entidad que tendrá un plazo de sesenta días para emitir su pronunciamiento. En caso de que no se pronuncie dentro de ese plazo, se faculta al interesado hacer valer los efectos del silencio administrativo.

A continuación, el Honorable Senador señor Coloma consultó por el sentido de exigir una evaluación económica a los proyectos cuyas obras superen las 15.000 unidades de fomento. Resaltó que hoy se subsidia a los proyectos de obras de riego hasta 30.000 unidades de fomento sin este requisito.

El señor Subsecretario de Agricultura explicó que esto se debe a que en la práctica no se subsidian proyectos de obras de riego superiores a 15.000 unidades de fomento. Además, reseñó que las obras de mayor envergadura deben potenciar la asociatividad y  tener un gran impacto social.

La Honorable Senadora señora Rincón pidió al Ejecutivo que explique la razón para aumentar el monto de las obras de riego que serán beneficiadas con recursos públicos. Al efecto, comentó que el embalse Ancoa fue construido con fondos públicos y como tal no necesitó de la asociatividad con el sector privado.

El Honorable Senador señor Coloma aclaró que este embalse fue construido con fondos provenientes de la venta de las sanitarias.

La Honorable Senadora señora Rincón consultó por qué estos proyectos no se ejecutan con el Presupuesto de la Nación.

El señor Subsecretario de Agricultura señaló que el Ministerio de Obras Públicas está retomando la inversión en grandes obras de riego. Al respecto, remarcó que consumen gran cantidad de recursos, por lo que se deben priorizar los proyectos a financiar. Reparó que las grandes obras de riego, que se rigen por el decreto con fuerza de ley N° 1.123, tendrán que ser revalorizadas, porque los costos han variado desde la época en que se ejecutaron los estudios de dichos proyectos.
Por otra parte, comentó que los agricultores se han organizado en comunidades de usuarios más sólidas, que tienen a su cargo el uso del derecho y la gestión hídrica, lo que se vincula con la infraestructura. Refirió, además que con este proyecto de ley se obliga a que los privados confeccionen su propio plan de inversión. Ello, continuó, ha permitido a los agricultores del Maule tener su propia cartera de proyectos. De este modo, resaltó que los proyectos de riego corresponden a las necesidades de los regantes y no a las del Estado, por lo que tienen su propia lógica de priorización. 

Posteriormente,  expresó que lamentablemente la ley N° 18.450 no cuenta con un instrumento que se haga cargo de la inversión en el sector medio, a pesar de que existen interesados dispuestos a cofinanciar estas obras de riego. Por lo anterior, recalcó que desean darle una oportunidad a la Comisión Nacional de Riego para que diseñe un mecanismo concursal para atraer recursos privados y acelerar la construcción de obras medianas de riego, y no continuar acumulando estudios de obras de riego no ejecutados.

El Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Riego complementó que existe un sinnúmero de proyectos cuyo costo bordean las 250.000 unidades de fomento, que solucionarían gran parte del problema del déficit hídrico en el país. Al efecto, puntualizó que la sumatoria de micro embalses podría convertirse en una solución óptima, viable y que genera menos daño ambiental. Lo mismo, sucede con los sistemas de infiltración de aguas subterráneas, que abarata los costos en relación con la construcción de un embalse superficial. Para ello, subrayó deben estar disponibles los recursos para que los usuarios cuenten con las herramientas para invertir en forma eficiente. Consignó que en el caso de los canales se podría revertir la pérdida de agua, al menos, en un 50%.

Por otro lado, indicó que los pequeños agricultores no cuentan con los recursos que deben aportar, por lo que requieren de un apoyo gubernamental. Por lo anterior, subrayó, el Estado debe apoyar a los pequeños agricultores en la construcción de obras de riego, lo que a su vez estimularía la inversión de los grandes empresarios del sector privado. 

El Honorable Senador señor Quintana, en primer lugar, refirió que existen varios subsidios para el agro en materia de riego. Al efecto, señaló que éstos han permitido introducir el riego tecnificado con pivotes. En segundo lugar, preguntó qué se entiende por pequeñas, medianas y grandes obras de riego, y solicitó conocer un mapa de la demanda y de sus actores, en especial de las asociaciones de regantes, que serán las beneficiadas con estos proyectos, indicando el número de asociados, a fin de prorratear esta cifra con el subsidio entregado, lo que permitiría conocer la dimensión o tamaño de este subsidio. 

Luego, comentó que participó junto al señor Ministro del Interior y Seguridad Pública en una reunión, a propósito del conflicto en La Araucanía, oportunidad en que  pudo advertir que una de las peticiones del mundo indígena se vincula con el agua. Al efecto, indicó que las comunidades indígenas experimentan un tremendo déficit hídrico, que suplen con el agua que les proporcionan las municipalidades. Además, hizo hincapié en que no se puede continuar entregando tierras sin un apoyo productivo. 

En razón de lo anterior, sostuvo que los pequeños agricultores también necesitan de apoyo estatal y manifestó su preocupación por la inequidad que podría generar una iniciativa de esta naturaleza. En esta misma línea, reparó que el Estado cofinancie proyectos de obras de riego que bordean las 250.000 unidades de fomento y apuntó que no logra captar el interés público que hay detrás de este proyecto de ley.

Por otra parte, observó que la tecnificación en la agricultura podría significar una merma en la demanda de la mano de obra, tema que en su Región ha provocado que la agricultura sea cada vez menos relevante en la conformación del Producto Interno Bruto. Por ello, reiteró la necesidad de que se informe qué se busca tras este subsidio y cuáles serían los intereses del Estado detrás de esta medida.

Por su parte, el Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, pidió conocer la forma en que actualmente se estructura la inversión en riego, cuántos son los recursos que se destinan a los predios más pequeños, y las personas que se benefician. En seguida, señaló que la ley N° 18.450 permitió cubrir la demanda de las pequeñas obras de riego, no así las medianas, lo que justamente apunta el presente proyecto de ley. Además, refirió que esta iniciativa pretende fomentar la construcción de obras de riego, que no requieren ser ejecutadas por el Estado, a través del Ministerio de Obras Públicas, y que tampoco los privados pueden construir por sí solos.

La Honorable Senadora señora Rincón consultó por los fondos que hoy se destinan para incentivar las obras de riego y en qué medida la aprobación de una ley de esta naturaleza pudiera comprometer estos fondos. Adicionalmente, solicitó un informe sobre los concursos que se realizan para asignar estos recursos, indicando las prioridades de selección y los proyectos que no quedan cubiertos por este beneficio. 

Por su parte, el Honorable Senador señor Coloma manifestó que el proyecto de ley apunta en la línea correcta, puesto que comprende un área que no está cubierta. Recordó que en la última modificación a la ley N° 18.450 se aumentó el porcentaje de subsidio para los pequeños agricultores, pero no se destinaron recursos para la ejecución de obras medianas. En seguida, aclaró que esta iniciativa se refiere al tamaño de las obras de riego y no al tipo de agricultor, y puntualizó que se enfoca en obras de gran envergadura, de carácter colectivas y que no están siendo beneficiadas por la actual Ley de Riego, ni por el decreto con fuerza de ley N°1.123. Posteriormente, compartió la necesidad de conocer el funcionamiento del sistema actual y el perfil de las obras que se pretenden beneficiar, especificando los proyectos que se podrían subsidiar.

A continuación, el señor Subsecretario de Agricultura informó que la última modificación a la ley N° 18.450, que se produjo en el año 2009, tuvo como principal objetivo prorrogar la vigencia de esta ley por veinte años. En seguida, consignó que la Comisión Nacional de Riego destina un monto de recursos a la Dirección de Obras Hidráulicas del Ministerio de Obras Públicas para cubrir las licitaciones de estudios de obras de riego que no llegan a materializarse, porque se sigue en la lógica de la ejecución de los grandes proyectos. 

Recalcó que hoy se debe fomentar la construcción de obras medianas de riego, que estén enfocadas en la acumulación y en la conducción de las aguas, y que por definición sean obras asociativas, lo que en su opinión debería quedar así expresado en el texto de este proyecto de ley, para evitar que surjan dudas respecto de sus beneficiarios. En seguida, aclaró que se trata de subsidiar la construcción de obras medianas y no a los usuarios medianos. En la práctica, señaló que las juntas de vigilancia y las asociaciones de regantes tendrán que presentar proyectos de conducción a la autoridad, para que ésta mediante un mecanismo concursal determine si dicho proyecto amerita ser subsidiado con fondos públicos, así el Estado no tendrá que invertir en estudios de proyectos que no se realizarán. Por otro lado, precisó que este proyecto de ley no suplanta al sistema actual, por el contrario, lo fortalece y lo potencia, puesto que establece dos mecanismos de financiamiento y obliga a los privados asumir una mayor responsabilidad en el desarrollo de la infraestructura colectiva en materia de riego.

El Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Riego detalló que mediante la Ley de Riego se invierten en obras medianas alrededor de 10.000 millones de pesos, y que para regularizar el atraso que existe actualmente en este tipo de obras, se necesita que el Estado coloque  80.000 millones de pesos adicionales. Asimismo, refirió que por cada peso que coloca el Estado, se requieren dos pesos del mundo privado, lo que en la práctica significa que se necesita que este sector aporte unos 160.000 millones de pesos.

Por otra parte, comentó que los ejecutores de las obras colectivas son normalmente las Juntas de Vigilancia, que aglutinan a los pequeños agricultores, y subrayó que en el caso del embalse de Ancoa se necesita liderazgo privado y que para ello se requiere que las organizaciones de usuarios adquieran un rol más activo en la superación del déficit hídrico que  tiene el país.

A su vez, el Honorable Senador señor Quintana solicitó antecedentes sobre los integrantes de las juntas de vigilancia, también un catastro sobre el tipo de proyectos, la superficie a regar y a quiénes beneficiará. Por último, consultó por la naturaleza del proyecto río Blanco de la Región de La Araucanía.

El Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Riego respondió que el proyecto Cautín es una obra grande de riego, que también requiere de la inversión en obras medianas para la construcción de canales. Complementó que el titular de este proyecto es el Ministerio de Obras Públicas y que beneficiará a unos cinco mil agricultores de la zona. Agregó que están considerando tres lugares para su emplazamiento y que están evaluando cuál será el que generará el menor daño ambiental.

El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, preguntó si, efectivamente, contarán con la disponibilidad de recursos, porque los fondos que ya se asignan están gastados en los proyectos aprobados. Por ello, consultó si existe la disposición del Gobierno para incrementar estos recursos.

El señor Subsecretario de Agricultura respondió afirmativamente y señaló que este proyecto de ley tiene un informe financiero que establece un aumento progresivo de los recursos, lo que constituye un compromiso para el futuro. Además, indicó que hoy se encuentran imposibilitados de ejecutar este tipo de proyectos, no obstante que las regiones cada vez demandan más estas iniciativas. Comentó que la VII Región es una de las más beneficiadas con la ley N° 18.450, no así la VI Región, que ha tenido que destinar recursos de su fondo regional. Informó que en materia de riego la Ley de Presupuestos dispone para obras de riego  41.000 millones de pesos y que los Gobiernos Regionales están invirtiendo 20.000 millones de pesos adicionales.

El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, preguntó por los porcentajes de financiamiento de los proyectos de obras de riego sobre las 30.000 unidades de fomento.

El señor Subsecretario de Agricultura señaló que los recursos se entregarán teniendo como base una curva decreciente, que comienza con niveles similares a los que establece la ley vigente, en que los primeros tramos recibirán el 90% de financiamiento, disminuyendo en la medida que aumenta el costo de la obra.

En la sesión siguiente, de fecha 22 de enero, el señor Ministro de Agricultura presentó una minuta con la información detallada solicitada por Sus Señorías en la sesión anterior,  la cual se tuvo a la vista por la Comisión y se adjunta como anexo al presente informe.

En seguida, el señor Ministro de Agricultura resaltó que este proyecto de ley está destinado a beneficiar a los pequeños y a los medianos agricultores. Asimismo, comentó que intenta superar el déficit hídrico que está afectando al país. Por ello, indicó que presentan este proyecto de ley que les permitirá ejecutar obras medianas de regadío, que en la actualidad no están siendo cubiertas por la autoridad, ya que las obras menores las atiende la Comisión Nacional de Riego y las mayores el Ministerio de Obras Públicas.

Asimismo, destacó que esta iniciativa permitirá a las asociaciones de regantes contar con un incentivo para constituirse y realizar obras medianas de riego. Al efecto, destacó que esta ley permitirá que una comunidad de regantes pueda construir un embalse de un millón de metros cúbicos, por un costo aproximado de 150.000 unidades de fomento, con una capacidad de riego entre mil a mil quinientas hectáreas, recibiendo una subvención de un 50% de su costo.

Además, indicó que a través de esta iniciativa también se podrán realizar obras de telemetría, que es una tecnología nueva que se utiliza en Australia, que consiste en revestir los canales y manejarlos con un sistema telemétrico en tiempo real, midiendo la cantidad de agua que pasa por el canal para controlar la apertura y el cierre de las compuertas de los usuarios en el momento preciso para que no exista pérdida del caudal. Adicionalmente, reseñó que permitirá aprovechar los canales de regadío en la generación de energía renovable no convencional. De hecho, refirió que firmaron un convenio con el Ministerio de Energía que apunta en este sentido y trajo a colación un estudio que realizó la Comisión Nacional de Riego, el cual señala que si se utilizaran todos los canales de regadío para la generación de electricidad se podrían producir 1.300 mega watts.

A continuación, el Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Riego, se refirió al perfil de los beneficiarios de la ley N° 18.450 y señaló que el 54% de los recursos se destinan para proyectos intraprediales, de los cuales un 28% son pequeños agricultores. Resaltó que se trata del 46% de los recursos y que el 43% de ellos se distribuyen entre pequeñas organizaciones de usuarios.

Al complementar la información entregada, el señor Ministro de Agricultura señaló que el mediano agricultor tiene entre 12 a 40 hectáreas, y que el pequeño agricultor no sobrepasa las 12 hectáreas.

El Honorable Senador señor Letelier consideró que estos rangos son bastante rígidos y que, sin duda, deben considerarse otros factores, como el tipo de cultivo.

El señor Ministro de Agricultura compartió el reparo planteado por el Honorable Senador señor Letelier en relación con la clasificación de los tipos de agricultores. Explicó que ésta se origina en la ley N° 18.640 sobre Reforma Agraria, y que dado que hoy ha cambiado la forma en que se organiza el trabajo agrícola ésta puede resultar un tanto rígida. Al efecto, comentó que hoy un agricultor puede perfectamente subsistir con la producción de hortalizas en una extensión no superior a media hectárea. En esta misma línea, informó que de las 300.000 propiedades agrícolas que existen actualmente, 221.000 tienen menos de dos hectáreas, y  sólo 50.000 entre dos a doce hectáreas.

Luego, el Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Riego, continuó su presentación e indicó que el 95% de los productores agrícolas son pequeños agricultores, según datos de la Oficina de Estudios y Política Agraria (ODEPA) del año 2009. En cuanto a los programas que desarrolla la Comisión Nacional de Riego, informó que el 91% de ellos se destina a los pequeños agricultores y reiteró que el 46% de los recursos se dirige a estos beneficiarios. Además, detalló que los grandes agricultores reciben el 1% de estos recursos, lo que no llega al 30% del total de los recursos del Estado.

En lo que se refiere a las obras de regadío, explicó que existe una categorización que distingue entre: 

a) Obras pequeñas de riego: que son aquellas que no superan las 30.000 unidades de fomento, que están cubiertas por la ley N° 18.450 vigente;

b) Obras medianas de riego: que involucran los embalses medianos, sistemas de canales, infiltración, telemetría, energías renovables no convencionales, con un rango entre 30.000 a 250.000 unidades de fomento, que no están cubiertas por el Ministerio de Obras Públicas, ni por la Ley de Riego, y 

c) Obras grandes de riego: principalmente embalses y grandes obras de distribución, sobre las 250.000 unidades de fomento, que financia el Ministerio de Obras Públicas.

Luego, señaló que en el caso de las obras pequeñas de riego se utiliza la ley N° 18.450, que dispone en promedio de 35.000 millones de pesos anuales, a partir del año 2007. Por su parte, las obras medianas de riego en virtud del decreto con fuerza de ley N° 1.123 cuentan con 5.000 millones de pesos por año y,  por la ley N° 18.450,  tienen, además, 3.600 millones de pesos. Acotó que en el caso de las obras financiadas por el decreto con fuerza de ley N° 1.123 la inversión total de la obra la soporta el Estado, en cambio, en el caso de las obras costeadas por la ley N° 18.450, el Estado bonifica sólo una parte una vez terminada la obra, lo que determina que la inversión sea privada al igual que la responsabilidad por su construcción.

En seguida, dio cuenta que en las obras pequeñas de regadío se invierten 41.000 millones de pesos y que una parte de estos recursos se destinan para la construcción de obras medianas en forma segmentada, para así evitar el límite establecido en esta ley de subsidiar obras que no superen las 30.000 unidades de fomento. Añadió que tienen un promedio de 3.600 millones de pesos que año a año se destinan a obras que los usuarios dividen por tramo, equivalente al 10% de los recursos, lo que implica que para completar la obra deban postular varios años seguidos.

En relación con la operatividad de la ley N° 18.450, detalló que la Ley de Riego trabaja con un proyecto ya elaborado, que es de responsabilidad del privado al igual que su diseño, lo que permite al Estado ahorrar una gran cantidad de recursos. Precisó que en estudios y  diseño de la obra se gasta alrededor de un 10% de los recursos. Además, resaltó que todos los proyectos que se presentan, postulan a un concurso en que se estudian las propuestas durante un lapso de seis meses, determinándose un ranking con los proyectos mejor evaluados para resolver cuáles serán los proyectos cofinanciados. Complementó que una vez terminada la obra y acreditadas las inversiones, se paga lo comprometido en el diseño, según lo que realmente se ejecutó.

En cuanto al presente proyecto de ley, señaló que establece que las obras medianas de regadío superiores a 15.000 unidades de fomento deberán contar con una declaración del Ministerio de Desarrollo Social, que avale que dicha obra será socialmente rentable. Asimismo, refirió que estas obras deberán ser costeadas e inspeccionadas por los propios beneficiarios, lo mismo respecto de la recepción final de la obra, a fin de que los privados tengan la responsabilidad total del proyecto y que ese costo no sea traspasado al Estado. Informó que el pago se realizará por hitos de partidas determinadas. Además, remarcó que se mantiene la concursabilidad para el 96% de los proyectos que hoy postulan y que sólo el 4% tendrá un sistema distinto de postulación.

A mayor abundamiento, comentó que los criterios de selección de los proyectos dependen del monto de las obras, a saber: bajo las 15.000 unidades de fomento los criterios son los mismos que hoy establece la legislación vigente, esto es, superficie del nuevo riego, costo por hectárea y porcentaje de aporte, y sobre las 15.000 unidades de fomento, sólo se exigirá el costo y el aporte, dado que ya contarán con una resolución favorable del Ministerio de Desarrollo Social, en términos de rentabilidad económica. 

En seguida, indicó que esta iniciativa legal exige que los postulantes de los proyectos sobre las 50.000 unidades de fomento sean asociaciones de usuarios, lo que permitirá instaurar un subsidio cruzado.

En seguida, reseñó que, actualmente, este sistema dispone de 41.000 millones de pesos del Tesoro Público y que los privados estarían dispuestos a liberar 200.000 millones de pesos para apoyar el desarrollo hídrico de los regiones, especialmente los de la VII y VIII Regiones.

Por último, informó que en la minuta entregada por el señor Ministro de Agricultura constan las principales obras que se podrían ejecutar bajo este sistema. Explicó que corresponden a una cartera de proyectos que tienen una antigüedad aproximada de  veinte años, que no se han podido desarrollar por falta de recursos. En general, destacó que se trata de las principales obras catastradas, de las cuales existen 20 obras de infiltración, 42 canales y 27 embalses medianos.

El Honorable Senador señor Letelier hizo presente que aquéllos  corresponden a proyectos que la última modificación a la ley N° 18.450 excluyó.

La Honorable Senadora señora Rincón pidió que la información sobre los posibles proyectos a ejecutar fuera desagregada por región y comuna. Asimismo, solicitó más antecedentes respecto de las cuarenta organizaciones de regantes que se han adjudicado los 3.631 millones de pesos. En particular, consultó por los montos asignados y por las organizaciones que se adjudican los proyectos.

El Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Riego explicó que de los 41.000 millones de pesos anuales se destinan 3.600 millones de pesos a obras de riego segmentadas, que se distribuyen entre 40 organizaciones que han postulado con 110 proyectos  en todo el país. Acotó que un total de cinco mil organizaciones a nivel nacional se han adjudicado del orden de 18.000 millones de pesos anuales, de los cuales 3.600 millones de pesos corresponden a obras segmentadas, por tratarse de obras que en conjunto superan las 30.000 unidades de fomento.

El señor Ministro de Agricultura, a modo ilustrativo, comentó que en el Maule Sur, específicamente en el sector de Linares, inauguraron dos canales por tramos, porque el revestimiento del canal completo excedía el margen que fija la ley de 30.000 unidades de fomento.

El Honorable Senador señor Letelier, en primer lugar, hizo presente que no comparte la clasificación de las obras de riego que presentó el Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Riego, puesto que, a su juicio, tienden a distorsionar el debate. En segundo lugar, manifestó sus reparos respecto del presente proyecto de ley, porque no incrementa los recursos para la construcción de obras de riego. Al efecto, precisó que algo similar sucedió con la última modificación a la ley N° 18.450 en que únicamente se re focalizaron los recursos existentes.

En su opinión, existe un problema con los recursos asignados y con la priorización de los mismos. En esa misma línea, planteó la necesidad de realizar una distribución distinta, focalizándose en aquellas regiones en que los Gobiernos Regionales están invirtiendo en obras de regadío. De esta manera, propuso repensar el debate y sentenció que con este proyecto de ley no se está dando el salto necesario que se requiere para estos efectos. En todo caso, aclaró que no se opone a los proyectos de obras de medianas de regadío.

En otro orden de ideas, observó la propuesta de establecer que el Ministerio de Desarrollo Social sea el encargado de calificar la rentabilidad social de estos proyectos, porque no conoce los instrumentos que utiliza para hacer esta evaluación, lo que le genera ciertos prejuicios respecto de este punto. Además, remarcó la necesidad de no repetir el ejemplo del embalse “Convento Viejo”, que representa lo que no debe hacerse en materia de construcción de embalses. En este contexto, sugirió buscar fórmulas para atraer mayores recursos de los Gobiernos Regionales, para duplicar o triplicar la inversión en materia de riego en los próximos diez años para enfrentar la crisis hídrica que vive el país.

El Honorable Senador señor Coloma reiteró que este proyecto de ley está bien inspirado, porque cubre un sector que hoy está siendo desatendido. Al efecto, refirió que esta semana se reunió con varias personas vinculadas al mundo agrícola, quienes confirmaron que existen varios proyectos de obras de regadío que están parados por falta de financiamiento. En concreto, arguyó que este proyecto de ley incrementa los recursos destinados para obras de riego y que, a su vez, beneficia a las asociaciones de usuarios. 

En relación con los comentarios formulados por el Honorable Senador señor Letelier, recordó que en la sesión anterior se informó que varias regiones están destinando recursos del Fondo Nacional de Desarrollo Regional para apalancar nuevos fondos para la construcción de obras de regadío, como sucede en el caso de la VI Región. Por otra parte, compartió la inquietud planteada respecto de la evaluación obligatoria que debe realizar el Ministerio de Desarrollo Social sobre la rentabilidad social de los proyectos sobre 15.000 unidades de fomento, porque desconoce la existencia de un instrumento objetivo que mida esa circunstancia y  anunció que formulará una indicación para eliminar esta exigencia. En seguida, planteó a Sus Señorías aprobar en general el presente proyecto de ley.

El señor Ministro de Agricultura informó que en el presupuesto vigente la Comisión Nacional de Riego se dispone de 41.000 millones de pesos, lo que implica un incremento de un 29% en relación con el presupuesto del año anterior. Además, detalló que cuentan con 30.000 millones de pesos adicionales de los Gobiernos Regionales. Al efecto, precisó que para estos efectos la VI Región ha destinado 4.500 millones, algo similar sucede con la IV y IX Regiones. Sobre este punto, valoró que las regiones tengan la capacidad de decidir el destino de sus inversiones.

Luego, hizo notar que producto de los efectos del cambio climático se ha ido trasladando hacia el sur el problema de la sequía,  y  que ya se ha presentado en la IX Región, en donde existen precipitaciones pero que no cuentan con las obras necesarias para acumular el agua requerida. Resaltó que existe un gran déficit de obras medianas y que no pueden esperar que el Ministerio de Obras Públicas ejecute estas obras, ya que esta Cartera también tiene otras preocupaciones, y que bajo este contexto no se puede continuar con la limitación legal de que el Estado no puede apoyar proyectos de obras de regadío que sobrepasan las 30.000 unidades de fomento. 

El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán apoyó la propuesta de aprobar en general el presente proyecto de ley, porque cubre un sector que no está suficientemente atendido y porque permite a las organizaciones de usuarios, que representan a miles de pequeños regantes, costear este tipo de obras. Sin perjuicio de lo anterior, remarcó la necesidad de que efectivamente signifique un aumento de los recursos y no una simple redistribución de los ya existentes. Por ello, pidió al Ejecutivo que aclare que la asignación de recursos para los pequeños y medianos agricultores en conformidad a las normas vigentes no se verán afectados por el presente proyecto de ley. La idea, continuó, es crecer para cubrir una nueva área que ha sido dejado de lado por la forma en que opera el sistema, ampliando la disponibilidad de recursos, de lo contrario, argumentó, se podría afectar a los pequeños y a los medianos agricultores beneficiarios de la ley N° 18.450.

El señor Ministro de Agricultura señaló que en el informe que acompañaron en esta sesión se presenta un cuadro con la proyección de los pagos, considerando la ampliación que se propone para la ley N° 18.450.

El Honorable Senador señor Letelier insistió en la tesis de que este proyecto de ley no hará más que distribuir los fondos que existen hoy día en virtud de la ley N° 18.450 para cubrir obras de riego sobre las 30.000 unidades de fomento, lo que implicará disminuir los recursos que se destinan para las obras menores. Por ello, pidió acotar las dudas que existen y que se especifique el tipo de obras de riego que se desea priorizar mientras no se dispongan de nuevos recursos.

En cuanto a los usuarios, comentó que sería apropiado diseñar una categorización de organizaciones de usuarios que serán beneficiados, lo que permitiría estratificar el tipo de obras medianas que se busca desarrollar. Advirtió que una mirada es el beneficiario directo, que corresponde al dueño del predio o de la unidad económica y, otra, el empleo que genera, lo que no se mide con los parámetros planteados. También, acotó que le interesa conocer qué se hará con estas obras. Al efecto, subrayó que su preocupación se centra en evitar la pérdida de agua en la conducción y en desarrollar una gestión de recursos hídricos adecuada,  más que generar electricidad.

El señor Ministro de Agricultura en primer lugar, resaltó que el requerimiento de nuevos recursos recién se hará efectivo en unos tres años más, e hizo notar la necesidad de estar abiertos a nuevos proyectos, como la infiltración de las napas subterráneas. Comentó que con esta alternativa se abaratan los costos de generación de agua de 1.000 pesos a 50 pesos el metro cúbico infiltrado. Informó que esta tecnología se utiliza en California y en Australia, y que ya han elaborado el reglamento para implementar su uso en nuestro país. Asimismo, subrayó la importancia de revestir los canales y de usar la telemetría, a modo de ejemplo refirió que este sistema se está empleando en la IV Región, generando un ahorro de un 60% de agua, lo que equivale a llenar un tranque similar al Tranque Chacrilla. Finalmente, indicó que todos estos elementos deberán ser evaluados una vez que se realicen los concursos, porque todos los proyectos que se ejecuten dependerán de los requerimientos de cada región.

El Honorable Senador señor Quintana consideró que la repuesta que dio el Ejecutivo aún es vaga, ya que en su opinión falta precisar mayores detalles, como cuáles serán las agrupaciones que se beneficiarán en cada región. Además, estimó que esta ley no tendrá un gran impacto, porque sólo aumenta el monto de las obras de regadío factibles de subsidiar con la ley N° 18.450. En seguida, consultó al Ejecutivo si existe otro subsidio que beneficie a obras privadas sobre 30.000 unidades de fomento. Adicionalmente, pidió el detalle de las obras por región, que se pretenden beneficiar.

En seguida, informó que ha tenido varias reuniones con las comunidades mapuches y con los parceleros de la Región de La Araucanía, y que ha constatado que existe un problema recurrente en cuanto al agua que afecta a los pequeños agricultores. En razón de lo anterior, exteriorizó su temor a que producto de la aprobación de este proyecto de ley se restrinjan los recursos disponibles para la construcción de obras de riego para los pequeños agricultores. De este modo, reparó que el Estado terminará subsidiando a los grandes agricultores en forma bastante inequitativa.

La Honorable Senadora señora Rincón señaló que esta iniciativa legal no puede fomentar la inequidad territorial, por ello consideró relevante conocer las regiones y comunas que serán beneficiadas con la ejecución de estas obras de regadío. Declaró que no está dispuesta a aprobar un proyecto de ley que no beneficia equitativamente a todo el país, especialmente cuando aún existen niveles extremos de pobreza.

El Honorable Senador señor Coloma comentó que los proyectos de obras de riego que presentó el Ministerio de Agricultura en su informe corresponden a los proyectos pendientes desde hace unos treinta años y advirtió que no se trata de una priorización de este Gobierno.

La Honorable Senadora señora Rincón reiteró la necesidad contar con mayores detalles sobre los proyectos que se pretenden realizar, desagregados por regiones y comunas. Por lo anterior, expresó que no se encuentra en condiciones para votar en esta sesión, en general, el presente proyecto de ley.

El Honorable Senador señor Coloma hizo presente a Sus Señorías que el debate que se ha generado es más propio de una discusión en particular y resaltó la necesidad de aprobar en forma unánime esta iniciativa, porque significa una política pública en materia de recursos hídricos.

El Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Riego aclaró que el subsidio contenido en la Ley de Riego es de carácter concursable, por lo cual no se puede predecir las comunas y las regiones que beneficiará, no así las macrozonas que están definidas por reglamento. 

La Honorable Senadora señora Rincón indicó que existen varios ejemplos de leyes que implican la aprobación de fondos para un proyecto específico en una región determinada, lo cual refleja una intencionalidad del legislador para beneficiar a un sector, lo que sin duda implica una decisión política. Por ello, opinó, este proyecto de ley podría, al menos, establecer las directrices de los proyectos de regadío que se desean subsidiar.

El Honorable Senador señor Letelier señaló que afortunadamente la Comisión Nacional de Riego cuenta con las atribuciones para definir los parámetros para la entrega de este tipo de subsidios, a través de un reglamento, similar a lo que se ha realizado en el área de la vivienda, lo que ha evitado rigidizar estas ayudas. 

Por lo anterior, sugirió al Ejecutivo esperar un tiempo razonable para analizar este tema, y tal vez optar por la modificación del reglamento que rige esta materia, a fin de fijar criterios específicos para  potenciar ciertas zonas, como la Región de La Araucanía, dada la situación coyuntural por la que hoy está atravesando.

La Honorable Senadora señora Rincón insistió en la necesidad de que el Ejecutivo entregue información desagregada por regiones y comunas de los proyectos que podrían ejecutarse bajo esta modalidad y también de las organizaciones de usuarios existentes que se serían beneficiadas. Además, se mostró interesada en conocer el uso de estos fondos y lo que se pretende hacer con ellos, aprobada esta iniciativa legal.

El Honorable Senador señor Coloma explicó que para el Ejecutivo podría resultar  complicado exponer sobre los criterios de adjudicación de estos fondos, porque éstos se asignan mediante concursos público. Con todo, se mostró partidario de mantener este carácter, porque se trata de fondos públicos, lo cual conserva la imparcialidad en su asignación y evita las inequidades.

En sesión posterior, el señor Subsecretario de Agricultura acompañó un documento con el detalle de la cartera de proyectos de inversión en obras medianas de regadío, desagregado por región y comunas.

A continuación, el Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Riego recordó que este proyecto de ley pretende disminuir la brecha que existe entre las pequeñas y las grandes obras de regadío, ya que la ley N° 18.450 y el decreto ley N° 1.123 no se enfocan en la ejecución de este tipo de proyectos, generando un vacío para la construcción de obras cuyo costo varía entre 30.000 a 250.000 unidades de fomento, lo que en la práctica impide que se puedan desarrollar obras: de conducción, de infiltración, de telemetría y de generación de energía renovable.

Bajo este contexto, reiteró que los objetivos de esta iniciativa legal son: disminuir esta brecha entre las grandes y las pequeñas obras de riego; fomentar la inversión privada; generar obras multipropósito, y mejorar la gestión y la operación de las obras de riego. Con ello, subrayó que se evitará la práctica, para poder acceder a este subsidio, de segmentar los proyectos de obras medianas de regadío en obras menores.

Por otra parte, recordó que la ley N° 18.450 entrega fondos esencialmente concursables, generando una competencia liderada principalmente por el área privada, que ha permitido reducir los costos para el Gobierno en la construcción de este tipo de obras. 

Luego, presentó un cuadro con los porcentajes de bonificación de cada una de las regiones en el año 2012. Al efecto, destacó que la Región del Maule es una de las regiones más beneficiadas, dado que tiene la mayor cantidad de hectáreas cultivables. Dentro de la VII Región, detalló que la comuna de Linares es la más bonificada con un 13%, también lo son las comunas de Longaví con un 7%, Retiro y San Clemente, ambas con un 9%. 

Adicionalmente, indicó que el 14% de las inversiones en la Región del Maule se financian con la ley N° 18.450, priorizándose la construcción de obras medianas de regadío, pero parceladas, segmentando los proyectos en varias etapas, debiendo postular todos los años para poder terminar su construcción. Acotó que con la aprobación de esta iniciativa se contaría con un instrumento apto para financiar en forma completa este tipo de obras, lo que permitiría acelerar la construcción de las mismas.

El señor Subsecretario de Agricultura refirió que la ley N° 18.450 está destinada a incentivar la construcción de infraestructura de riego intrapredial, ya sea para la tecnificación del riego o para la construcción de un tranque, dejando en claro a Sus Señorías que este segmento no será modificado, dado que en este ámbito la ley ha funcionado adecuadamente. Sin perjuicio de lo anterior, señaló que existe un déficit en materia de obras medianas de regadío, que deben ser construidas para evitar las pérdidas de agua y que precisamente este proyecto de ley pretende abordar. En el caso de la Región del Maule, ratificó que para cubrir esta necesidad se ha recurrido a la parcelación de los proyectos de obras medianas de riego en varios tramos de obras pequeñas, lo que ha encarecido la ingeniería del proyecto y ha dilatado su construcción.

El Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Riego retomó su presentación e informó que en la Región de La Araucanía la bonificación promedio anual por la ley N° 18.450 es aproximadamente de 1.575 millones de pesos, con una inversión total de 2.640 millones de pesos, y destacó el fuerte potencial que tiene esta región para la construcción de obras de riego.

Por su parte, el Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, reparó por el escaso número de proyectos de obras de riego pendientes para la zona del Maule Sur.

El señor Subsecretario de Agricultura explicó que obedece a que en el Maule Sur las inversiones en obras de riego ya se han ejecutado, incluso de obras medianas, postulando al subsidio de la ley N° 18.450 en forma parcelada.

Al efecto, el Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Riego complementó que, en los hechos, el 14% de los recursos de la ley N°18.450 se ha destinado para la construcción de obras medianas de regadío en la zona del Maule Sur.

El Honorable Senador señor Coloma comentó que de aprobarse este proyecto de ley, este 14% mencionado, se cubriría con el nuevo mecanismo, lo que ayudaría a descongestionar los espacios para desarrollar proyectos intraprediales.

El señor Subsecretario de Agricultura reseñó que la Región del Maule tiene alrededor de 300.000 hectáreas de riego, de las cuales según el último CENSO agrícola sólo 50.000 hectáreas han sido tecnificadas. Además, puso de relieve que mientras se continúe utilizando la ley N° 18.450 para construir obras medianas se dispondrán de menos recursos para la tecnificación intrapredial. Por ello, resaltó la necesidad de aprobar este nuevo mecanismo.

Enseguida, los Honorables Senadores señora Rincón y señor Larraín, don Hernán compartieron su inquietud  en orden a conocer cómo se garantizará que los actuales beneficiarios de la actual ley N° 18.450 no se vean afectados con la aprobación de este mecanismo.

El señor Subsecretario de Agricultura aclaró que esta iniciativa legal no se refiere a los titulares del beneficio del subsidio de la ley N° 18.450, sino al tamaño de las obras de riego. Al efecto, resaltó que este proyecto de ley busca potenciar las obras medianas de riego, que sin duda también beneficiarán a los pequeños agricultores. Además, señaló que el informe financiero de este proyecto de ley contempla recursos adicionales del orden de 10.000 millones de pesos, lo que equivale a un aumento de un 25% del presupuesto total asignado al subsidio de ley N° 18.450. Por ello, concluyó que este proyecto de ley no sólo crea un mecanismo, sino que también contempla nuevos recursos para su implementación.

Por otra parte, el Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Riego puntualizó que esta iniciativa intenta privilegiar a las organizaciones de regantes, lo que se refleja en que los proyectos que superen las 50.00 unidades sólo pueden beneficiar a las organizaciones de usuarios. Agregó que, al menos, el 70% de estas organizaciones corresponden a pequeños agricultores.

En seguida, la Honorable Senadora Rincón insistió en su preocupación por el sistema de financiamiento de esta iniciativa y por la forma en que se garantizará que los actuales beneficiarios de la ley N° 18.450 no sean perjudicados. Luego, pidió una explicación sobre la forma en que se asignarán los recursos involucrados.

El señor Subsecretario de Agricultura refirió que los montos del informe financiero corresponden a posibles escenarios de inversión en este tipo de obras. En concreto, detalló que la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda aprobó un fondo de 10.000 millones de pesos para este nuevo mecanismo, lo que en régimen podría llegar a 25.000 millones al año, según la proyección que ellos prevén podría darse en función de la cartera pendiente de proyectos de obras medianas.

El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, consultó por el porcentaje de este aporte en relación con el costo total de las obras.

El señor Subsecretario de Agricultura respondió que el aporte del Fisco podría llegar hasta un 75%. Además, consignó que este fondo se asignará a través de concursos nacionales y no por medio de concursos regionales, para garantizar la imparcialidad.

Sobre este último punto, la Honorable Senadora señora Rincón manifestó su reparo a la iniciativa, porque desconoce cómo se mantendrá la equidad territorial entre las regiones.

El señor Subsecretario de Agricultura indicó que la lógica de esta ley es mantener la concursabilidad nacional, para asegurar la objetividad en la adjudicación de los proyectos. 

La Honorable Senadora señora Rincón preguntó cuál sería el mayor gasto que esta ley podría significar para el Estado.

El señor Subsecretario de Agricultura respondió que el presupuesto inicial ascenderá a 10.000 millones de pesos, lo que no obsta a que en la Ley de Presupuestos se consideren otros montos. Acotó que en un escenario positivo se podría llegar a una transferencia de unos 25.000 millones de pesos. Por otra parte, recalcó que la idea de esta iniciativa es desarrollar los proyectos que ya han sido evaluados por el Ministerio de Obras Públicas.

El Honorable Senador señor Coloma recordó que también se cuenta con los recursos de los Gobiernos Regionales, los que perfectamente se pueden destinar a la construcción de obras medianas de regadío.

El señor Subsecretario de Agricultura comentó que la IV Región tiene un bajo porcentaje de adjudicación en los concursos de la ley N° 18.450, por lo que su autoridad ha optado por financiar sus proyectos de regadío con el Fondo Nacional de Desarrollo Regional, con la ayuda de la Comisión Nacional de Riego en lo que se refiere a la realización de los concursos para la adjudicación de los proyectos.

A continuación, la Honorable Senadora señora Rincón consultó por las hectáreas que se verían beneficiadas con esta iniciativa.

El Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Riego respondió que  en un año se beneficiarían  24.000 hectáreas con riego tecnificado y que se obtendrían 8.000 hectáreas nuevas de riego. Precisó que un 29% de estos recursos se destinarían a la Región del Maule y un 5% a la Región de La Araucanía, de acuerdo a la tendencia actual de la distribución del beneficio de la ley N° 18.450. 

El señor Subsecretario de Agricultura comentó que este proyecto de ley establece un mecanismo para incentivar a los privados a organizarse como sociedades de regantes para que puedan postular a este tipo de subsidios, aprovechando los fondos que entrega la Corporación de Fomento a la Producción (CORFO) o el Instituto de Desarrollo Agropecuario (INDAP), que ayudan a las personas en la elaboración y postulación a este tipo de iniciativas.

La Honorable Senadora señora Rincón reparó que respecto de los proyectos que superen las 50.000 unidades de fomento  el proyecto sólo exige que los postulantes sean organizaciones de usuarios, permitiendo que cualquier persona pueda postular al subsidio si presenta proyectos de obras medianas de riego, cuyo costo varía entre 30.000 a 50.000 unidades de fomento, lo que le confirma su inquietud de que no están las garantías para los actuales beneficiarios de la ley N° 18.450.

El Honorable Senador señor Coloma planteó al Ejecutivo analizar el punto observado por la Honorable Senadora señora Rincón.

El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, se mostró partidario de respetar el principio de no afectar a los actuales beneficiarios de esta ley y por ello propuso que el subsidio para obras medianas de regadío, que superen las 30.000 unidades de fomento, sólo se entregue a las organizaciones de usuarios.

El Honorable Senador señor Quintana hizo presente que en la Región de La Araucanía existe un grupo numeroso de personas que no tienen agua para su consumo personal, por lo que consideró fundamental realizar un cambio profundo, que contemple una reforma constitucional y una mirada macro del problema. De este modo, estimó que se está perdiendo una oportunidad para aprobar una iniciativa más innovadora que involucre también a INDAP.

- En votación la idea de legislar del proyecto en estudio, ésta fue aprobada por la mayoría de los miembros de la Comisión. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Coloma, García y Larraín Fernández, y se abstuvieron los Honorables Senadores señora Rincón y señor Quintana.

- - - 

TEXTO DEL PROYECTO 

En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, la Comisión de Agricultura tiene el honor de proponeros que aprobéis, en general, el siguiente proyecto de ley:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.450, de Fomento a la Inversión Privada en Obras de Riego y Drenaje:

1) Modifícase el artículo 1° en el siguiente sentido:

a) Sustitúyese el inciso primero por el que se transcribe a continuación:

“Artículo 1°.- El Estado, por intermedio de la Comisión Nacional de Riego, bonificará el costo de estudios, construcción y rehabilitación de obras de riego o drenaje, así como de proyectos integrales de riego o drenaje que incorporen el concepto de uso multipropósito; inversiones en equipos y elementos de riego mecánico o de generación; y, en general, toda obra de puesta en riego u otros usos asociados directamente a las obras bonificadas, habilitación y conexión, cuyos proyectos sean seleccionados y aprobados en la forma que se establece en esta ley.”.

b) Reemplázase en su actual inciso octavo, el número “12.000” por el número “50.000”;

c) Reemplázase en su actual inciso noveno, el número “12.000” por el número “50.000”;

d) Reemplázase en el actual inciso final, el numero “30.000” por “250.000”.

e) Agréganse los siguientes incisos a continuación del actual inciso final:

“Los proyectos cuyo costo no supere las 30.000 unidades de fomento, podrán postular a la bonificación máxima establecida en los artículos 1° y 3° de esta ley según corresponda. Igualmente, los proyectos cuyo costo sea superior al monto señalado, podrán postular a las bonificaciones máximas antes referidas, en la parte que no exceda de las 30.000 unidades de fomento. Para cada uno de los demás tramos incrementales situados por sobre las 30.000 unidades de fomento, la bonificación máxima a la que se podrá postular irá disminuyendo de acuerdo a lo establecido en el Reglamento especial al que se refiere el inciso final de este artículo.

Los proyectos cuyo costo supere las 15.000 unidades de fomento deberán contar previamente con Recomendación Favorable del Ministerio de Desarrollo Social. El plazo para pronunciarse respecto de la recomendación será de 60 días corridos contados desde la fecha de ingreso de la respectiva solicitud ante el Ministerio de Desarrollo Social. El interesado podrá invocar el silencio administrativo positivo en caso de no existir pronunciamiento de la autoridad dentro del plazo antes señalado.

Los concursos para la bonificación de proyectos cuyo valor sea superior a 15.000 e inferior a 250.000 unidades de fomento, se regirán por las disposiciones de esta ley y las de un Reglamento especial que se dictará al efecto.”.

2) Agrégase un nuevo inciso a continuación del actual inciso quinto, del siguiente tenor:

“En la evaluación de los proyectos cuyo costo supere las 15.000 unidades de fomento, sólo se considerará las variables “Aporte” y “Costo” de acuerdo a los numerales 1) y 3) precedentes. Para este caso, al proyecto que proponga el mayor aporte se le otorgarán quinientos puntos en la calificación de esa variable y al que ofrezca el menor, cero puntos. Al proyecto de menor costo por hectárea beneficiada se le adjudicarán quinientos puntos y el que obtenga el menor, cero puntos.”.

3) Agrégase un nuevo artículo 7° bis, del siguiente tenor:

“Artículo 7° bis.- Los proyectos cuyo costo supere las 30.000 unidades de fomento deberán contar con una inspección y recepción técnica de obras de costo del beneficiario. La Comisión Nacional de Riego solo podrá emitir la orden de pago del Certificado de Bonificación al Riego y Drenaje cuando las obras cuenten con inspección y recepción técnica favorable en los términos que señala el Reglamento especial para este tipo de obras. La Comisión Nacional de Riego podrá denegar la referida orden de pago cuando, a partir de los informes de inspección o recepción técnica de las obras, o de las inspecciones aleatorias que se señalan en el inciso tercero de este artículo, pudiese constatarse que el inspector técnico de obras ha incurrido en el incumplimiento de la ley y del Reglamento.

La inspección y recepción técnica de obras de proyectos de más de 30.000 unidades de fomento deberá llevarse a cabo por personas inscritas en el Registro Público Nacional de Consultores de la Comisión Nacional de Riego para Obras Medianas. Un Reglamento establecerá los parámetros y condiciones necesarios para la ejecución de las labores de inspección y recepción técnica de éstas.

Sin perjuicio de lo señalado precedentemente, la Comisión Nacional de Riego podrá efectuar inspecciones aleatorias de obras, en terreno, a objeto de verificar que las labores de inspección y recepción técnica se ejecuten de conformidad a los parámetros y condiciones que establece el Reglamento y la información proporcionada por la inspección privada de las obras.”.

DISPOSICIÓN TRANSITORIA

Artículo transitorio.- El Reglamento especial al que se refiere el inciso final del artículo 1° de la ley N° 18.450, deberá ser dictado dentro del plazo de 180 días, contado desde la fecha de publicación de esta ley en el Diario Oficial.”.

- - - 

Acordado en sesiones celebradas los días 15 y 22 de enero, y 5 de marzo de 2013, con la asistencia de los Honorables Senadores señor Juan Antonio Coloma Correa (Presidente), señora Ximena Rincón González y señores José García Ruminot, Hernán Larraín Fernández y Jaime Quintana Leal.

Sala de la Comisión, a  12   de marzo  de 2013.


 (Fdo.): Ximena Belmar Stegmann,

                                        Secretario 
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INFORME DE LA COMISIÓN DE DEFENSA NACIONAL RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE ESTABLECE NUEVO MECANISMO DE CÁLCULO DEL SUELDO BASE PARA EL PERSONAL A JORNAL DE LAS FUERZAS ARMADAS 

(8613-02)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Defensa Nacional tiene el honor de informar el proyecto de ley individualizado en el rubro, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.

.


Cabe destacar que esta iniciativa fue discutida sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento del Senado.


Asimismo, el proyecto debe ser conocido por la Comisión de Hacienda, según el trámite concedido a su ingreso a esta Corporación.


A la sesión en que la Comisión analizó este proyecto de ley asistieron, además de sus miembros, el Subsecretario para las Fuerzas Armadas, señor Alfonso Vargas, y sus asesores señora Gigliola Cella y señor Juan Ibacache. También estuvieron presentes los asesores de los Honorables Senadores señores Walker (don Patricio) y Escalona, señora Paz Anastasiadis y Alfonso Néspolo, respectivamente, y el abogado del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Benjamín Rug.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO

 
Modificar el sistema de cálculo del sueldo base del personal a jornal de las Fuerzas Armadas, a fin de que sea equivalente al ingreso mínimo mensual. Asimismo, se enmienda la escala de trienios para cumplir con la finalidad de nivelar las remuneraciones de estos trabajadores con los demás del país.

- - -

ANTECEDENTES

Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


1.- Decreto con fuerza de ley (G) Nº 1, de 1997, del Ministerio de Defensa Nacional, que establece el Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas.


2.- Decreto supremo (G) 587, de 1972, que aprueba el Reglamento del Personal a Jornal y Obreros a Trato de las Fuerzas Armadas.

II.- ANTECEDENTES DE HECHO



El Mensaje que da origen al proyecto de ley señala que a partir de la dictación del decreto supremo (G) Nº 587, de 4 de noviembre de 1972, ha habido cambios regulatorios que, de manera directa o indirecta, han desactualizado el Reglamento “Del Personal a Jornal y Obreros a Trato de las Fuerzas Armadas”, aprobado por el citado decreto.



Añade que los trabajadores que prestan servicios en las Fuerzas Armadas en la categoría de “Personal a Jornal” se rigen por los artículos 2, 3, 14, 23, 24, 177, 185 y 253 del decreto con fuerza de ley (G) Nº 1, de 1997, del Ministerio de Defensa Nacional, que establece el Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas y por el Reglamento antes individualizado, que dispone normas y procedimientos referidos a clasificación, ingresos, contratos, jornadas de trabajo, remuneraciones, calificaciones, estímulos, requisitos, obligaciones, prohibiciones, sanciones, destinaciones, comisiones, previsión, salud, feriados, permisos, licencias y retiros.



Connota que, actualmente, las remuneraciones del personal a jornal se fijan de acuerdo a la escala de salario base en relación al salario mínimo, según lo dispuesto en el artículo 28 del citado Reglamento, que distingue para esos efectos entre trabajadores especializados, semi-especializados y no especializados.



Hace presente que la referida escala se expresa en porcentajes de “salario mínimo”, correspondiente a la remuneración establecida en los decretos leyes Nº 800, de 1974 y Nº 1.619, de 1976 y sus modificaciones posteriores, siendo en consecuencia, dichas remuneraciones de carácter especial para el personal a jornal de las Fuerzas Armadas.



En consideración a lo anterior, y por el hecho de que el sueldo base de este personal se calcula en relación al salario mínimo y no al ingreso mínimo mensual (IMM) -como ocurre con el resto de los trabajadores del país-, los recién ingresados a las Instituciones Castrenses percibe un sueldo base inferior al ingreso mínimo mensual.



Expresa que la situación anterior se corrige, en parte, cuando dicho personal alcanza mayor antigüedad, ya que obtiene el beneficio de trienios que forma parte de los estipendios fijos que integran su sueldo base definitivo, de acuerdo a lo resuelto por la Dirección del Trabajo como definición de “sueldo base”, para la aplicación de la ley.  



Destaca que, en la práctica, al tener las Instituciones de las Fuerzas Armadas personal con un sueldo base inferior al ingreso mínimo mensual, se generan importantes problemas de carácter social, que requieren urgente solución.



Finalmente, y para enmendar estas dificultades, afirma que es necesario nivelar el sueldo base de esta categoría de personal, a partir del ingreso mínimo mensual, proponiendo para ello una norma legal referida expresamente a sus remuneraciones.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL





El señor Subsecretario para las Fuerzas Armadas manifestó que el decreto supremo (G) N° 587, de 1972, “Reglamento del Personal a Jornal y Obreros a Trato de las Fuerzas Armadas”, prescribe en su artículo 1° que “Los obreros que presten servicios en las Instituciones Armadas se clasifican en personal a jornal y obreros a trato. Sus servicios los prestan en virtud de un contrato individual de trabajo para desarrollar labores en que predomina el esfuerzo físico.”.





Sostuvo que la iniciativa en discusión busca corregir una situación injusta que se produce respecto del personal a jornal de las Fuerzas Armadas -que determina que perciba una remuneración inferior al 


ingreso mínimo mensual ($193.000)-, ya que su sueldo base su calcula en relación al salario mínimo y no al mencionado ingreso mínimo mensual, como ocurre con los demás trabajadores del país.





Hizo notar que durante años dicha circunstancia fue subsanada por la vía de pagar bonos y horas extraordinarias, pero la Contraloría General de la República objetó este proceder. Por ello, en una disposición transitoria, se declaran bien pagados, a la fecha de publicación de la ley, los montos percibidos por el personal a jornal y trabajadores a trato por los mencionados conceptos.





En consideración a lo anterior, el Ejecutivo, recogiendo sugerencias y planteamientos de la Honorable Diputada señora Goic  y  de  la  Segunda Subcomisión Especial Mixta de Presupuestos al discutir la Partida 11, Ministerio de Defensa Nacional, presentó esta iniciativa de ley -que beneficiará 600 personas aproximadamente de las tres ramas de las Fuerzas Armadas- para igualar la base de cálculo de las remuneraciones de este personal con el ingreso mínimo mensual que rige para todos los trabajadores, según da cuenta la siguiente tabla:
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NO ESPECIALIZADOS

SEMI-ESPECIALIZADOS

ESPECIALIZADOS

A $92.613 Sueldo base mensual tnico

B $86.828  equivalente a un ingreso $ 193.000
C $81.048 minimo mensual

D $75.242

A $104.184 Sueldo base mensual tGnico

B $98.387  equivalente a un ingreso $ 196.860
C $92.613 minimo mensual

D $86.628 aumentado en un 2%

A $115.763 Sueldo base mensual Unico

B $109.973  equivalente a un ingreso $ 202.766
C $104.184 minimo mensual,

D $98.387 aumentado en un 5,06%





(*) Salarios bases fijados en Orden Ministerial N° 115 de 2011.





Además, se modifican los porcentajes de la actual escala de trienios que se aplica a este personal, que es superior a la que rige al personal de planta de las Fuerzas Armadas (artículo 185 del Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas), de la manera que se expresa a continuación: 
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Luego, el señor Subsecretario para las Fuerzas Armadas mostró ejemplos de la remuneración que percibirá el personal a jornal, si se enmienda la base de cálculo en la forma propuesta por el proyecto de ley:






También puso de relieve qué sucederá con la escala de trienios que propone la iniciativa:






El señor Subsecretario destacó que durante el primer trámite constitucional se introdujo una indicación para puntualizar que la modificación a la remuneración contemplada en la iniciativa regirá a contar del día 1 del mes correspondiente al de su publicación en el Diario Oficial, y si la publicación se efectúa con posterioridad al día de pago de la remuneración mensual, el pago del complemento que corresponda se realizará junto a la del mes siguiente.





Asimismo, dijo, mediante otra indicación se sustituyeron las expresiones “obrero a trato y “obreros a trato” por “trabajador a trato” y “trabajadores a trato”, todas las veces que aparezcan y en todos los cuerpos legales, para actualizarlas con las denominaciones vigentes.





Respecto al costo anual del proyecto de ley, señaló que asciende a $ 107.073 miles para las tres ramas de las Instituciones Armadas, a saber: M$ 104.648, para 503 jornales del Ejército; M$ 1.688, para 21 jornales de la Armada, y M$ 757 para 30 jornales de la Fuerza Aérea. Destacó que en el caso del Ejército, la información entregada inicialmente fue de M$ 179.719, cifra que fue corregida por la recién indicada.





El Honorable Senador señor Gómez consultó por la distinción del personal a jornal y obreros a trato entre no especializados, semi-especializados y especializados. Asimismo, preguntó por la situación de los trienios.





El señor Subsecretario para las Fuerzas Armadas expresó que la mencionada clasificación en la práctica hoy no existe, ya que dicho personal está en la categoría de especializado.





En cuanto a los trienios, manifestó que el trabajador que tiene, por ejemplo, cinco trienios, continúa con ellos, pero con un porcentaje menor al actual, para cumplir con el propósito de la ley de nivelar las remuneraciones y mantener la proporcionalidad con las de sus superiores jerárquicos y el resto del personal de las Fuerzas Armadas.





El Honorable Senador señor Gómez llamó a tener cuidado con esta situación y a precaver eventuales dificultades ante el reclamo de algún trabajador por haberse modificado la base de cálculo de esta parte de su remuneración.





La Comisión estuvo conteste en la necesidad de aprobar el proyecto de ley, atendido el bajo monto de los ingresos que percibe este personal y los inconvenientes que ha debido enfrentar por la resolución de la Contraloría General de la República.

- - -


- Puesto en votación el proyecto de ley, en general, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Gómez, Pérez Varela, Prokurica y Walker (don Patricio).

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


A continuación, se transcribe literalmente el texto del proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados, y que vuestra Comisión de Defensa Nacional os propone aprobar en general:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- El sueldo base del Personal a Jornal contratado de acuerdo al artículo 23 del decreto con fuerza de ley (G) Nº 1, de 1997, del Ministerio de Defensa Nacional, que establece el Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas y regido por el decreto supremo (G) Nº 587, de 1972, que aprueba el Reglamento del Personal a Jornal y Obreros a Trato de las Fuerzas Armadas, se determinará conforme al siguiente detalle:

1) El Personal a Jornal y trabajadores a trato no especializados, percibirá un sueldo base mensual equivalente a un ingreso mínimo mensual.

2) El Personal a Jornal y trabajadores a trato semi-especializados, percibirá un sueldo base mensual equivalente a un ingreso mínimo mensual, aumentado en un dos por ciento (2%).

3) El Personal a Jornal y trabajadores a trato especializados, percibirá un sueldo base mensual equivalente a un ingreso mínimo mensual, aumentado en un cinco coma cero seis por ciento (5,06%).

Artículo 2°.- Reemplázase el inciso segundo de la letra a), del artículo 185, del decreto con fuerza de ley (G) Nº 1, de 1997, del Ministerio de Defensa Nacional, que establece el Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas, por el siguiente: 

“El personal a Jornal gozará de aumentos trienales con los siguientes porcentajes calculados sobre el sueldo base de que esté en posesión: siete por ciento para el primero al tercero, seis por ciento para el cuarto, cinco por ciento para el quinto al séptimo, cuatro por ciento para el octavo al décimo, tres por ciento para el onceavo al treceavo y dos por ciento para el catorceavo.”.

Artículo 3°.- El mayor gasto que irrogue la aplicación de esta ley, será financiado con recursos adicionales al presupuesto actual de las Instituciones de las Fuerzas Armadas, debiendo asignarse los montos necesarios para su implementación.

Artículo 4°.- El Personal a Jornal de dotación actual de las instituciones de las Fuerzas Armadas no podrá ser afectado por la aplicación de la presente ley, con la disminución de las remuneraciones que perciben.

Aquel Personal a Jornal que, a la fecha de publicación de esta ley, se encuentre prestando servicios en tal calidad, no podrá ser afectado con la pérdida o disminución de sus remuneraciones por la entrada en vigencia de los sueldos base establecidos en el artículo 1° precedente y, en la eventualidad de producirse tales diferencias, deberán ser pagadas por planillas suplementarias emitidas por la correspondiente Institución.

Artículo 5°.- 
La modificación de remuneraciones contenida en la presente ley aplicable al Personal a Jornal de las Fuerzas Armadas, regirá a contar del día 1 del mes correspondiente al de su publicación en el Diario Oficial; y si esta publicación se efectuare con posterioridad al día de pago de la remuneración mensual, el pago del complemento que corresponda conforme a la aplicación de la presente ley se efectuará junto con la remuneración del mes siguiente.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero.- Decláranse bien pagados, a la fecha de publicación de la presente ley, todos los montos por concepto de horas extraordinarias y bonificación diaria, percibidos por el personal a jornal y trabajadores a trato, contratados de acuerdo a los artículos 23 y 24, respectivamente, del decreto con fuerza de ley (G) N° 1, de 1997, del Ministerio de Defensa Nacional, que establece el Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas, y por el decreto supremo (G) N°587, de 1972, del Ministerio de Defensa Nacional, que aprueba el Reglamento del Personal a Jornal y Obreros a Trato de las Fuerzas Armadas.

En consecuencia, decláranse ajustados a derecho los pagos indicados en el inciso precedente efectuados por el Ejército de Chile.

Artículo segundo.- Sustitúyense en todos los cuerpos legales, las expresiones “obrero a trato” y “obreros a trato”, todas las veces que aparezcan, por “trabajador a trato” y “trabajadores a trato”, respectivamente, a contar de la fecha de vigencia de la presente ley.”.


Acordado en sesión celebrada el día 15 de enero de 2013, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Víctor Pérez Varela (Presidente), José Antonio Gómez Urrutia, Pedro Muñoz Aburto, Baldo Prokurica Prokurica y Patricio Walker Prieto.


Sala de la Comisión, a 15 de enero de 2013.

(Fdo.): Milena Karelovic Ríos,

Secretaria de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE ESTABLECE NUEVO MECANISMO DE CÁLCULO DEL SUELDO BASE PARA EL PERSONAL A JORNAL DE LAS FUERZAS ARMADAS 

(8613-02)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir su informe acerca del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República.


A una o más de las sesiones en que la Comisión analizó este proyecto de ley asistieron, además de sus miembros, los Honorables Senadores señores Coloma y Sabag, y el Honorable Diputado señor Ortiz.


Del mismo modo, concurrieron:

Del Ministerio de Defensa Nacional, el Jefe de la División de Presupuestos y Finanzas, señor Gustavo Arcaya, y el asesor del Subsecretario para las Fuerzas Armadas, señor Juan Ibacache.

Del Ministerio de Hacienda, el Coordinador Legislativo, señor Francisco Moreno.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, la asesora, señorita Carol Parada.

De la Corporación de Estudios para Latinoamérica (CIEPLAN), la Secretaria Ejecutiva del Programa Legislativo, señorita Macarena Lobos.

Del Instituto Libertad y Desarrollo, el Abogado del Programa Legislativo, señor Daniel Montalva.

La asesora de la Honorable Senadora señora Rincón, señorita María Carolina Mora.

- - -


Cabe hacer presente que esta iniciativa, que fuera analizada previamente por la Comisión de Defensa Nacional, fue también discutida sólo en general por la Comisión de Hacienda, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento del Senado.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO

 
Modificar el sistema de cálculo del sueldo base del personal a jornal de las Fuerzas Armadas, con el objeto de que sea equivalente al ingreso mínimo mensual. Del mismo modo, enmendar la escala de trienios, para cumplir con la finalidad de nivelar las remuneraciones de estos trabajadores con los demás del país.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL





La Honorable Senadora señora Rincón dio a conocer su inquietud respecto del impacto que la aprobación del proyecto de ley pueda tener sobre las cotizaciones previsionales del personal que se vería beneficiado. Igualmente, sobre cómo incidiría en los usuarios de los sistemas de CAPREDENA y DIPRECA.





Consultó, del mismo modo, por qué no se ha adoptado similar medida respecto del resto de los funcionarios de la administración pública, y qué es lo que justifica que se haga solamente para los de las Fuerzas Armadas (FFAA). Hizo ver, a mayor abundamiento, que en el artículo 2° de la iniciativa en estudio se prevé que el personal a jornal de las instituciones armadas gozará de aumentos trienales, privilegio que no se extiende al resto de los trabajadores públicos.





El Honorable Senador señor García hizo ver que, como se consigna en el informe en que la Comisión de Defensa del Senado aprobó en general la presente iniciativa, su objetivo es abordar la situación de personal de las FFAA que percibe un salario inferior al mínimo, igualando la base de cálculo que rige para todos los trabajadores del país. A ésta se agregarían ciertos porcentajes según el grado de especialización de cada uno de ellos.





En el precitado informe, añadió, se da cuenta del siguiente cuadro explicativo:
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NO ESPECIALIZADOS

SEMI-ESPECIALIZADOS

ESPECIALIZADOS

A $92.613 Sueldo base mensual tnico

B $86.828  equivalente a un ingreso $ 193.000
C $81.048 minimo mensual

D $75.242

A $104.184 Sueldo base mensual tGnico

B $98.387  equivalente a un ingreso $ 196.860
C $92.613 minimo mensual

D $86.628 aumentado en un 2%

A $115.763 Sueldo base mensual Unico

B $109.973  equivalente a un ingreso $ 202.766
C $104.184 minimo mensual,

D $98.387 aumentado en un 5,06%









La Honorable Senadora señora Rincón consultó si existe algún otro caso, en la administración pública, en que se aplique un modelo como el que se plantea en esta oportunidad. A la espera de los antecedentes que sobre el particular pueda proporcionar el Ejecutivo, indicó, lo más razonable sería que una medida de este tipo no sólo aprovechara a miembros de los institutos armados, sino también a los del resto de la administración estatal.





Reparó, asimismo, en que el proyecto de ley propone también modificar los porcentajes de la actual escala de trienios que se aplica al personal a jornal, que es superior a la que rige al personal de planta de las FFAA. Requirió que se informara acerca del fundamento de esta enmienda.





La Comisión tuvo presente, de acuerdo con lo consignado en el aludido informe de la Comisión de Defensa, que la situación del personal a jornal de las FFAA que recibe una remuneración inferior al ingreso mínimo mensual, fue por años subsanada por la vía del pago de bonos y horas extraordinarias. Tales mecanismos, empero, fueron objetados por la Contraloría General de la República, razón por la que en el artículo primero transitorio del proyecto se prevé dar por bien pagados los montos percibidos por los mencionados conceptos. 





El Honorable Senador señor Novoa observó que cabe la posibilidad de que la categoría de jornal sea exclusiva del personal de las FFAA. De ser así, debe existir certeza absoluta al respecto.





La Honorable Senadora señora Rincón acotó que lo que se debe dilucidar es si en el resto de la administración pública subsiste personal cuya remuneración sea inferior al mínimo. 

Enseguida, la unanimidad de los miembros de la Comisión acordó oficiar al señor Ministro de Defensa Nacional y a la señora Directora de Presupuestos, con el objeto de acceder a los  antecedentes que seguidamente se expresan. Esto, habida cuenta de que el proyecto de ley establece un nuevo mecanismo de cálculo de sueldo base, pero no señala a cuánto debiera ascender el sueldo bruto, lo que impide efectuar la comparación con el resto de los funcionarios del sector público:

1.- Situación actual de los trabajadores del sector público en relación a la remuneración mínima: ¿existen funcionarios del sector público que tengan una remuneración mensual inferior al salario mínimo, que actualmente asciende a $193.000 brutos?

2.- Monto total bruto del sueldo mensual para el personal a jornal de las Fuerzas Armadas, desglosado en:

- Sueldo base

- Otros emolumentos

- Cotizaciones previsionales

Detallado para: a) personal a jornal y trabajadores a trato no especializados; b) jornal y trabajadores semi-especializados, y c) jornal y trabajadores especializados.

Igualmente, la misma unanimidad acordó oficiar a la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social para que diera respuesta a la pregunta formulada en el número 1.- precedente.

En la siguiente sesión celebrada por la Comisión, se dio cuenta de las respuestas y antecedentes recibidos en relación con las solicitudes anteriormente detalladas. 

En primer lugar, del Oficio N° 31 enviado por la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social, que en lo que importa expresa que en atención a que dicha cartera no mantiene registros de la información requerida, remitió el oficio recibido al Ministerio de Hacienda, por considerar que es el organismo competente para pronunciarse respecto de la solicitud.

Enseguida, del Oficio N° 6.769, del Ministro de Defensa Nacional, que con arreglo a lo señalado en el Oficio N° 349, de 5 de marzo de 2013, del Subdirector de Racionalización y Función Pública de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda -que se adjuntó-, concluye que no existen funcionarios del sector público que tengan una remuneración mensual inferior al sueldo mínimo.

Dicho Oficio N° 349, a mayor abundamiento, indica, en lo pertinente, lo que sigue:

“En virtud de lo dispuesto en el artículo 18 de la ley N° 20.642 de reajuste de remuneraciones para los trabajadores del sector público, la remuneración que perciben dichos trabajadores que laboran jornada completa no podrá ser inferior al salario mínimo, estableciendo los siguientes montos:

Técnicos y Supervisores





$301.526.-

Administrativos, Secretarias Ejecutivas, Oficiales

Administrativos, y Vigilantes Penitenciarios


$280.324.-

Mayordomos, Auxiliares, Operativa y Choferes


$247.184.-





Lo señalado anteriormente, rige desde el 1° de enero de 1996, según lo dispuesto en el artículo 21 de la ley N° 19.429 sobre reajuste de remuneraciones para los trabajadores del sector público.”.

El Jefe de la División de Presupuestos y Finanzas del Ministerio de Defensa, señor Gustavo Arcaya, explicó que el objetivo del proyecto de ley es corregir la composición de la remuneración del personal a jornal de las FFAA, conformada por un sueldo base más bien bajo que se complementa con otras asignaciones, en virtud de lo observado en su momento por la Contraloría General de la República. De ahí que, ahora, se proponga aumentar el sueldo base a un valor equivalente al ingreso mínimo mensual, de modo de nivelar el monto de la remuneración.

Para financiar esta enmienda, explicó, se recurre a la escala de trienios que actualmente beneficia a una porción del personal de los institutos armados, que en gran parte pasará a componer el sueldo base. A esto se sumará una mayor erogación fiscal anual del orden de M$107.073, según se consigna en el informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos. De esta forma, al cabo, ningún funcionario a jornal percibirá una remuneración inferior al sueldo mínimo mensual, al que se agregará, en la medida que correspondan, los trienios y asignaciones de zona. 

Hoy en día, agregó, son pocos los casos de funcionarios cuya remuneración sea inferior al mínimo legal. Sin embargo, ejemplificó, sí es posible que un jornal que labore en Punta Arenas y sea trasladado a Santiago, por el hecho de perder la asignación de zona quede, en la práctica, por debajo de dicho umbral.

Del mismo modo, destacó que el artículo primero transitorio de la iniciativa en estudio declara bien pagados, y en consecuencia ajustados a derecho, todos los montos que por concepto de horas extraordinarias y bonificación diaria fueron percibidos por el personal a jornal y trabajadores a trato de las FFAA.   

Enseguida, ante una consulta de la Honorable Senadora señora Rincón, graficó cuál es la situación actual de un salario base especializado A, cómo quedaría producto de las objeciones de la Contraloría y cómo quedará de acuerdo con la propuesta que se está realizando:
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En comparación con la situación vigente, culminó, la nueva regulación operará en régimen de la siguiente forma: 
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Puesto en votación en general el proyecto de ley, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Rincón y señores García, Novoa y Zaldívar, en los mismos términos que lo hiciera la Comisión de Defensa Nacional en su informe.

- - -

INFORME FINANCIERO

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 10 de julio de 2007, señala, de modo textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes

1. El proyecto de ley tiene como objetivo nivelar los sueldos base del personal de la categoría de jornal de las Fuerzas Armadas, de forma que sus remuneraciones en ningún caso sean inferiores al ingreso mínimo mensual que rige para todos los trabajadores del país.

2. Para el logro de lo anterior, el proyecto de ley reemplaza el actual "salario base mensual" del personal a jornal, calculado en relación a un salario mínimo definido en el Reglamento del Personal a Jornal y Obreros a Trato de las FF.AA. (D.S. N° 587, 1972), por un "sueldo base mensual" calculado en relación al ingreso mínimo mensual que rige para todos los trabajadores del país. Adicionalmente se modifica la estructura de porcentajes de los trienios para este personal.

3. El proyecto de ley se estructura sobre la base de cinco artículos, a saber:

a. Artículo Primero: Se define la nueva forma de cálculo del sueldo base del personal a jornal de acuerdo con su categoría (especializado, semiespecializado o no especializado).

b. Artículo Segundo: Modifica los cálculos para los trienios del personal a jornal, en concordancia con la nueva estructura del sueldo base.

c. Artículo Tercero: Se refiere al financiamiento del mayor gasto fiscal asociado a este proyecto.

d. Artículo Cuarto: Se explicita que ningún funcionario de la categoría de jornal en las Fuerzas Armadas se verá afectado con una disminución en sus remuneraciones como consecuencia de la aplicación del presente proyecto de ley.

e. Artículo Quinto: Se refiere a la entrada en vigencia del proyecto de ley en cuestión.

II. Efectos del proyecto de Ley sobre los Gastos Fiscales

El proyecto de ley tiene gastos permanentes, conforme a los siguientes supuestos de cálculo:

	
	Miles $ 2012

	Gastos en Personal en régimen:
	107.073

	503 Jornales Ejército
	104.648

	21 Jornales Armada
	1.668

	30 Jornales Fuerza Aérea de Chile
	757


III. Efecto Neto del Proyecto sobre el Resultado Fiscal

El proyecto de ley irroga un mayor gasto fiscal anual de M$107.073, sobre la base de 554 beneficiarios (todos jornales categoría “especializados”) en las tres ramas de las Fuerzas Armadas.”.

En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO

De conformidad con el acuerdo adoptado, la Comisión de Hacienda propone la aprobación, en general, del proyecto de ley en informe, en los mismos términos que lo hiciera la Comisión de Defensa Nacional:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- El sueldo base del Personal a Jornal contratado de acuerdo al artículo 23 del decreto con fuerza de ley (G) Nº 1, de 1997, del Ministerio de Defensa Nacional, que establece el Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas y regido por el decreto supremo (G) Nº 587, de 1972, que aprueba el Reglamento del Personal a Jornal y Obreros a Trato de las Fuerzas Armadas, se determinará conforme al siguiente detalle:

1) El Personal a Jornal y trabajadores a trato no especializados, percibirá un sueldo base mensual equivalente a un ingreso mínimo mensual.

2) El Personal a Jornal y trabajadores a trato semi-especializados, percibirá un sueldo base mensual equivalente a un ingreso mínimo mensual, aumentado en un dos por ciento (2%).

3) El Personal a Jornal y trabajadores a trato especializados, percibirá un sueldo base mensual equivalente a un ingreso mínimo mensual, aumentado en un cinco coma cero seis por ciento (5,06%).

Artículo 2°.- Reemplázase el inciso segundo de la letra a), del artículo 185, del decreto con fuerza de ley (G) Nº 1, de 1997, del Ministerio de Defensa Nacional, que establece el Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas, por el siguiente: 

“El personal a Jornal gozará de aumentos trienales con los siguientes porcentajes calculados sobre el sueldo base de que esté en posesión: siete por ciento para el primero al tercero, seis por ciento para el cuarto, cinco por ciento para el quinto al séptimo, cuatro por ciento para el octavo al décimo, tres por ciento para el onceavo al treceavo y dos por ciento para el catorceavo.”.

Artículo 3°.- El mayor gasto que irrogue la aplicación de esta ley, será financiado con recursos adicionales al presupuesto actual de las Instituciones de las Fuerzas Armadas, debiendo asignarse los montos necesarios para su implementación.

Artículo 4°.- El Personal a Jornal de dotación actual de las instituciones de las Fuerzas Armadas no podrá ser afectado por la aplicación de la presente ley, con la disminución de las remuneraciones que perciben.

Aquel Personal a Jornal que, a la fecha de publicación de esta ley, se encuentre prestando servicios en tal calidad, no podrá ser afectado con la pérdida o disminución de sus remuneraciones por la entrada en vigencia de los sueldos base establecidos en el artículo 1° precedente y, en la eventualidad de producirse tales diferencias, deberán ser pagadas por planillas suplementarias emitidas por la correspondiente Institución.

Artículo 5°.- 
La modificación de remuneraciones contenida en la presente ley aplicable al Personal a Jornal de las Fuerzas Armadas, regirá a contar del día 1 del mes correspondiente al de su publicación en el Diario Oficial; y si esta publicación se efectuare con posterioridad al día de pago de la remuneración mensual, el pago del complemento que corresponda conforme a la aplicación de la presente ley se efectuará junto con la remuneración del mes siguiente.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero.- Decláranse bien pagados, a la fecha de publicación de la presente ley, todos los montos por concepto de horas extraordinarias y bonificación diaria, percibidos por el personal a jornal y trabajadores a trato, contratados de acuerdo a los artículos 23 y 24, respectivamente, del decreto con fuerza de ley (G) N° 1, de 1997, del Ministerio de Defensa Nacional, que establece el Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas, y por el decreto supremo (G) N°587, de 1972, del Ministerio de Defensa Nacional, que aprueba el Reglamento del Personal a Jornal y Obreros a Trato de las Fuerzas Armadas.

En consecuencia, decláranse ajustados a derecho los pagos indicados en el inciso precedente efectuados por el Ejército de Chile.

Artículo segundo.- Sustitúyense en todos los cuerpos legales, las expresiones “obrero a trato” y “obreros a trato”, todas las veces que aparezcan, por “trabajador a trato” y “trabajadores a trato”, respectivamente, a contar de la fecha de vigencia de la presente ley.”.

- - -

Acordado en sesiones celebradas los días 23 de enero, con la asistencia de los Honorables Senadores señor José García Ruminot (Presidente), señora Ximena Rincón González y señores Eduardo Frei Ruiz-Tagle, Ricardo Lagos Weber y Jovino Novoa Vásquez; y 12 de marzo de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señor José García Ruminot (Presidente), señora Ximena Rincón González y señores  Ricardo Lagos Weber, Jovino Novoa Vásquez y Andrés Zaldívar Larraín.

 .


Sala de la Comisión, a 13 de marzo de 2013.

(Fdo.): Pilar Silva García de Cortázar,

Secretaria accidental de la Comisión
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑOR NAVARRO, SEÑORA ALLENDE Y SEÑORES GÓMEZ, LAGOS, MUÑOZ ABURTO Y ROSSI, CON EL QUE SOLICITAN A SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA EL REINTEGRO DE LOS TRABAJADORES DEL INSTITUTO DE FOMENTO PESQUERO Y EL FORTALECIMIENTO INTEGRAL DE SU INSTITUCIONALIDAD 

(S 1558-12)

1.- Que a poco más de un mes de la promulgación de la nueva Ley de Pesca, se ha comenzado a producir el naufragio de la investigación pesquera y acuícola. El Gobierno, que a través de esta ley propiciaba el fortalecimiento del IFOP para cumplir con la sustentabilidad de los recursos hidrobiológicos ha fracasado, ya que a un mes de la aplicación del cuerpo legal, el IFOP ha despedido a 28 trabajadores, entre los que se cuentan investigadores altamente calificados, como también administrativos de vasta experiencia; y de acuerdo con lo informado por el director ejecutivo del IFOP a los dirigentes sindicales, se proyectan más desvinculaciones.

2.- Que los funcionarios despedidos corresponden a las oficinas del IFOP en lquique, Tocopilla, Caldera, Valparaíso, Talcahuano, Puerto Montt, entre otras.

3.- Que lamentablemente el servicio no ha dimensionado adecuadamente el impacto de los despidos en la investigación científica pesquera, reduciendo la adopción de dichas medidas solamente a una percepción de reducción de gastos en personal, buscando de esa forma reducir el déficit operacional que arrastra.

4- Que a noviembre del 2007 el IFOP contaba con una planta nacional de 495 funcionarios; dicha planta -al mes de octubre de 2009- había disminuido a 481 funcionarios; mientras que a marzo de este año registraba un total de 574 funcionarios, lo que muestra que el grueso del incremento funcionario se ha producido durante la actual administración, lo que abre interrogantes respecto de los criterios utilizados para decidir las desvinculaciones.

5. Que lo comprometido por el ministro de Economía durante la discusión de la Ley de Pesca en al año 2012, fue fortalecer al IFOP en su financiamiento, para cumplir su rol de asesoría al Estado de Chile para una adecuada toma de decisiones en manejo de los recursos pesqueros y acuícolas.

6. Que el IFOP se encuentra sumido en una profunda y grave crisis financiera y administrativa, producto de una gestión deficiente de la Dirección Ejecutiva y del Consejo Directivo del organismo, ya que de recibir una institución saneada en el año 2010, con un superávit de $700 millones, hoy se encuentra con un déficit proyectado para el año 2012 de $800 millones y para el año 2013 de $400 millones, lo que hace un total de $1.200 millones de déficit.

7. Que esta situación de crisis generada por los despidos producirá, inevitablemente, efectos directos debilitando la calidad de los procesos administrativos y operacionales en la ejecución de la investigación científica pesquera; afectará directamente algunos proyectos de investigación dirigidos al estudio de repoblamientos de algas y moluscos; generará pérdida de conocimiento para la sustentabilidad de las áreas de manejo en la línea de investigación de repoblamiento y cultivo; así como la pérdida de cobertura de monitoreo de las pesquerías en caletas y puertos, con la consiguiente pérdida de conocimiento del estado de las pesquerías.

El Senado acuerda:

Solicitar al Sr. Presidente de la República, Sebastián Piñera, pueda disponer:

1. El reintegro de los funcionarios del IFOP que han sido desvinculados entre enero y febrero del año 2013.

2. El fortalecimiento real, en materia de recursos humanos, de infraestructura y de financiamiento, del IFOP como el principal organismo asesor del gobierno en materia de investigación científica pesquera, clave en la correcta toma de decisiones en esta materia.

3. El desarrollo y perfeccionamiento de la institucionalidad del IFOP, para ponerlo a la altura de las instituciones públicas que cumplen homólogas funciones en el resto de la región y del mundo.

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.- Isabel Allende Bussi, Senadora.- José Antonio Gómez Urrutia, Senador.- Ricardo Lagos Weber, Senador.- Pedro Muñoz Aburto, Senador.- Fulvio Rossi Ciocca, Senador.
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